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RAZON DEL OPÚSCULO. 
ESDE que subió al Sólio Pontificio Nues- 
tro Santísimo Padre Leon XIII, no ha 
cesado en sus admirables Encíclicas 
comenzando por la primera Inscrutabili hasta 
la última Sapientia Christiana, de poner ante 
nuestra vista los males sin número que afligen 
al género humano por no querer aprovecharse 
de la influencia bienhechora de la Santa Igle- 
sia, y las persecuciones de que esta misma es 
objeto por parte de los que aborrecen y tratan 
de reprimir dicha influencia sosteniendo que 
«para nada ha de tenerse en cuenta la insti- 
tucion cristiana en las costumbres, ni hay que 
obedecer á la Iglesia ni Aun hacerse mencion 
de ella en las Constituciones de los pueblos» (1). 
A fin de conseguirlo mejor procuran con espe- 
cial empeño apoderarse del Gobierno en los 
Estados: «ambicionan, continúa S. Santidad (2) 
(i) Enc. Sapientiæ. 
(2) Enc. Sapientiæ cit. 
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y por todos los medios posibles procuran apo-
derarse de los cargos públicos y tomar las 
riendas en el gobierno de los Estados, para 
poder así más fácilmente, segun estos princi-
pios arreglar las leyes y educar los pueblos. Y 
así vemos que á cada paso, ó al descubierto 
se declara la guerra á la religion católica, ó se 
la combate arteramente; mientras que se con-
ceden ámplias. facultades para propagar toda 
clase de errores, y se ponen fortísimas trabas á 
la pública profesion de las verdades religiosas.» 
Este es ciertamente el medio más á pro-
pósito para acabar en lo posible con la religion 
en las diversas naciones. La persecucion violen-
ta, abiertamente revolucionaria, provoca reac-
ciones y protestas saludables y con ellas se 
enciende en muchos el deseo de pelear por el 
bien mayor de la pátria; pero el sistema de 
proceder con apariencias legales, dando hoy 
una disposicion antirreligiosa como á la im-
pensada, interpretándola despues en el sentido 
más hostil a la Iglesia, sin odio manifiesto á 
las muchedumbres, pero siempre avanzando á 
paso firme en la via de la secularizacion, con-
forme á las exigencias del derecho nuevo, va 
logrando destruir á mansalva los baluartes de 
la religion con sus piadosas instituciones, y 
descristianizar á los pueblos sin escándalos 
ruidosos, sin el contrapeso siquiera de las pro-
testas contrarias, acostumbrando á los fieles 
á presenciar la persecucion legal sistemática 
sin indignarse, y Aun forzándolos á cooperar 
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cobardemente á su propia ruina: que solo la 
ruina misma temporal puede ser el término 
de una sociedad sin religion (1), y la histo-
ria, en España especialmente, nos enseña que 
á medida de la religion suele andar, como 
andaba en el pueblo de Dios, la prosperidad 
de la nacion (2). La España Católica con su 
unidad religiosa eficazmente protegida, fué la 
primera nacion del mundo, tranquila, feliz y 
morigerada en lo interior, y respetada en lo 
exterior, admirada en todas partes por sus 
santos, por sus sábios, por sus capitanes, por 
sus artistas, por sus industriales, por el valor 
de sus soldados, por la lealtad, constancia y 
digna altivez de sus hijos, por la sensatez, 
cordura é instruccion de sus ciudadanos, de su 
pueblo teólogo; la España llamada liberal con 
sus conquistas modernas, sobre todo con su 
libertad de hecho para combatir la religion y 
corromper las inteligencias y corazones de los 
incautos, ha venido á ser por culpa de todos, 
la España que todos lamentamos (casi la últi- 
ma nacion de Europa) sin prestigio ni repre-
sentacion en lo exterior, sin sosiego ni bien-
estar en lo interior, en donde la ignorancia de 
las verdades más fundamentales va ya anu-
blando innumerablés inteligencias y la perver-
sion de ideas y la corrupcion de costumbres, 
(i) Los mismos paganos lo conocieron, Pitágoras, 
Platon, Licurgo, Ciceron. Véase Mazzella de Theolo-
gia generali disp. 2, art. it. 
(2) Judith, libro 5.° ver. 21-22. 
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merced á la cátedra racionalista, y al periódico 
impío, y á la novela inmoral, y á la estampa 
lasciva y á todos los medios de propaganda 
malsana, desde el libro de apariencia científica 
hasta la hoja volante; cunde de una manera 
espantosa sin tropiezo alguno, apagando en las 
almas la fé verdadera y el amor á la virtud y 
al sacrificio, sin el que no puede haber tranqui-
lidad duradera, enervando los caracteres, reba-
jando la dignidad de los españoles, dejándolos 
sin valor para resistir á exigencias inicuas que 
no pueden satisfacerse sin culpa, y sin aliento 
para emprender ninguna obra provechosa de 
restauracion social. ¿Qué hacer «en circuns-
tancias tan lamentables donde corren tan grave 
riesgo bienes grandísimos y sobremanera dig-
nos de ser codiciados?» (r) ¿cómo no unirse 
todos los católicos pospuesto todo humano in-
terés bajo la obediencia de sus Prelados á modo 
de falange para defender la causa católica pues-
ta en grave conflicto?» (2). Ellos nos dirán los 
medios que han de tomarse para esta defensa 
que todos tenemos obligacion de procurar se-
gun las fuerzas y estado de cada uno; pero no 
hay duda que dado lo grave del conflicto, es 
peligroso retardar el remedio y que éste ha de 
ser proporcionado á la causa del vial. Y siendo 
(i) Enc. Sapientiæ . 
(2) S. Santidad al Card. Arz. de Zarag. 15 Febr. 
1890 y casi con las mismas palabras al Sr. Obispo de 
Urgel. ¡a de Marzo. 
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ésta principalmente, la manera de gobernar los 
estados con leyes más ó menos hostiles á la 
Iglesia, será medio aptisimo para obtener pron-
tos resultados no contentarse con la reforma 
en la vida privada ni con la iniciativa particu-
lar, sino que todos «los católicos dignos de este 
nombre se aprovechen en cuanto puede hacer-
se honestamente, de las instituciones de los 
pueblos para la defensa de la verdad y de la 
justicia, se esfuercen para que la libertad en 
el obrar no traspase los limites señalados por 
la naturaleza y por la ley de Dios, procuren  
que todo estado tome aquel carácter y forma 
cristiana que hemos dicho» (t ). Esto será más 
fácil en España, donde la misma legislacion ac-
tual, si se interpreta y aplica rectamente, alivia-
rá muchísimo nuestra situacion. Esto mismo 
me ha movido á escribir este opusculito, ó si se 
quiere, estos apuntes con el título de Reclama-
ciones legales de los Católicos Españoles, en don-
de explicado lo que entendemos aquí por re-
clamaciones legales, se exponen cuáles han de 
ser las principales que todos los sinceros cató-
licos de España pueden hacer con provecho, 
unidos en íntima concordia de voluntades y 
de accion. Imperfectísimo será el trabajo, pero 
quizás sea ocasion de que salgan otros más 
acabados, que sirvan de auxiliar á las concerta-
das reivindicaciones en favor de la Iglesia, que 
han de emprender los católicos españoles; por 






lo menos para algunos, podrá ser útil tenerlas 
ante la vista, apuntadas en breves líneas, y de 
todos modos yo habré contribuido con mi cor-
nadillo haciendo lo poco que mi caudal me 
permite, en favor de la Religion y de la Pátria. 
II. 
QUÉ SE ENTIENDE AQUf 
POR RECLAMACIONES LEGALES: LEY Y 
LEGALIDAD. 
Supérfluo tal vez parecerá á algunos el titu-
lo de este párrafo, puesto que basta saber cas-
tellano, ó leer el Diccionario de la Lengua, 
para entender que reclamaciones legales, son 
las peticiones hechas con derecho ó con insis-
tencia y conformes á la ley, tanto por el objeto 
como por su forma ó modo de hacerse. 
Y cierto que no hubiera sido menester de-
tenernos en este punto, si los diversos secuaces 
del derecho nuevo, por diversas maneras no 
nos hubieran obligado á distinguir entre la 
ley verdadera con su forma interna que es la 
justicia, y la legalidad, que es la forma externa 
de la ley, y consiste en cualquiera disposicion 
justa ó injusta, que haya emanado de la au-
toridad legislativa y se haya dado segun los 
trámites legales. Para los defensores del mo-
derno legalismo toda legalidad vigente es ley 
verdadera; para los amantes de la Filosofía 
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que á fuer de sábio, bueno y prudente, no 
puede menos de querer se guarde el órden 
objetivo, constituido por las relaciones esencia-
les que la naturaleza racional en cuanto tal, 
tiene con los demás séres, y sin cuya obser-
vancia no puede vivir tranquila ni ser feliz: 
si la obligacion dimana inmediatamente de la 
voluntad libre del superior y solo mediata-
mente de la voluntad necesaria del Supremo 
Ordenador, en cuanto tambien manda se guar-
de este principio del órden moral ú objetivo 
«debe obedecerse á todo superior en lo que 
legítimamente ordena»; suele llamarse obliga-
cion positiva. 
Por lo dicho se ve, cuán acertado estuvo Santo 
Tomás y con él muy comunmente la Escuela, 
al definir la ley en general «una ordenacion 
racional ordinatio rationis (i) dada y promul-
gada para el bien comun por el que tiene el 
cargo ó es superior de la comunidad» (2) ó 
corno la expone atinadamente el P. Suarez 
«un precepto comun justo y estable, suficien-
temente promulgado» (3) precepto ú ordena-
cion, porque obliga estrictamente; comun, por 
ser dado á la comunidad por el superior de la 
misma; justo, por ser recto y conforme á razon; 
(i) Estas palabras indican además que la ley es 
un acto de la razon; aquí prescindimos de si formal-
mente la ley es acto de la razon imperante, ó de la 
voluntad precipiente, ó de una y otra. 
(2) In Summ. Theol. 1-2 q. qo art. 4. 
('3) De legibus I. 1. cap. 12 al fin. 
estable, como lo es de suyo la comunidad 
á que se refiere; suficientemente promulgado, 
porque si no se le intima al súbdito en nombre 
de su superior, no podrá conocer aquel la vo-
luntad eficaz imperativa de éste, y por consi-
guiente no podrá ser obligado á lo que, ó no 
existe, ó no puede conocer debidamente, pues 
sabido es que «nadie es ligado por precepto 
alguno que no conozca» (1). Cuando este pre-
cepto comun, es impuesto inmediatamente por 
la voluntad hipotéticamente necesaria de Dios, 
é intimado al hombre por los dictámenes prác-
ticos de la misma razon natural, se tiene lo que 
llamamos ley natural; impuesto el precepto 
inmediatamente por la voluntad libre y no ne-
cesaria de Dios y promulgado exteriormente 
por Dios mismo ó por un delegado suyo, cons-
tituye la ley positiva divina, como la cristia-
na (2) en el Nuevo Testamento dado por Nues-
tro S. J. C. y promulgada por sus Apóstoles, 
y la del Viejo Testamento, llamada Mosáica 
por haberla promulgado Moises en nombre de 
Dios; si el precepto es dado por el hombre con 
autoridad inmediatamente comunicada por vo-
luntad libre y positiva de Dios, cual es la auto-
ridad espiritual del S. Pontífice y de la Iglesia, 
(I) Nullus ligatur per preceptum aliquod, nisi 
mediante scientia illius procepti.» S. Tomas in ques-
tiónibus disputatis, de veritate quæst. 17 art. 3. 
(2) Ley aquí se tema por el conjunto de leyes en- 
derezadas al fin determinado que Dios N. S. se pro-
puso en la institucion de la Iglesia. 
I ^ . 	 . 	 ,. 	 ^i  . _ 	 . 	 . 	 -.. 	 . . ..w • 	 . 	 i 
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cristiana, toda ley  es tambien legalidad vigen-
te, pero no toda legalidad, sino la justa única-
mente, es ley verdadera. 
La palabra ley tomada en sentido estricto 
con aplicacion á los seres racionales, suena lo 
mismo que regla obligatoria, estable y comun 
de los actos humanos: de modo que si estos 
se conforman con aquella, serán moralmente 
buenos, y moralmente malos cuando de ella 
se aparten. Todos entienden que el simple 
consejo ó la exhortacion que no obliga riguro-
samente, no se puede decir ley con toda propie-
dad, como tampoco lo es el precepto que se 
impone á los particulares, ó á la comunidad 
para un caso particular. La ley produce estricta 
obligacion moral, porque sin destruir la liber-
tad física del hombre, la restringe moralmente 
poniéndole en la necesidad absoluta, ó de 
cumplir la ley para no quebrantar el órden 
moral establecido por Dios y conseguir así su 
último fin, (al que conduce el cumplimiento 
de la ley y del que aparta al hombre ó le re-
tarda su infraccion, segun sea ésta grave ó 
leve), 6 de hacerse reo de la indignacion del 
autor del mismo órden moral, y digno por 
consiguiente de la pena, restauradora del órden 
así violado. Esta obligacion, ó sea necesidad 
disyuntiva de cumplir libremente la voluntad 
del superior ó de sujetarse por fuerza al cas-
tigo merecido, se dice natural á todos los 
hombres, cuando nace inmediatamente de la 
voluntad hipotéticamente necesaria del Criador, 
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la ley será eclesiástica, y será civil, cuando el 
precepto sea dado por la autoridad temporal 
comunicada .á la sociedad civil, ó al que en ella 
es Superior, solo naturalmente y mediante la 
formacion de la misma sociedad. Puesto que 
no puede ésta existir y conservarse sin la 
autoridad, Dios N. S. al querer ser autor de 
la sociedad civil creando al hombre social, con 
inclinacion á ella y áun con exigencia de ella, 
(tratándose de los hombres en general), hubo 
de querer tambien la autoridad como exigida 
esencialmente, ó á lo menos necesariamente, 
por la misma sociedad. 
De aquí sale una consecuencia importantísi-
ma para nuestro propósito. Toda ley brota al 
fin como de su primera fuente, de la voluntad 
divina, y no pudiendo ésta, perfectisima como 
es, contradecirse nunca á sí misma; se sigue 
que siempre que aparezca contradiccion entre 
las leyes de varios Superiores, no puede ser 
sino aparente, y por fuerza tiene que cesar la 
obligacion de la ley inferior ante la ley de órden 
superior y más cercano á la causa primera de 
toda obligacion moral. Así en todo caso de 
conflicto, habrá de anteponerse la ley natural, 
primero en cuanto á sus preceptos negativos y 
despues en cuanto á los afirmativos; ya que la 
ley natural es la misma ley eterna de Dios (t) 
(I) Así llama S. Agustin 1. 22 contra Faustum 
Manich. cap. 27. «la razon divina ó voluntad de 
Dios, que manda conservar el Orden natural y veda 
perturbarle» y a S. Agustin sigue Sto. Tomás con el 
' `^:^ r`A^=°•^.`^ÿ^ i 
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aplicada al hombre mediante la promulgacion 
de la razon natural, segun arriba se dijo; luégo 
habrá de preferirse la ley positiva divina, viene 
despues la eclesiástica, y por fin la civil que debe 
ceder ante las otras, ya por venir más remota-
mente de Dios, ya tambien por ser de órden 
inferior cual es el temporal, único que  directa-
mente le compete, y que por lo tanto ha de su-
bordinarse al espiritual á que directamente 
miran las otras leyes Antes enumeradas. 
Esto se entiende aunque las cosas prescrip-
tas por la ley sean en sí justas; porque si fue-
ren injustas, ni serían ni podrían llamarse ley: 
consta de lo dicho acerca de la obligacion moral 
y áun de la misma definicion de la ley comun-
mente recibida con Sto. Tomás, la cual no solo 
incluye como condicion esencial la autoridad 
legítima del legislador, sino tambien la rectitud 
ó justicia de la cosa mandada, sin la cual no habrá 
ordenacion conforme á la recta razon y por 
consiguiente al órden objetivo por esta descu-
bierto. «No parece ser ley sino la que es justa, 
dice S. Agustin (1) y Santo Tomás (2) añade: 
comun de los doctores cristianos, como puede verse en  
Suarez de Legibus I. 2. cap. t y áun con él están los 
más sábios de la antigüedad, Platon en el Timeo,  
Ciceron de legibus etc., en donde éste dice I. 2-4 que  
es sentencia de los más sábios «hanc video sapientisi-
morum fuisse sententiam», sentencia que no han sabi-
do entender y por eso han combatido los modernos  
heterodoxos Tomasio, Ahrens y otros.  
(i) De libero arbitr. lib. t. cap. 5.  
(2) t -a.æ q. 95 art. 2 
	 ^  
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«por lo cual en cuanto tiene de justicia en tanto 
participa de la virtud ó fuerza de la ley.» Hay 
sin embargo una diferencia entre estas dos con-
diciones, y es, que si falta solo la autoridad, 
no habrá ley verdadera, y por lo tanto tampoco 
obligacion de obedecer, pero de suyo podrá 
ser obedecida y Aun á veces deberá serlo para 
evitar el escándalo, ó por otras circunstancias 
extrínsecas que lo exijan; mas si faltase la jus-
ticia, ni deberá ni podrá de suyo ser obedecida 
sin que se coopere á la misma injusticia: enton-
ces tiene aplicacion el dicho de S. Pedro y de 
los Apóstoles «hay que obedecer antes á Dios 
que á los hombres» (1). 
Que la justicia sea condicion esencial de la 
ley, es afirmacion no solo cierta segun la fé, di-
ce el eximio Suarez (2), sino clara segun la ra-
zon natural, y admitida por la sana filosofía; 
porque si ningun inferior puede obligar contra 
la ley y voluntad del Superior, evidente es 
que la ley que manda lo injusto, no puede 
obligar, ni por lo tanto ser ley, porque es 
contra la voluntad de Dios que prohibe lo malo; 
y si nadie puede mandar sino en virtud del 
poder recibido de Dios, nadie podrá mandar 
sino lo justo, pues solo para esto se dá el po-
der: «por mí reinan los reyes y los legisladores 
(r) Act. apostol. c. V. v. 29. 
(2) De leg. lib. r. cap. g, y en el libr. 3. cap 12 
donde habla expresamente de la ley civil contra Ma-
chiavelli. 
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decretan lo justo» (1). Doctrina tan llana y 
comun á los teólogos, juristas y filósofos de 
la antigüedad cristiana, ha tenido en España 
muchos de sus más preclaros defensores. Es-
pañoles fueron los grandes teólogos politicos 
y moralistas Victoria, Soto, Molina, Vazquez, 
Suarez cuya obra «De Legibus» por ventura 
no tiene rival en su género. Ya antes había 
escrito San Isidoro Hispalense en el libro 5.° de 
sus «Etimologías» la famosa regla inserta en 
el Decreto de Graciano (2): será la ley honesta 
justa, posible  (3). En el código inmortal 
de las Partidas se repite con insistencia la 
misma doctrina, que es provechoso recordar. 
Advierte la ley i Tit. i . P. 1.° que se dán 
«estas leyes .... porque los homes sepan vivir 
bien é ordenadamente segun el placer de Dios 
é otrosi segund conviene á la buena vida deste 
mundo, é á guardar la fé de N. S. J. C. cum-
plidamente así como ella es,» y luego la I. 4. 
haciendo una hermosa descricion de la ley es-
crita, dice que «ley tanto quiere decir como 
leyenda en que yace enseñamiento é castigo 
escripto que liga é apremia la vida del hombre 
no faga mal, é muestra é enseba el bien que 
el home debe facer é usar, é otrosi es dicha ley 
porque todos los mandamientos della deben ser 
leales é derechos é cumplidos segun Dios é segun 
(i) La Sab. en los Proverbios cap. 8. ver. 15. 
(2) Distimt. IV. cap. 2. 
(3) Puede verse su explication en Sto. Tomás 
q. 95-3  generalmente aceptada. 
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 justicia»; é indicada en la ley 7. la utilidad 
de las leyes que son derechas, se acaba poniendo 
luego casi á la letra la célebre regla de San Isi-
doro en la 1. 8. «cuáles deben ser las leyes en 
sí». No fueron por fin sino españoles los súb-
ditos leales que al recibir de su príncipe alguna 
ley por cualquier título injusta, acostumbraron 
á repetir y poner en práctica con noble digni-
dad la célebre fórmula «se obedece pero no se 
cumple»: se acata la autoridad, en si legítima, 
pero su ejercicio ilegitimo se desconoce: feliz 
armonía de la libertad y de la sumision cristia-
nas, de obediencia á las leyes y de resistencia 
á las que por injustas no lo son, sino en apa-
riencia. 
Claro es que cuanto va dicho de la ley, se 
aplica igualmente al derecho, ya se tome esta 
palabra en la significacion de ley ó coleccion 
de leyes, en cuyo sentido se dice derecho na-
tural, divino, positivo, eclesiástico, civil (1); ó 
ya en la acepcion de «facultad moral de hacer 
ó exigir algo, fundada, como legitima que ha 
de ser, en alguna ley natural ó positiva.» 
A esta doctrina de la sabiduría cristiana, se 
han opuesto siempre los materialistas, ateos y 
(i) Derecho civil, como más arriba ley civil, no se 
torna en el sentido restricto que hoy á veces se le dá, 
como distinto del político, administrativo etc., y redu-
cido á expresar las relaciones jurídicas de justicia de 
los ciudadanos entre sí; sino como derecho emanado 
inmediatamente del poder temporal de la sociedad 
civil. 
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panteistas (que en la realidad práctica son 
unos), ya que roto todo vinculo de obligaciort 
moral, á la ley sustituyen la violencia, al de-
recho la fuerza; contra la misma teoría de 
libertad cristiana está el despotismo de los 
monarcas, proclamado por Hobbes y el des-
potismo más feroz aún de las democracias 
enseñado por Rousseau con su ley expresion 
de la voluntad general de la nacion (1). Con-
tra ella se ha declarado principalmente el ra-
cionalismo moderno, desde Kant hasta He-
gel (2). 
(i) Esta frase como las demás que constituyen los 
principios del 89 contenidos en la «declaracion de los 
derechos del hombre y del ciudadano,» puede tener 
una significacion verdadera y ser una perogrullada, 
entendiendo por voluntad general la voluntad social 
ó sea de la autoridad, á la que estando sujetos los 
ciudadanos, se entiende ser voluntad general de todos, 
acatar la ley dada por el legislador que todos acatan 
para el bien general; pero en boca de los discípulos 
de Rousseau, expresa no ser la ley, sino como la colec-
cion de las voluntades ó quereres de todos los ciuda-
danos, sean cualesquiera estos quereres. 
(2) M. Kant aunque contra su voluntad, vino á 
constituirse con su autonomía de la razon en funda-
dor de la filosofía panteístico-racionalista alemana, y 
con ella de todos los llamados errores modernos. Co-
locado por Kant el último y absoluto fundamento de 
la moralidad, en la naturaleza racional en cuanto 
racional, sin relacion con Dios sino prescindiendo é 
independiente de Êi, facilísimo fué el paso al panteis-
mo sujetivo de Fichte, que no podía lógicamente ad-
mitir como criada una naturaleza independiente de 
Dios; y así inventó, declarándole principio supremo 
2 
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Los partidarios de la escuela histórica del 
derecho, fundada especialmente por F. C. de  
Savigny y Jul. Stahl, se oponen con ardor al  
individualismo de Kant, ni aun quieren el pan-
teístico objetivismo de Hegel; pero exagerando  
el dominio del derecho positivo sin compren-
der bastante el natural, han llegado á no con-
siderar como derecho propiamente dicho, sino  
el derecho positivo derivado como de su única  
fuente del derecho histórico, es decir, de la  
costumbre histórica y de las prescripciones de  
de la moralidad, su yo puro ideal esencialmente inde-
pendiente, y de cuya manifestacion en el yo empírico,  
nace la exigencia de volver más y más, hasta lo infi-
nito, por medio de la independencia racional, al yo  
puro. No tardó Hegel tomando de Schelling el prin-
cipio de identidad entre el objeto y el sujeto, la  
realidad y la idealidad, en , sustituir al idealismo suje-
tivo de Fichte el «idealismo absoluto,» segun el cual  
el mundo no es sino la evolucion necesaria de la razon  
absoluta, la cual manifestándose por grados en la  
naturaleza, en las inteligencias, en la historia; se  
encuentra como substancia, en todas las cosas sin per-
sonalidad alguna: ('el espíritu absoluto» es la reunion 
en la unidad del espíritu subjetivo ó personalidad 
individual, y del espíritu objetivo en la totalidad de 
las instituciones sociales y en el curso de la historia: 
la unidad racional lógica ó arquitectónica así manifes-
tada, es el Dios de Hegel, cuya suprema realizacion 
es el Estado y su desenvolvimiento en la historia del 
mundo. i :omenzó Kant por separar completamente la 
moralidad y el derecho, fundando así el individualis-
mo (del derecho) y acaba Hegel por unir de nuevo 
con su objetivismo (del derecho), la moralidad con 
el derecho en una unidad absoluta, pero derecho 
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las leyes; de aquí que no sea lícito á los súb-
ditos, dice Stahl (I), ni unidos ni por separado 
oponerse en virtud del derecho natural al de-
recho positivo. Y henos aquí llevados por 
otra vía al mismo término de la omnipotencia 
del Estado por medio del legalismo público, 
segun el cual como al principio decíamos, no 
se requiere para el valor de la ley su forma 
interna, bastando la externa ó sea la apariencia 
legal. Tanto ha cundido esta perniciosa teoría 
que áun á escritores cristianos, y áun que se 
dicen católicos, ha inficionado lastimosamente. 
No se .atreven éstos á sostener que se debe 
independiente y desligado de Dios, personal, vivo, 
criador, gobernador sapientísimo del universo; y única 
y completamente sujeto al Estado «númen supremo 
de las cosas humanas.» Así por caminos al parecer 
opuestos á nombre de la libertad autónoma, hemos 
venido á parar a la esclavitud más horrenda en la 
omnipotencia del Estado, fuente de todo derecho, 
norma de toda justicia, cuya voluntad expresada en 
una ley ó disposicion legal cualquiera sea en todo 
caso incontrastable. Pueden verse en el P. Teodoro 
Meyer expuestas y criticadas concienzudamente tanto 
las teorías de los autores aquí expresados, como de 
sus afines Fed. Krause, J. D. E. Schleiermacher, 
J. F. Herbart y de los que luego nombraremos, Sa-
vigny, y Stahl principalmente. «lnstitutiones Juris Na-
turalis... pars. i.' Jus Naturæ generale, al exponer las 
nociones de la moralidad, de la ley, del derecho; 
nosotros no podemcs alargarnos más: con lo dicho 
sobra para conocer el génesis del error que perse-
guimos. 
(i) V. Th. Mey. cit. sect. II. 1. II. c. 3.° art. i.° 
núm. 553. 
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contra el dictámen moral de la conciencia, cum-
plir la legalidad vigente, pero afirman que toda 
ley, por injusta que sea, si está dada segun 
las formas externas ó trámites legales, tiene 
valor formal, y debe conservarle hasta que 
sea derogada legítimamente, y por lo tanto, los 
públicos magistrados como tales, deben por su 
oficio ponerlas en ejecucion y juzgar segun 
ellas, quedando libres de toda responsabilidad 
con esa obediencia meramente oficial (1), es 
decir, que dividen al hombre en dos, uno pri-
vado con conciencia moral y otro público, con-
vertido por el Estado en pura máquina, sin 
conciencia ni imputabilidad ante Dios, legisla-
dor sumo, y fuente primera de moralidad (2). 
Ante errores tan perjudiciales, tan depresi-
vos de la dignidad humana y tan opuestos á 
la misma razon natural, segun aparece de lo 
arriba apuntado á cerca de la obligacion y de 
la ley natural y eterna; la Iglesia de Dios ene-
miga siempre de toda injusticia, ha levantado 
su voz soberana, y el Soberano Pontífice ha 
condenado con infalible sentencia todos y 
cada uno de los absurdos indicados en favor 
(i) Cuántas veces por desgracia hemos visto prac-
ticada en España esta falsa y tiránica doctrina! Y Aun 
mañosamente defendida! 
(2) Sin embargo hasta dónde y cómo sea licito en 
ciertos casos al juez, aplicar una ley injusta en cosa no 
intrínsecamente mala, se puede ver en la obra Casus 
conscientiæ his præsertim temporibus accommodati... 
por P. V. T. 3 pag. 227 y T. r Cas. 8 n. 7. 
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del legalismo moderno. Ya Pio IX en docu-
mento ex cathedra cual es la Encíclica «Quanta 
Cura» (1), reprobó la doctrina de que «la vo-
luntad del pueblo manifestada por la que lla-
man opinion pública ó de otra manera, consti-
tuye la ley suprema independiente de todo 
derecho divino y humano;» y en el Syllabus, 
documento tambien de enseñanza no solo 
obligatoria, como todos los doctrinales de la 
Santa Sede, sino infalible .0) no solo condenó 
los principios de los susodichos errores, racio-
nalismo, panteismo, materialismo, sino los 
mismos errores en particular en las siguientes 
proposiciones: 
(Las leyes de las costumbres no necesitan 
de la sancion divina; y de ningun modo es 
preciso que las leyes humanas se conformen 
con el derecho natural, ó reciban de Dios su 
fuerza de obligar» (3). 
«El derecho consiste en el hecho material; y 
todos los deberes de los hombres son un nom-
bre vano y todos los hechos humanos tienen 
fuerza de derecho» (a). 
 
La autoridad no es otra cosa que la suma 
del número y de las fuerzas materiales. 
(Prop. 6o). 
 
(t) Puede verse sobre este punto Casus Conscien-
tíæ cit. T. I. núm. t 5. 
(2) V. la ob. del P. Rinaldi sobre El valor del  
Syllabus. 
(3) Prop. 56. 
(4) Prop. 59. 
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«La afortunada injusticia del hecho no trae 
ningun detrimento á la santidad del derecho.» 
Prop. 61.  El glorioso Pontífice reinante Leon XIII 
despues de haber confirmado estas condenacio-
ciones en general (i ); despues de haber recor-
dado públicamente en la encíclica «Diuturnum» 
y con autoridad infalible (2), la verdad católica 
que debe profesarse sobre el origen y natura-
leza del poder civil, y haber enseñado que en 
todas las cosas en que la ley natural y la volun-
tad de Dios se violan, son una iniquidad igual-
mente el mandato (civil) y el obedecimiento (3), 
y despues de haber señalado admirablemente 
los limites de la autoridad civil en otro docu-
mento ex cathedra (4), y de haber en él re-
probado explícitamente el error de dividir al 
(i) Encicl. Inscrutabili. 
(2) Puesto que dice (en la Encíclica Diuturnum). 
«Por lo cual, estando encargado por la gracia de Dios 
de la direccion de la Iglesia católica, guarda é intér-
prete de las doctrinas de Cristo juzgamos ser un de-
ber de nuestra autoridad, Venerables Hermanos, 
recordar públicamente lo que la verdad católica exige 
de cada uno en este orden de deberes, con lo cual se 
verá de un modo claro por qué camino y por qué me-
dios se debe en tan tenebrosa situasion proveer á la 
salud pública.» 
(3) Encicl. cit. 
(4) La Encicl. «Inmartale Dei» en donde enseña 
S. Santidad como Pastor universal tobligado, dice, 
en conciencia por el cargo santísimo apostólico» que 
ejerce, y queriendo enseñar á los fieles lo que es ver-
dadero y la norma práctica de la vida que deben se-
guir y obedecer.... 
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hombre público del hombre privado que tantos 
males causa en las necesidades cristianas (t ); 
quiso en cumplimiento de su oficio apostóli-
co (2), enseñar científica y autoritativamente 
en la Encíclica Libertas, la misma doctrina que 
antes digimos ser comun de los teólogos, y e rr 
 particular la relativa á la ley eterna. Léanse en-
tre otros los párrafos siguientes: «y la liber-
tad en los que gobiernan, no está en que 
puedan mandar temeraria y antojadizamente, 
cosa no menos perversa que dañosa en sumo 
grado á la sociedad; antes toda la fuerza de las 
leyes humanas ha de estar en que se las vea 
dimanar de la eterna y no sancionar cosa al-
guna que no se contenga en esta como en 
principio universal de todo derecho.» 
«Es además obligacion muy verdadera la de 
prestar reverencia á la autoridad y obedecer 
con sumision las leyes justas, quedando así los 
ciudadanos libres de la injusticia de los inicuos, 
gracias á la fuerza y vigilancia de la ley. La 
potestad legítima viene de Dios, y el que resis-
te á la potestad resiste á la ordenacion de Dios, 
(i) Por estas palabras: «tampoco es lícito cumplir 
sus deberes de una manera en privado y de otra en 
público, acatando la autoridad de la Iglesia en la vida 
particular y rochazándola en la pública, pues esto 
sería mezclar lo bueno y lo malo y hacer que el hom-
bre entable una lucha consigo mismo cuando por lo 
contrario es cierto que este siempre ha de ser conse-
cuente y nunca apartarse de la virtud cristiana en 
ninguna cosa ni en ningun género de vida». 
(2) Encicl. Libertas hácia el fin. 
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con lo cual queda muy ennoblecida la obedien-
cia ya que se presta á la más justa y elevada 
autoridad; pero cuando falta el derecho de man-
dar, ó se manda algo contra la razon, la ley 
eterna, ó los mandamientos divinos es justo 
no obedecer á los hombres, se entiende, para 
obedecer á Dios. Cerrado así el paso â la tira-
nía, no lo absorberá todo el Estado y queda-
rán salvos los derechos de los particulares, de 
la familia, de todos los miembros de la socie-
dad, dándose á todos parte en la libertad ver-
dadera, que está, como hemos demostrado, en 
poder cada uno vivir segun las leyes y la recta 
razon.» 
Esto basta sin recordar las hermosas frases 
de la Encíclica Sapientiæ que 'esto confirman (r ), 
para concluir que es anticatólico é irracional 
(i) «La ley no es otra cosa que el dictámen de la 
recta razon promulgado por la potestad legítima para 
el bien comun. Pero no hay autoridad alguna verda-
dera y legítima si no proviene de Dios, soberano y su-
premo Señor de todas á quien únicamente compete 
dar poder al hombre sobre el hombre; ni se ha de 
juzgar recta la razon cuando se aparta de la verdad y 
la razon divina, ni verdadero bien el que repugna al 
bien sumo é inconmutable O tuerce las voluntades de 
tos hombres ó las separa del amor de Dios. Sagrado 
es para los cristianos el nombre del poder público, en 
el cu il aunque sea indigno el que lo ejerce, reconocen 
cierta imágen y representacion divina: justa es y obli-
gatoria la reverencia á las leyes, no por la fuerza ó 
amenazas, sino por la persuasion de que se cumple ton 
un deber, «porque el Senior no nos han dado es piritu de 
temor» (I l Timoth., r . 7); pero si las leyes de los Estados 
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el error del mecanismo legal, y que por con-
siguiente ningun católico puede tener por ley 
verdadera ni juzgar segun ella, cualquiera lega-
lidad sino solamente la justa, conforme á la 
ley eterna (1). Ahora pues ya se comprenderá 
bien lo que entendemos aquí por reclamaciones 
legales. Entendemos primero las que por razon 
de su objeto son conformes á la ley verdadera, 
pedimos con ellas que se cumpla ante todo lo 
mismo que prescribe la ley; pero mientras esto 
no se logre, pedimos que á lo menos se cum-
pla la legalidad, del modo menos opuesto á la 
ley sea interpretándolo en sentido racional y 
católico, con lo que no pocos males se remedia-
rían. Entendemos en segundo lugar las que 
por razon de la forma en que se hacen se lla-
man legales, y son todas las autorizadas positi-
vamente por la ley ó á lo menos no prohibidas, 
item las permitidas positiva ó negativamente (2) 
están en abierta oposicion con el derecho divino, si se 
ofende con ellas á la Iglesia 6 contradicen á los deberes 
religiosos ó violan la autoridad de Jesucristo en el Pon-
tífice supremo, entonces la resistencia es un deber, la 
obediencia crimen, que por otra parte envuelve una 
ofensa á la misma sociedad, puesto .fue pecar contra 
la religion es delinquir tambien contra el Estado.. 
(i) Con toda claridad expresa esta consecuencia 
Sto. Tomás en el art. 5. ad r.°°' de 2- 2æ Sum «et ideo 
nec tales (injustæ leges scriptæl leges dicuntur, sed 
potius legis corruptiones.... et ideo secundum eas non 
est judicandum.» 
(2) Se permite negativamente lo que no se prohibe, 
y positivamente se permite ó el acto no malo, que 
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por la legalidad vigente, suponiendo siempre 
que los medios empleados en la reclamacion, 
son moralmente lícitos. 
QUÉ SE ENTIENDE POR CATÓLICOS 
ESPAÑOLES. 
Españoles no son aquí precisamente las per-
sonas nacidas en territorio español, ó nacidas 
de padre ó madre españoles, ó que hayan ob-
tenido en España carta de naturaleza ó de 
vecindad, segun el art. 1. de la Constitucion 
vigente y el 17 del Código civil, sino todos 
los residentes en los dominios españoles y 
que se interesen y quieran hacer algo por el 
bien de la religion particularmente en España. 
La palabra católicos se puede tomar y se toma 
ordinariamente en dos sentidos por lo menos, 
ambos propios aunque uno más lato que otro, 
significando siempre en general los que profe-
san la religion católica. Son pues católicos en 
primer lugar todos los miembros de la socie-
dad fundada por J. C. Nuestro Señor para la 
expresamente se autoriza v. g. pedir un premio el que 
haya hecho tal obra laudable, ó el acto malo que no 
se autoriza, pero que se tolera por evitar mayores da-
ños, y por lo que se prohibe á los jueces su castigo 
que no podría urgirse sin graves daños proporcio-
nados. 
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consecucion por medios adecuados, de la felici-
dad eterna sobrenatural, y que llamamos Iglesia 
Católica Apostólica Romana. En esta sociedad 
distinguen los teólogos la parte visible ó cuer-
po de la Iglesia, al que pertenece la agrupa-
cion de hombres, la externa manifestacion de 
la fé y la participacion de los Sacramentos 
bajo la obediencia á los legítimos Pastores; y 
la parte invisible ó sea el alma de la Iglesia 
(solo visible por los movimientos del cuerpo 
de los que es principio), á la que se refieren 
los dones internos del Espiritu Santo, y espe-
cialmente las virtudes teologales fé, esperanza 
y caridad (t ). Pues prescindiendo aquí de cues-
tiones secundarias agitadas entre los teólo-
gos (2), entendemos por católicos los miem-
bros del cuerpo de la Iglesia cuales son todos 
los bautizados (3) no separados de ella por he-
rejía formal manifiesta (4), ó por cisma públi-
co con que se desconozca la autoridad legítima 
eclesiástica, ni cortados de ella por excomu-
nion nominal, ó por sentencia particular que 
(i) Cfr. v. g. Card. Bellarm. de controv. 1. 3 de 
Eccles. militante cap. 2 ad fin. 
(z) Cfr. Suar. de Fide disp. 20 cap. 9 sect. 1. 
Wirceburgens. de Eccles. n. 82-91. Mazzella de 
Eccles. etc. 
(3) Por consiguiente no los catecúmenos, segun lo 
más probable. V. Hettinger Teolog. Fundament. T. 2 
1. párr. 3. 
(4) Segun la opinion más comun no basta la ocul-
ta, aunque externa. 
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declare á uno excomulgado vitando ! t ). Por 
donde se vé que católicos en este sentido lo 
son casi todos los españoles, porque relativa-
mente son muy pocos los que hayan dado su 
nombre á sectas formalmente heréticas ó aca-
tólicas como las luteranas, calvinianas, anabap-
tistas etc., ó que mantengan con obstinacion 
y notoriedad errores formalmente heréticos con 
suficiente conocimiento de estar como tales 
condenados por la Iglesia (2); menos nume-
rosos aún serán siempre los que llamándose 
católicos, se rebelen contra la autoridad legíti-
ma eclesiástica no queriéndola reconocer por 
tal, y ménos todavia los excomulgados vitan-
dos; aunque tolerados por desgracia haya 
muchos, como son v. g. los que continúan per-
teneciendo á la masonería á sabiendas de la 
excomunion fulminada contra los afiliados á 
semejante sociedad. 
(r) La opinion corriente hoy dia es, que ni los 
excomulgados tolerados están fuera del cuerpo de la 
Iglesia, aunque no participan de las oraciones y otros 
bines espirituales comunes á los fieles, y que los vitan-
dos están fuera de la Iglesia. Tambien se admite en la 
práctica la opinion de San Alfonso que no es vitando 
de suyo, el público percusor del clérigo mientras no 
sea denunciado judicialmente V. S. Alf. Mor. L. 7 
n. 144. No es pues vitando sino el que sea nominal-
mente excomulgado y públicamente denunciado, y el 
público percusor del clérigo que sea jurídicamente 
denunciado. V. S. Alf. cit n. 141 y sig. 
(2) V. «Casus Conscientiæ his præsertim tempo-
ribus accommodati.» T. 2 cas. r desde el n. 12. 
2g - 
En sentido menos lato y simplemente cató-
licos, se dice á los que perteneciendo como los 
anteriores al cuerpo de la Iglesia, profesan en 
su totalidad, conforme á su obligacion, la doc-
trina en materia de fé y costumbres enseñada 
por la Iglesia, ya por definiciones expresas, 
ya por su ordinario magisterio en las diversas 
diócesis, y rechazando cuanto la Iglesia ó 
el S. Pontífice condena, aunque sea con cen-
sura inferior á la herética, y aunque mande 
solo rechazarla nó con la autoridad de magiste-
rio infalible ex cathedra, sino con la autoridad 
de la universal providencia eclesiástica (1), para 
proveer así á la seguridad de la doctrina cató-
lica, y ora lo mande el Papa por si, ora por 
las SS. Congregaciones Romanas, órgano de 
la S. Sede (2), ora por fin conste solo la doc-
trina católica por el sentimiento comun de los 
doctores (3). Los que obran de otro modo 
(i) V. Franzelin de traditione, the. 12 prin-
cip. VII. 
(2) Así se declara en las Letras Apostólicas de 
Pio IX. «Tuas libenter» al Arzob. de Munich Sr de 
Friburgo, y se deduce de la proposicion 22 del 
Syllabus. 
(3) Acaba de confirmar esta doctrina el S. Tribu-
nal de la Penitenciaría, mostrando de este modo á los 
confesores cómo ellos la deben aplicar en casos seme-jantes. No es doctrina definida como dogma de fé ni 
áun está expresamente definido ex cathedra, que el 
fuego infernal de que nos habla la S. Escritura, sea fue-
go real y verdadero, no solo metafórico; pero es ver-
dad ensenada como cierta por el magisterio ordin: rio 
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«faltan á su misma profesion de católicos» (1). 
Los católicos pues en este sentido son los que 
«abrazan de todo corazon todas las enseñanzas 
de la Silla Apostólica y rechazan las opiniones, 
por extendidas que estén, opuestas á los do-
cumentos de la Iglesia» (2), «los que son de 
un mismo sentir en las cosas en que la Silla 
Apostólica no deja libertad de disentir» (3) y 
por lo tanto profesan «la integridad de la ver-
dad católica que no puede en manera alguna 
subsistir con las opiniones que se allegan al 
naturalismo ó racionalismo» (4). 
Henos aquí conducidos como por la mano, 
á resolver brevemente la cuestion tantas veces 
de la Iglesia, que se manifiesta en los catecismos apro-
bados, en las predicaciones pastorales, y consta en las 
obras de los doctores teólogos, que con unanimidad 
á lo menos moral, enseñan tal doctrina por cierta en 
Teología. Esto ha bastado para que preguntada la 
S. Penitenciaría «si se podía dejar correr esta opinion 
(del fuego no real sino metafórico, imágen de las pe-
nas internas del infierno), y si al que la tiene se le 
puede dar la absolucion ..., haya respondido en  30 de 
Abril de 1890 (R. C. Mónaco P. M. en el Divin Salva-
torç 21 Mayo 1890) «que tales penitentes deben ser 
instruidos con diligencia en la doctrina cierta y que 
los pertinaces en seguir dicha opinion, no pueden ser 
absueltos»: Sacra Poenitentiaría ad prxmissa respon-
dit: hujusmodi poenitentes diligenter instruendos esse: 
et pertinaces non esse obsolvendos. » 
(1) Quanta Cura. 
(2) Leon XIII. Ene. «Inscrutabili.» 
(3) Leon XIII, ep. ad . Ep. Belg. «Ileet multa» ex-
hortando á la union de los católicos. 
(4) Leon XIII Encicl. «Immortale Dei.» 
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puesta en tela de juicio relativa al llamado 
liberalismo politico. Mentira parece que des-
pues de tantos y tan luminosos documentos 
pontificios sobre esta materia, quepa tan la-
mentable confusion corno á menudo deplora-
mos Aun entre personas cultas y letrados de 
nombradía. Que el liberalismo en general sea 
un sistema de ideas é instituciones opuesto it 
la doctrina católica y espíritu de la Iglesia, es 
evidente por la sola proposicion 8o del Sylla-
bus en que declara el Soberano Pontífice no 
poderse reconciliar corno tal, con el liberalismo. 
¿Mas.qué entiende la Iglesia por liberalismo? 
Omitiendo otras pruebas, y para abreviar no 
repitiendo demasiado, (pues este punto muchas 
veces ha sido tratado en divérsas obras de 
autores católicos conocidos), y no fijándonos 
en otros documentos anteriores; consta por la 
Encíclica Libertas, publicada precisamente con 
el fin de esclarecer materia tan grave, que el 
liberalismo es un sistema esencialmente poli-
tico, no meramente político ni meramente 
moral ó religioso, sino politico-moral y reli-
gioso ó mejor dicho irreligioso: en una palabra, 
político-racionalista. «En realidad lo mismo 
que en Filosofia pretenden los naturalistas ó 
racionalistas, pretenden en la moral y en la 
política los fautores del liberalismo» (1), el 
cual no es otra cosa por consiguiente que 
el racionalismo aplicado á la moral y á la 
(r) Enciel. Libertas. 
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política (1). Aplicado á la moral, en el individuo 
es la moral independiente de Dios, en la sociedad 
pública es el derecho, sea constitutivo sea po-
lítico ó legislativo, independiente de Dios, es 
decir irreligioso, porque irreligioso es negar á 
Dios la dependencia y sumision que se le debe; 
aplicado á la política constituye en el ciudadano 
el individualismo autónomo con sus derechos 
inalienables, en la sociedad civil la omnipoten-
cia del Estado independiente de toda autoridad 
superior con su legalidad, manifestacion de la 
voluntad general de la mayoría de los ciuda- 
danos. (2) Conforme sea mayor ó menor esta 
independencia del Estado, mayor ó menor será 
segun el S. Pontífice el grado de liberalismo ó 
sea racionalismo politico. Si se proclama su in-
dependencia absoluta del mismo derecho divino 
natural y de Dios su fuente primera, tendremos 
el t e ' grado de liberalismo pésimo, no solo he-
rético sino abiertamente impío y absurdo: viene 
luego el 2.° que confesando «que conviene so-
meterse á Dios Criador y Señor del mundo... 
audazmente rechaza las leyes que exceden la 
naturaleza comunicadas por el mismo Dios en 
puntos de dogma y de moral, ó á lo menos 
(I) Hacen mal por lo tanto, yendo contra el len-
guaje de la Iglesia, los que distinguen dos liberalis-
mos, el racionalista y el político, entiendo por éste el 
meramente político no racionalista, siendo así que no 
existe verdadero liberalismo no racionalista. 
(2) Véase tambien en el párrafo anterior al expo-
nerse el génesis del legalism° mocern• . 
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asegura que no hay por qué tomarlas en cuenta 
singularmente en las cosas públicas;» el cual 
en cuanto niega la existencia del órden sobre-
natural y el mismo origen divino de la Iglesia 
es formalmente herético; en cuanto simple-
mente proclama la no sujecion del Estado á la 
Iglesia, la separacion entre el uno y la otra, es 
error anticatólico, como consta de diversas so-
lemnes é infalibles condenaciones (i) por las 
que se define la verdad católica no solo res-
pecto á la independencia de la Iglesia, como 
sociedad perfecta con facultad legislativa judi-
cial y coactiva, sino su superioridad, por razon 
del fin, sobre el Estado, y la sumision abso-
luta de éste; y del mismo modo es error anti-
católico en los mismos documentos condenado 
y en la Encicl. Libertas, sostener las que lla-
man libertades modernas; de modo que  «no 
 es licito de ninguna manera pedir, defender, 
conceder la libertad de pensar, de escribir, de 
enseñar, ni tampoco la de cultos, como otros 
tantos derechos dados por la naturaleza al 
hombre.» En tercer lugar está el liberálismo 
que algunos llaman liberalismo católico, y po-
dría llamarse práctico como se indica más abajo, 
(i) Encicl. Quanta Cura 	  Ene. Inmortale Dei 
en donde se dice que con razon se ha comparado la 
sujecion del Estado a la Iglesia á la que tiene el cuer-
po con respecto al alma, V. S. Thom. 2-2. q. 6o art. 6 
ad 3. Suarez de Legibus L. 4 c. 9, Belarm. de. Ro-
mano Pontific. 1. 5 c. 6 art. i et alibi, el cual cita á 
S. Greg. Naz. y otros que traen la misma comparacion. 
3 
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el cual rechaza estos errores pero afirma «que 
la Iglesia debe condescender con los tiempos 
doblándose y acomodándose á lo que la mo-
derna prudencia desea en la administracion de 
los pueblos» no contentándose con que «si 
hay justas causas podrán tolerarse estas liber-
tades pero con determinada moderacion,» como 
dice el S. Pontífice, á fin de evitar mayores 
males allí donde éstos se temen de no tolerar 
aquellas, sino solo por acomodarse al espíritu 
de la época, por no formar fuera del concierto 
de otras naciones, por amor al simple progreso 
material y otros motivos que no indican ver-
dadera necesidad proporcionada al mal que se 
tolera, sino más bien amor á dichas libertades 
de perdicion (i ).—¿Y el que creyendo, que no 
hay justa causa para esa tolerancia, y que ésta 
no se puede conceder sin aquella, la pide sin 
embargo en la práctica, ó la defiende, ó la con-
cede en cuanto está de su parte?—Este no es 
(i) Este liberalismo católico que tambien podría 
llamarse práctico, porque en la práctica se há tomo 
el anterior, cual si estas libertades fueran derechos 
dados por la naturaleza al hombre, está condenado en 
la proposicion 79 del Syllabus: «Es sin duda falso que 
la libertad civil de cualquier culto y lo mismo la 
amplia facultad concedida á todos de manifestar abier-
tamente y en público cualesquiera opiniones y pensa-
mientos, conduzca á corromper más fácilmente las 
costumbres y á propagar la peste del indiferentismo.» 
Y en la 8o: «El Romano Pontífice puede y debe re-
conciliarse con el progreso, el liberalismo y la civili-
zacion moderna.» 
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en rigor liberal especulativo, aunque tal hecho 
es un pecado; pero se muestra liberal práctico, 
pues quien sin causa quiere permitir un mal, 
se reputa no aborrecer dicho mal, sino más 
bien abrazarle, aprobándole de alguna manera, 
y así quien sin causa pide la tolerancia de las 
consabidas libertades modernas, muestra no 
aborrecerlas, sino aprobarlas y abrazarlas como 
buenas.  
—^Y si juzgare que había causa justa para la 
 tolerancia, y oponiéndose á ella la autoridad 
legítima competente, insistiere sin embargo en 
pedirla?—Tambien éste se mostraria liberal. 
—Mas á quién toca juzgar de la justicia de la 
causa?—Es evidente y doctrina cierta y comun 
en Teología (t) que no pertenece juzgar auto-
ritativamente y en última instancia, sino al Ro-
mano Pontífice como juez supremo de la Mo-
ral con la que directamente se relaciona la 
solucion de este caso de conciencia, si es 
licito en tales determinadas circunstancias, 
conocidas públicamente ó expuestas por los 
mismo gobernantes y otros que las conoz-
can, sancionar la tolerancia de las libertades 
(1) V. Tarquini, Cavagnis y otros en la obra citada  
«casus consc. T. 1.0 núm. 12 y T. s. ° núm. 4; item la  
edicion de Perrone de Locis Theologicis (Barcelona  
1885) T. 1.° Brevis Tract. de Liberalismo pág. 406 
en donde se enseña en absoluto esta misma doctrina  
por mandado del Sr. Obispo de Urgel, que así lo dice 
 
en su Carta Pastoral del la de Febrero de 1890 en la 
cual llama católica esta doctrina.  
modernas; y por lo tanto no son católicos en 
el sentido estricto en que ahora hablarnos, los 
que no reconocen ó acatan la autoridad de la 
Iglesia y del Romano Pontífice en esta mate-
ria: (t) los católicos sinceros tienen obligacion 
de considerar corno ilícita la ley de tolerancia 
allí donde la S. Sede la haya declarado tal re-
probándola. Es manifiesto que si á pesar de 
eso se publica la ley de tolerancia, no se hará 
lícita por el hecho consumado de haberse pu-
blicado indebidamente, y que por ilícita habrá 
de reconocerse mientras que la autoridad legi-
tima que la reprobó, no signifique lo contrario, 
á causa v. g. de haberse mudado las circuns-
tancias. 
No hay que repetir que en nuestra pátria 
precisamente se reprobó dicha ley por el 
S. Pontífice en documento público dirigido 
al Sr. Arzobispo de Toledo para que llegase á 
conocimiento de todos (2), y que lejos de de-
clararse despues lo contrario por la S. Sede, 
se ha confirmado la misma resolucion, corno 
consta de la enseñanza constante de los 
(r) El S. Pontífice hizo uso de esta autoridad en 
España el año 1876, como es bien sabido, en Breve di-
rigido el 4 de Marzo al Card. Moreno declarando so-
lemnemente que con el art. i i de la Constitucion, 
quedan lesionados los derechos de la verdad y de la 
religion católica y se conculca contra todo derecho, 
en su parte más preciosa y principal, el concordato 
de 1851. V. Boletín Eclesiástico de Toledo de 24 de 
Marzo de 1876. 
(2) V. en el Boletín ántes citado. 
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Obispos Españoles desde aquella época. No ha 
mucho escribía el Sr. Opispo de Oviedo (t) 
«España, hoy como ayer, es un país católico; 
no hay más creyentes que Ios católicos (2) ni 
más fuerzas vivas y productivas que las cató-
licas; y en este ambiente de Catolicismo se 
ofende á Dios y se pisotea el sentimiento de la 
totalidad de los españoles, para implantar la 
tolerancia de cultos. Aun despues de los es-
tragos que esta medida ha causado en las 
creencias y en las costumbres, apenas se cuen-
tan entre nacionales y extranjeros, seis disi-
dentes por cada diez mil católicos. ¿Dónde 
está, pues, la causa para semejante tolerancia? 
En ninguna parte. La ruptura de nuestra uni-
dad religiosa fué y es un error político, un error 
religioso, un contrasentido y un crimen social; 
porque el Estado tiene el deber de profesar la 
(i) «El liberalismo intelectual y político,» Pasto-
ral 2 Dic. 1888. 
(a) Con razon dice el Sr. Obispo creyentes, porque 
los incrédulos ni pretexto tienen para hablar en favor 
de la tolerancia de cultos (puesto que ninguno admi-
ten), ni para quejarse de falta de libertad de concien-
cia por hallarse establecido el culto católico, pues con 
eso no se les obliga á hacer contra su conciencia de 
incrédulos, ya que en cuanto tales, no consideran 
malo ni bueno ningun culto, y lo más considerarán 
como inútil ó indiferente lo que manda el culto cató-
lico; pero cuántas son las cosas indiferentes en sí, que 
prescribe la misma ley civil por juzgarlas necesarias 
para el bien comun, sin que nadie se queje con jus-
ticia! 
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religion católica y la obligacion y el derecho 
de defender la unidad religiosa como una fuer-
za, como el bien sumo de sus gobernados y 
como garantía de órden y de seguridad en la 
pátria. Alterar gratuitamente esa unidad tradi-
cional es alardear de indiferentismo, lo que no 
es licito á ningun Estado, y menos entre nos-
otros, donde la única religion verdadera apa-
rece singularmente sellada con los caractéres 
de la verdad. Y en este estado de cosas los cató-
licos ejercitan un derecho y cumplen con un 
deber pidiendo, exhortando, suplicando y tra-
bajando por cuantos medios justos y honestos 
estén en sus manos, hasta conseguir un órden 
de cosas que coloque á la Religion Católica en 
el pedestal de gloria que de justicia y por gra-
titud se le debe»... «Y si no hay razones en 
nuestra pátria que abonen ni disculpen la tole-
rancia religiosa, tampoco las hay para pedir, 
defender ni para conceder sin discernimiento 
la libertad de enseñanza y la libertad de im-
prenta que son incomprensibles sin aquella 
tolerancia.» Bien conocida es la carta del Se-
ñor Arzobispo de Búrgos con sus sufragáneos, 
escrita al Sr ^ Sagasta en igual sentido; y para 
quitar toda duda acaba de escribir el Señor 
Obispo de Urgel en su Pastoral de 12 de Fe-
brero de 1890, (calificada por S. Santidad en 
carta que le dirige en 20 de Marzo como exce-
lente trabajo y carta acomodada á las presentes 
circunstancias) las notables palabras que no 
podemos menos de copiar á continuacion. «Y 
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esto que hemos inculcado siempre (que se pro-
cure desterrar las malvadas libertades moder-
nas y que el liberalismo está condenado en 
todos sus grados) continuaremos inculcándolo 
con el auxilio del Señor; porque es este el es-
píritu de la Iglesia, que lejos de juzgar conve-
niente que se permitan algunas de estas liberta-
des modernas en nuestra pátria, ha venido recla-
mando constantemente contra las mismas. Basta 
para convencerse de ello atender la actitud del 
 Episcopado que uniformemente ha levantado 
siempre su voz en son de protesta contra la 
imposicion oficial de ese vituperable derecho 
nuevo que ódia el pueblo español; cooperando 
así fielmente á los altos designios de Pio IX, 
que de un modo explicito y solemne declaró 
que con el establecimiento de las libertades 
modernas de perdicion se lesionaban los dere-
chos de la religion y de la verdad católica, y se 
abrogaba contra. todo derecho en su parte más 
preciosa y principal el concordato entre la 
S. Sede y el Gobierno. (Pio IX en su Breve al 
M. R. Arzobispo de Toledo de 4 de Marzo 
de :876). (1) 
« Y que al pensar y al obrar así lo hacemos en 
conformidad con los deseos de nuestro Santisimo 
Padre el Papa Leon XIII, os lo dimos á cono-
cer en la carta pastoral que con fecha 20 de 
Febrero de 1888 os dirigimos al regreso de 
Roma, á donde fuimos con muchos otros 
(i) Arriba mencionado. 
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Obispos para la celebracion del año Jubilar (t ). 
Sin duda recordareis todos que en la Audien-
cia particular que se dignó concedernos el Papa 
el dia 27 de Diciembre de 1887 á los Obispos 
españoles que en aquella sazon nos hallába-
mos reunidos en Roma, entre otras cosas de 
grandisima importancia, nos significó, con 
acento conmovido: que en medio de la aposta-
sia universal de las naciones, sentía un consuelo 
inefable cuando fijaba la vista en España y des-
cubría esta firme.ta inquebrantable con que soste-
nemos nuestra santa fé. Porque los españoles, 
(z) Bien se comprende que á esto no se opone, el 
que la S. Sede haya al fin pasado por la base tercera 
para el código civil, en que se prescribe el matrimo-
nio canónico para los católicos, y se permite para los 
disidentes el llamado civil (aunque en sí sea torpe 
concubinato segun ha declarado la misma S. Sede y 
recuerda en esta misma Pastoral el Sr. Obispo de 
Urgel, y aunque el casarse civilmente envuelva para 
los fieles en España segun el Sr. Obispo de Málaga, 
circular de 25 de Julio de 189o, una como implícita 
apostasía de la fé católica). 
Pero esta medida, puesta ya la hipótesis de la 
tolerancia tal como el Gobierno la entiende, y que la 
S. Sede no puede quitar, aunque la reprueba, es una 
disposicion lógica en armonía con dicha tolerancia y 
puede tenerse por menos mala. Por la misma razon 
dada la tolerancia como el Gobierno la entendía, y 
que la S. Sede no aprueba, el decreto sobre enseñan-
za que se dió el año 1885, no sola podía tenerse por 
bueno relativamente, sino quizás por el mejor dada 
aquella hipótesis reprobada, y aquella interpretacion 
de la tolerancia que no se debe admitir, como se dirá 
adelante. 
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nos decía, no sabeis, no quereis, no podeis con-
sentir jamás que arraiguen las herejias en vues-
tro suelo. Vejaciones, añadia, persecuciones, el 
destierro; todo lo arrostrais, todo lo sufris antes 
que consentir y tolerar que las herejias se implan-
ten en vuestra querida Nacion.» 
Una observacion se desprende de aquí, que 
no por óbvia, es de menos importancia, y es 
que si bien es licito y Aun puede ser muy 
laudable con las precauciones debidas formar 
parte del Gobierno (1), aunque se rija por una 
constitucion en que se consignan las leyes de 
tolerancia, y aunque todos dada su existencia 
pueden valerse de ellas para el bien, nadie 
puede sin embargo aplicarlas en general, con-
siderándolas como licitas: solo en casos parti-
culares podria no urgirse lo que pida la ley 
divina, permitiendo un mal para evitar otros 
mayores; mas nunca favorecer formalmente la 
ley de tolerancia, ni hacer otra cosa en sí 
mala. En lo cual no hay pequeña diferencia 
entre España y otras naciones donde dicha ley 
(i) Véase «casus consc.» T. I. cas. 9, sin que sea 
obstáculo para ésto, la recomendacion y mayor con-
solidamiento que pudiera resultar en favor del siste-
ma liberal hostil á la Iglesia; pues ni esa recomenda-
cion se pretende, y queda además ventajosamente 
compensada con otros bienes que los buenos católicos 
pueden procurar á la religion, tomando parte en los 
cargos públicos con las precauciones indicadas de la 
Moral. Aunque bueno es advertir que es difícil en la 
práctica tomar esas precauciones sin notable virtud. 
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por razon de las circunstancias es lícita, como 
lo fué v. g. en Bélgica al darse su Constitucion 
de 1831, poco despues de su separacion de 
Holanda. Bien se pudo entonces tomar y puede 
tomarse ahora, continuando las mismas cir-
cunstancias, como punto de partida lícito en 
el gobierno, y como pacto legítimo entre los 
diversos bandos de católicos y no católicos; y 
aunque los buenos gobernantes deberán siem-
pre favorecer en cuanto puedan sin quebran-
tar lo pactado, la religion verdadera, procuran-
do desaparezcan las circunstancias que hicieron 
necesaria la libertad ó tolerancia (1), pero 
mientras duren las circunstancias, la pueden 
aplicar en su sentido natural aprobándola 
corno licita y teniéndola por relativamente 
buena; lo cual en España no tiene lugar por 
ser distintas las circunstancias y en su virtud 
haber sido declarada ilícita dicha tolerancia 
segun hemos visto. 
Una cosa es reconocer como un hecho real 
semejante situacion, sacando de ella el bien que 
se pueda mientras subsiste, é impidiendo venga 
otra peor, y otra muy distinta reconocerla como 
un hecho lícito y aprobarla y defenderla como 
buena en España. 
Evidente es ya la respuesta á la pregunta de 
los que profesan el liberalismo político: no son 
(i) En lo cual, como era de temer con semejantes 
constituciones, ha habido descuidos deplorables segun 
el corresponsal en Bruselas del «Movimiento Católi-
co» 5 de Marzo 189o. 
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católicos, en el sentido que aquí exponemos, 
ni los del primer grado, los cuales son herejes, 
ni los del segundo, ni los del tercero, ni libe-
ral ninguno, tomada la palabra en el sentido 
eclesiástico, comunisimo tambien entre los 
escritores (y que no es dado á cualquiera mo-
dificar á su antojo); segun el cual no hay libera-
lismo que no sea politico (i) y que no partici-
pe más ó menos del racionalismo; ni en otro 
sentido pueden interpretarse las explicaciones 
catequisticas de los ministros de la Iglesia. Por 
eso causa admiracion que Aun en documentos 
gravísimos autorizados por personas letradas, 
se desconozca todavía esta patente significa-
cion; pues en uno de ellos se indica ó supone 
ser liberalismo «el sistema monárquico repre-
sentativo;» lo cual segun hemos visto (2) es 
abiertamente falso, á no ser que por sistema 
manárquico representativo no se entienda una 
forma de gobierno asi llamada, sino un sistema 
de gobierno fundado en principios heterodoxos, 
cuales serían v. g. los de la soberanía del pue-
blo, en cuanto niega el origen divino del poder 
civil por derecho natural. En otro documento 
semejante se asienta como verdad inconcusa 
que «el liberalismo que reprueba la Iglesia 
(I) En cuyo sentido han hablado los Sres Obispos 
unánimemente yen particular el actual Sr. Arzobispo 
de Búrgos y los Sres. Obispos de Calahorra, San-
tander, Plasencia, etc. etc. 
(2) Y más claramente se puede ver en !a Encíclica 
Libertas hácia el fin. 
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A. R., es aquel que no reconoce otro límite 
en el obrar del hombre que el que dicta su 
propia razon, pero no el que sirve de ban-
dera política á los partidos que se disputan el 
gobierno de una Nacion ó Estado;» como si no 
hubiera declarado la única autoridad competen-
te, que liberalismo es precisamente el sistema 
de la razon autónoma (que no reconoce otro 
límite etc.) aplicado á la política ó sea puesto 
como bandera política de cualquier partido; ó 
como si una herejía y sobre herejía, error 
crasísimo antiracional, cual es el racionalismo, 
dejara de serlo solo porque se llama político ó 
porque sirve de base política á los partidos que 
se disputan el gobierno de una Nacion ó Estado, 
ó como si pudiera llamarse liberalismo el sis-
tema meramente político ó administrativo, to-
mado por bandera de un partido cualquiera en 
la que no se inscriba principio alguno politico-
religioso. 
Por todo lo dicho se ve que no son tantos 
los católicos españoles en este segundo sentido 
como lo eran en el anterior, porque si la in-
mensa mayoría, sobre todo en los campos, 
tiene y confiesa toda la doctrina católica deteni-
da, ó no dejada libre por la Iglesia, mayoría 
que irá disminuyendo si no se opone un dique 
poderoso á la prensa corruptora que va matan-
do la fé en las almas; sin embargo hay muchos, 
entre los que aspiran á educir los pueblos con 
el periodismo, que ó proclaman las libertades 
modernas como otros tantos derechos del 
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hombre, ó á lo menos aprueban la tolerancia sin 
motivo alguno suficiente, ó no reconocen la 
autoridad de la Iglesia que á ella se opone, ó 
sostienen por ventura que la legalidad ha de 
guardarse, aunque se oponga it la ley de Dios 
y la Iglesia. No hay duda con todo que cató-
licos sinceros los hay en distintos partidos 
politicos, aunque es cierto que en aquellos par-
tidos que se propongan desenvolver un pro-
grama político realmente liberal con más ó 
menos principios de libertad ó tolerancia repro-
bada; solo se hallarán per accidens por estar de 
buena fé, ó porque sin adherirse á la idea liberal, 
ó de tolerancia ilícita ó de otra manera repro-
bada, solo presten al partido una cooperacion 
material por causas poderosas que quizá les 
asistan, y evitando el escándalo perjudicial que 
de tal cooperacion pudiera temerse. 
Por fi n en un tercer sentido puede tomar-
se la palabra católicos segun lo recuerda 
Leon XIII (1), tomándolo de San Agustin (2); 
católicos, mirando á lo que su nombre les im-
pone son los guardianes de la integridad y par-
tidarios prácticos de lo recto: catbolicos esse in-
tegrilatis custodes et recta sectantes, es decir que 
no solo profesan la integridad de la doctrina 
católica, sino que ajustan á ella su conducta 
como particulares y como ciudadanos, no 
(1) Carta á los Obispos de Irlanda i.° de Agosto 
de 1882. 
(2) De vera religione n. 9. 
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faltando á lo que se debe á la autoridad y á los 
mismos conciudadanos, trabajando por el bien 
de la religion y de la pátria, sin apartarse de la 
obediencia debida á sus Prelados respectivos y 
demás superiores y sin quebrantar la mútua 
caridad con acriminaciones injustificadas. Son 
en una palabra los buenos católicos cuales los 
desea S. Santidad en estos tiempos, sobre todo, 
ni cobardes y prudentes segun la carne, ni te-
merarios y confiados en su propio juicio opues-
to al de sus Prelados, sino prudentes segun el 
espíritu (1), «valientes y decididos en promo-
ver el bien de la Iglesia y de la sociedad» tales 
que segun escribió al Sr. Card.  Ram polla ha-
blando de los españoles (2), deseen trabajar 
unidos «en la defensa generosa y desinteresa-
da de la religion, en la adhesion sincera á la 
S. Sede y en mútua caridad sin dejarse arras-
trar de miras particulares y del espíritu .de dis-
cordia.» Tampoco son exclusivos de un solo 
partido. 
Al hablar de las reclamaciones legales de los 
católicos españoles, dicho se está que á ningu-
no se rechaza, aunque claro es tambien que 
asi como estos últimos pueden considerarse 
como cumpliendo actualmente su deber de 
ciudadanos católicos, asi aquellos que lo sean 
solo en el primer sentido, y combatan las 
(z) Encicl. Sap. 
(a) Ep. de gubernandi ratione... die zj Junii 1887, 
ap. «Acta Leonis XIII, T. a.• Brugis pág. 277.0 
e 
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instituciones católicas y traten de implantar en 
 
las leyes el espíritu más ó menos liberal ó sea 
 
politico racionalista, no son á propósito, mien-
tras no se conviertan, para concurrir á las re-
clamaciones legales que vamos á apuntar. Por 
 
eso se entienden aquí en rigor los católicos en 
 
el segundo sentido ya explicado: éstos son los 
 
que hemos visto descritos por Leon XIII en 
 
documentos antes citados (i) y á los que se re-
fiere hablando de los españoles en su Encíclica 
 
Cuna multa, no divididos en cuestiones conde-
nadas que repugnen á la religion y justicia, y en 
 
su carta al Sr. Obispo de Perigueux (2) en la 
 
que exhortando á la union de los católicos en-
seña que la «base esencial de la armonía que 
 
debe reinar entre los fieles es precisamente 
 
buscada en la sumision de todos los corazones 
 
á estas enseñanzas y en su unanimidad en 
 
observarlas (las contenidas en el Syllabus y en 
 
otros documentos de Pio IX y de Leon XIII) 
 
sin tener en cuenta las querellas que se susci-
ten sobre otros puntos particulares por encima 
 
de los cuales están otros intereses más ele-
vados.» 
Para acabar este párrafo, solo nos faltan dos 
 
palabras de explicacion sobre su título. Al ha-
blar de las reclamaciones de los católicos espa-
ñoles, entendemos las que han de hacer estos 
 
(r) Encicl. 1nscrutabili; carta a los Obispos de 
Bélgica, etc. 
(2) Dia 27 de Jul. 1884.  
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como tales; por consiguiente no como politicos 
ó partidarios de otro cualquiera sistema eco-
nómico ó administrativo. Aunque no hay duda 
que los buenos católicos en virtud de sus mis-
mos principios han de fomentar razonable-
mente el bien mismo temporal de la pátria y 
sobre todo la proteccion debida de la agricultu-
ra, de las industrias nacionales y de cuanto 
pueda contribuir al bienestar de los ciudadanos, 
conjurando así en lo posible el pavoroso pro-
blema social introducido por el sistema natu-
ralista; pero solo cumple ahora á nuestro pro-
pósito, hacer las reivindicaciones derechamente 
relacionadas con la religion católica, las cuales 
no son exclusivas de ningun partido político, 
sino de todos los amantes sinceros de la doctri-
na católica y que se encuentran segun hemos 
notado en distintas facciones políticas no opues-
tas con la religion y la justicia, separados solo 
por cuestiones temporales ó de mera conduc- 
ta (1). 
Asimismo hablando de españoles los con-
sideramos como tales decididos por consi-
guiente á procurar el bien directamente para 
la Iglesia y la sociedad en España, cooperando 
de este modo al bien universal. No se debe 
desconocer que áun como españoles podrán 
los católicos reclamar v. g. por las vias lega-
les la proteccion que debe la nacion española 
(i) Enc. Sapientiæ y carta de S. Santidad al Ar-
zobispo de Zaragoza. 
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al Papa perseguido y preso, que al fin es 
padre suyo, comun de todos los fieles. Ojalá 
merecieran los católicos españoles, unidos en 
este comun deseo de procurar así el bien ge-
neral de la Iglesia los elogios que muchos han 
merecido de S. Santidad! Veamos ya cuáles 
han de ser estas reclamaciones legales. 
IV. 
QUE RECLAMACIONES LEGALES 
POR RAZON DEL OBJETO HAN DE HACER 
LOS CATÓLICOS ESPAÑOLES. 
z.a Sobre la unidad católica. 
Antes de exponer conforme á lo que nos 
hemos propuesto (r) lo que se puede en de-
recho exigir y lo que en prudencia se puede 
inmediatamente reclamar como prescrito por 
la ley, ó á lo menos por la legalidad rectamen-
te entendida; habremos de decir cuál es la ley 
verdadera vigente en la materia y cuál es la 
legalidad. 
Fácil es demostrar que la ley positiva vi-
gente, eclesiástica y civil es la de la perfecta 
unidad católica con sus derechos propios y 
con exclusion de otro culto. En efecto; cono-
cida es la ley de 17 de Octubre de ( 851 en 
(i) Párrafo II. 
4 
(i) Y en el art. 45 del Concordato se dice: ((El 
 mismo Concordato regirá para siempre en lo sucesivo 
como ley del Estado en los propios dominios de 
España.• 
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que expresamente 'dice «Doña Isabel II etcéte-
ra. Sabed: Que en el uso de la facultad conce-
dida á mi Gobierno por la ley de 8 de Mayo 
de 1849 para proceder de acuerdo con la Santa 
Sede al arreglo general del clero y á la termi-
nacion de las cuestiones eclesiásticas, vengo en 
mandar se publique y observe como ley del 
Estado (1), el Concordato celebrado con la Santa 
Sede el 16 de Marzo y ratificado en 1.° y 23 
de Abril del corriente año, cuyo literal contexto 
es corno sigue  (Art. I.° La religion católica 
apostólica romana que con exclusion de cual-
quiera otro culto continúa siendo la única de la 
nacion española, se conservará siempre en los 
dominios de S. M. Católica con todos los de-
rechos y prerrogativas de que. debe gozar 
segun la ley de Dios y lo dispuesto por los 
sagrados cánones.» 
Consta pues que para el arreglo de materias 
eclesiásticas, obtuvo el Gobierno español de la 
Silla Apostólica y aceptó y publicó siguiendo 
todos los trámites legales, un Concordato cuyo 
artículo 1.° hemos transcrito, y que es por lo 
tanto ley dada por el Sumo Pontífice para Es-
paña en materia espiritual y eclesiástica, acep-
tada al mismo tiempo y mandada guardar por el 
Gobierno español competentemente autorizado: 
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es pues ley eclesiástica y ley civil confirma-
toria á su vez de la ley divina, que manda 
tanto á los individuos como á las sociedades 
reconozcan la dependencia que deben á su 
Autor Supremo, y el culto que por consiguiente 
le ès debido, que no es otro, segun nos consta 
por los motivos evidentes de credibilidad, mi-
lagros, profecías, autoridad de testigos mártires 
etcétera, que eI culto de la divina religion cató-
lica revelada por Nuestro Señor J. C. Ahora 
bien, es evidente que dicha ley no ha sido ni 
abrogada ni derogada en manera alguna. No 
lo ha sido ciertamente por la autoridad ecle-
siástica, ni explicita ni implícitamente, puesto 
que segun vimos en el párrafo anterior, de 
una manera enérgica y constante ha estado 
reclamando desde entonces, protestando siem-
pre que se ha ofrecido ocasion, de lo contrario. 
Tampoco lo ha sido por la potestad civil, 
por la sencilla razon de que aunque lo hubiese 
querido, no lo hubiera podido efectuar, prime-
ro por ser incompetente en materia espiritual 
y eclesiástica como es la presente, en la cual 
ningun católico desconoce que por derecho di-
vino no hay más autoridad legítima que la 
eclesiástica; segundo, porque aun en cuanto 
ley civil, ni se dió ni pudo darse sino de 
acuerdo con la autorizacion explícita ó implíci-
ta de la Iglesia. La autoridad civil no tiene por 
fin directo sino el bien comun temporal de la 
sociedad, no opuesto á la eterna felicidad, á 
que directamente tiende el poder espiritual; 
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solo pues en virtud de autorizacion de dicho 
poderr espiritual podrá ó deberá el temporal, 
mandar una cosa directamente religiosa como 
la que nos ocupa. Y si no la dió por propia 
autorizacion, menos podrá con ella sola abro-
garla ó modificarla, puesto que sería ir derecha-
mente contra la religion, y por lo mismo tam-
bien en contra de la felicidad temporal (que 
sin aquella no existe), y á la que no puede 
debidamente atender el Estado sin proteger la 
religion bajo la guía de la Santa Iglesia. Más 
aún: aunque la materia hubiera sido temporal, 
nunca se hubiera podido cambiar la ley por 
sola voluntad de una de las partes contratantes, 
sobre todo si esta por su naturaleza está indi-
rectamente subordinada en lo espiritual á la 
otra, que juzgue ser necesario para este mismo 
bien espiritual la confirmacion de la ley con-
cordada, en cuyo caso la disposicion civil debe 
ceder á la eclesiástica (t ): doctrina plenamente 
confirmada por la condenacion de las proposi-
ciones 42 y 43 del Syllabus que dicen asi res-
pectivamente: «En caso de colision entre las 
(i) Si la materia fuese en parte espiritual y en 
parte temporal como es la mixta, cae directamente 
bajo el poder espiritual, y la ley civil contraria es 
completamente nula, v. g. sobre el matrimonio, sobre 
legados piadosos y otras materias mixtas, en las cua-
les las leyes civiles ni pueden disponer cosa alguna 
en contra de las leyes canónicas, ni de otro modo que 
el por él permitido. Suar. defens. Fid. 1. 3. c. 22. 
nn. ii-;2 y véase el párrafo IV Otras reclamaciones 
al hablar de las mandas piadosas. 
i 
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eyes de una y otra potestad debe prevalecer 
1 derecho civil.» «La potestad secular tiene el 
íerecho de rescindir, declarar nulos y anular 
.in consentimiento de la Sede Apostólica y Aun 
:ontra sus mismas reclamaciones los pactos 
;olemes (por otro nombre concordatos) con-
;luidos con la Santa Sede en órden al uso de 
os derechos concernientes á la inmunidad ecle-
;iástica» y á fortiori á la misma existencia legal 
de la religion católica. No cabe ya duda en que 
a ley verdadera está contenida en el art. 1.° del 
concordato y contiene la perfecta unidad cató-
ica con sus derechos propios y con exclusion 
de otro culto. 
Pasemos á la legalidad, que importa mucho 
fijar con entera precision. Hombres sincera-
mente católicos y animados de la más recta 
intencion, han extendido demasiado el sentido 
de aquella, para manifestar así mejor y hacer 
más aborrecible la malicia de la carta constitu-
cional: otros lo han hecho para desarmar á los 
disidentes que pretendan más de lo que se les 
concede so pretexto de que no se les cumple 
lo prometido. Unos y otros habían de reflexio-
nar que bastante mala es ya en sí la Consti-
tucion inficionada de naturalismo politico (li-
beralismo); y si se la considera legalmente peor, 
se quita eficacia á las reclamaciones justas de 
los católicos que siguiendo el sentir del Sumo 
Pontífice (1), mientras no logren desaparezca 
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la legalidad hostil á la Iglesia, han de pro-
curar que sea ésta lo menos perjudicial posi-
ble, y para conseguirlo han de interpre-
tarla, en cuanto lo sufran las , palabras, en 
sentido menos opuesto á la ley: esto es lo 
que por otra parte pide toda recta interpreta-
cion de una ley contraria á otra precedente. 
Si ven los católicos con qué empeño procura 
la coalicion liberal mantener en sentido lato los 
puntos del art. t t de la Constitucion opuestos 
á la unidad católica ¿no han de moverse ellos 
á entenderse con perfecta unanimidad para 
sostenerlos con mayor razon en el sentido 
más estricto ó sea menos perjudicial? 
Para fijar bien este sentido, conviene tras-
ladar aqui las mismas palabras del art. ï I en 
que se halla prescrita la legalidad constitucio-
nal. «Art. t i . La religion católica apostólica 
romana es la del Estado. La Nacion se obliga 
á mantener el culto y sus ministros. 
Nadie será molestado en el territorio espa-
ñol por sus opiniones religiosas, ni por el ejer-
cicio de su respectivo culto, salvo el respeto 
debido á la moral cristiana. 
No se permitirán sin embargo, otras cere-
monias ni manifestaciones públicas que las de 
la religion del Estado.» 
Bien ponderadas las mismas palabras del 
texto, y atendiendo á todo el contexto, y á las 
declaraciones que entonces se hicieron solem-
nemente por el Gobierno, es preciso confesar, 
que solo se diferencia la legalidad malamente 
I 
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aqui establecida de la verdadera ley, en la to-
lerancia privada otorgada á los disidentes de la 
religion católica con tal que no sean anticris-
tianos, v. g., judíos, libre-pensadores, etc. 
En la primera parte se establece como ley ser 
la religion católica, la religion de la Nacion es-
pañola con sus derechos correspondientes: en 
la segunda la simple tolerancia privada ó sea 
reducida al recinto del templo.—No ha faltado 
quien haya significado ser la religion católica, 
la religion de la parte oficial de España, nó de 
la Nacion española; pero sin fundamento algu-
no. No negaré que en rigor técnico haya dife-
rencia entre nacion y estado, como la hay entre 
municipio y ayuntamiento; pero es indudable 
que en el uso comun seguido por el legislador 
en la constitucion, se tornan promiscuamente 
estas palabras en la misma signitication, como 
consta de los otros artículos de la misma (i ) 
por ej. el 17 en que se consigna que no po-
drán suspenderse ciertas garantías sino tempo-
ralmente, cuando así lo exija la seguridad del 
Estado, ó sea, evidentemente la Nacion. En el 
86 en que se dice deber estar autorizado el 
Gobierno por una ley para disponer de las pro-
piedades del Estado y tornar caudales á présta-
mo sobre el crédito de la Nacion, y en el 87 
que la deuda pública está bajo la salvaguardia 
(1) Así lo confiesa Alcubilla en su Diccionario de 
la Administracion española, nada sospechoso por cier-
to de antilibaralismo. 
especial de la Nacion; por fin, y más claro aún 
si cabe, el art. 3.° que declara 'estar obligado 
todo español á contribuir para los gastos del 
estado de la provincia y del municipio: lo mis-
mo significan estas palabras en el art. i i, fiel 
traslado del art. i i tambien, de la Constitucion 
del 45. «La religion de la Nacion española es 
la católica apostólica romana. El Estado se 
obliga á mantener el culto y sus ministros» (1). 
Ni cabe objetar en contra que nuestro artículo 
se encuentra en el titulo «de los españoles y 
y sus derechos» porque ni esto quita su ver-
dadera significacion á la palabra estado, ni la 
tolerancia concedida á cada uno de los ciuda-
danos autoriza á nadie para hacer algo fuera 
del templo en contra de la religion nacional, 
como luego se probará. 
No debe parecer inútil asentar bien la iden-
tidad de la significacion de la palabra Estado 
que nos ocupa, puesto que significando Nacion, 
el culto católico es culto del cuerpo de la Na-
cion, que obliga á la Nacion como tal y no 
solo á la parte oficial de ella; de donde se deri-
van consecuencias prácticas de no poca impor-
tancia. Así por ejemplo, decretado por el Sumo 
(t) En rigor técnico menos mal redactado parece 
este artículo, que el correspondiente de la Constitu-
cion vigente; porque no fue la Nacion española sino 
el Gobierno español quien despojó á la Iglesia y quien 
por consiguiente en virtud de ese despojo tiene obli-
gacion de justicia, segun luego se observará, de man-
tener el culto católico y sus ministros. 
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Pontífice á peticion del pueblo español, se res- 
tablezca como de precepto la festividad del glo- 
rioso Patriarca S. José con obligacion de oir 
misa y abstenerse de obras serviles, y manda- 
do con real decreto que así se guarde por la 
autoridad civil (1), esta fiesta obligará á la 
Nacion, del mismo modo que por leyes tam- 
bien civiles (2) obligan los demás dial festivos, 
que es dando á Dios culto público con el des- 
canso dominical (cr. Suar. de Euch. disp. 73, 
sect. 4-3), y por consiguiente no solo los 
(i) Véase el real decreto en la Gaceta de Madrid 
de 28 de Febrero de 189o. 
(2) Novísima recopilacion libro q. t. r.° ley 7 
que dice así: «Mandamiento es de Dios que el dia 
santo del Domingo sea santificado: por ende manda-
mos á t ;dos los de estos reinos.... que en el Domin-
go no labren ni hagan otras labores algunas ni ten-
gan tiendas abiertas.» 
No sé cómo en vista de ley tan clara nunca legíti-
mamente derogada, como no lo fué por el decreto y 
real Orden de 1867, segun con razon supuso el Minis-
tro de Gracia y Justicia en el Senado dia 20 de Junio 
último, afirmó dicho Sr. Ministro que en nuestra 
legislacion positiva no hay precepto alguno que auto-
rice al Gobierno para imponer ese descanso dominical. 
Pase que no haya pena establecida especialmente en 
el código penal. pero hay ley obligatoria, y toda ley es 
coactiva si ha de ser eficaz. Por eso áun en el código 
actual que no está en armonía con el artículo 11 cons-
titucional, se pudieran castigar como faltas, ya que no 
como delitos, las infracciones de este precepto que son 
perturbadoras del órden público, y por lo menos se 
podían castigar gubernativamente: (art.  25) como faltas 
de policía pública. El quitar la sancion penal de una 
ley civil, no es quitar la obligacion civil. 
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ministros ú oficiales del Estado deberán abste-
nerse de hacer actos positivos contrarios á ese 
precepto, como seria ejercer públicamente ofi-
cios serviles, tener abiertas públicamente las 
tiendas que manda la Iglesia estén cerradas, y 
otros por el estilo; porque lo contrario seria con-
tra el culto público de la Nacion, que se dá á Dios 
con el descanso dominical ya dicho. El mismo 
órden público exige que no se vaya en contra 
de lo guardado por el cuerpo de la Nacion. No 
falta nàcion europea que á pesar de conceder 
la libertad de cultos, exige como necesario al 
órden público la observancia del dia festivo 
para el Estado. Y lo que se dice del dia de 
fiesta con que la Nacion como tal, da á Dios el 
culto que le debe, ha de entenderse de cual-
quiera otro precepto divino ó eclesiástico con-
tra los cuales á nadie será permitido ejecutar en 
público, acto positivo, contrario. 
Que en este artículo I I se entienda la reli-
gion católica con todos sus derechos correspon-
dientes, se muestra con solo observar que la 
Constitucion la proclama tal como es en si, y 
no otra, por consiguiente tal como la reveló al 
mundo nuestro divino Salvador, es decir, como 
sociedad religiosa perfecta, con su triple potes-
tad legislativa, ejecutiva y judicial, pudiendo 
aplicar contra los rebeldes graves penas áun 
temporales corporales; independiente del Esta-
do por lo mismo que su fin es espiritual inde-
pendiente, y áun superior; como única posee-
dora de la verdadera revelacion, que proclama 
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falsa toda otra secta contraria; con derecho de 
propagarse por todo el mundo sin que se le 
pueda poner obstáculo, y sin que para ningun 
cristiano en parte alguna deba decirse extranjera 
lo autoridad de la cabeza visible de esa misma 
Iglesia, que es el Romano Pontifice; con dere-
cho especialmente de predicar y defender do-
quiera su doctrina dada por Dios mismo, de 
modo que toda traba contra esta divina pre-
rrogativa será una verdadera tiranía; con todos 
sus derechos en fin establecidos por Dios y los 
sagrados cánones, como dice el articulo con-
cordado. Esta religion así tomada deberá ser 
guia del Estado en sus operaciones públicas 
como lo debe ser del individuo en sus acciones 
privadas: ella deberá ser la norma á que mire 
en su legislacion para no extralimitarse. 
Tal es la fuerza de la expresion religion del Es-
tado como lo han confesado los mayores estadis-
tas: conocido es el motivo por que Napoleon I, 
cuando el cardenal Consalvi le presentó el texto 
del Concordato, (t 8o t) á las palabras religion del 
Estado sustituyó de su puño aquellas otras cato-
licismo, religion de la mayoria de los franceses. 
declarando él mismo que á haber aceptado la 
primera fórmula, se hubiera visto obligado á 
modificar no pocas leyes de la Francia moderna 
y Aun á despedir á muchos empleados hetero-
doxos; y en la sentencia del Trib. S. de Nápo-
les de 29 de Junio de i 871 se dice: «declarada 
la religion Católica la sola religion del Estado, 
la ley de la religion aceptada por éste, forma 
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parte de su derecho público.» Una sola obliga-
cion no reconoce el Estado en este artículo, 
necesaria por la misma naturaleza de las cosas, 
y es la de no conceder la tolerancia religiosa. 
De ella pasarnos á hablar, no sin advertir an-
tes la inexactitud de aquellas palabras: «La Na-
cion se obliga á mantener el culto y sus minis-
tros.» Pudieran significar estas palabras que 
el Estado, no por justicia, sino espontánea-
mente, reconociendo su obligacion religiosa 
de proteger la Iglesia necesitada, proclama la  . 
obligacion de mantener el culto y sus minis-
tros, en lugar de los fieles que ya no los man-
tienen del modo aptísimm usado por muchos 
siglos en España; cuando es patente, y bien 
claro se indica en el mismo Concordato desde 
el articulo 35 al 43, que solo como indemni-
zacion ó exigua restitucion de los bienes arre-
batados injustamente á la Iglesia, se señalan 
ahora las dotaciones del culto y clero. Conve-
nientísimo es repetir para que no se olvide, el 
origen y calidad de estas asignaciones: no son 
como las de cualquiera otro empleado, no son 
ni áun los donativos con que la virtud de la 
religion manda contribuir al sostenimiento de 
los sagrados ministros que la enseñan, sino 
como restitucion debida de rigurosa justicia, 
representativa, corta como es, de los cuantio-
sos bienes eclesiásticos áun beneficiales; por 
eso se consideran como tales, las asignaciones 
dadas á los beneficiados; por eso gozan de igual 
prerrogativa, sin que sea lícito ni mermarlos 
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ni gravarlos con contribucion, á lo menos 
antes que lleguen á ser adquiridos de hecho 
por los asignatarios, contribucion que ni estos 
mismos pueden pagar bajo ningun pretexto ó 
color de subsidio, donativo, etc., sin licencia 
legítima de su superior gerárquico, que segun 
los Cánones es la Santa Sede (1); y solo des-
pues de adquiridos y hechos suyos dichos bie-
nes, podrán disponer de ellos conforme á su' 
conciencia y siguiendo las leyes canónicas (2). 
Dijimos arriba que la legalidad constitucio-
nal no se opone á la ley verdadera, sino en 
que concede la tolerancia privada de las sectas 
y opiniones no anticristianas. Se deduce que 
es simple tolerancia y no libertad, por las pa-
labras nadie será molestado... La libertad reco-
noce un bien cuya propagacion y práctica libre 
se autoriza, solo se castiga el mal, y no pu-
diendo siempre impedirse éste sin menoscabo 
de bienes mayores, se tolera, no se castiga. 
La Constitucion pues, aunque sin razon sufi-
ciente como arriba se probó, supone que no 
puede impedirse dentro del templo el ejercicio 
de un culto heterodoxo ni la manifestacion de 
opiniones (mejor diría, ideas) religiosas contra- 
(i) Véase v. g. el cap. clericos tit. 23 de inmuni-
tale Eccles. in 6.° Suarez defens. fid. I. q, c. 23 etc. y 
tambien más abajo cuando hablemos de la Inmunidad 
en la reclamacion cuarta. 
(a) El art. 36 del Concordato indica más bien que 
se podrá hacer aumento en las dotaciones cuando las 
circunstancias lo permitan. 
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rias á los dogmas católicos sin causar mayores 
males, y no lo castiga: que ésto significa no 
molestar á los que profesan allí privadamente 
dichas ideas. Deja el Estado de cumplir la 
obligacion rigurosa que incumbe al Gobierno 
de una nacion que como la española, ha abra-
zado socialmente la religion católica, única 
verdadera, por ser la única sellada con los 
caracteres de verdad que son los motivos evi-
dentes de credibilidad, de defender esa religion 
y de impedir y castigar Aun si es menester 
con la última pena (1), los actos externos 
contrarios á dicha religion como se ha practi-
cado siempre en los siglos de fé (2). Pero 
(i) Véase Sto. Tomás 2-2. a q. <i, art. 3. Suar. de 
fide disp. 20-23 y otros. 
(2) Castigar á los herejes por su crimen espiritual 
de herejía con penas corporales, toca en primer lugar 
á los pastores de la Iglesia, principalmente al S. Pon-
tífice, y en segundo lugar á los príncipes de las na-
ciones cristianas como protectores de la Iglesia, segun 
la determinacion de la misma; pero castigarlos por 
su crimen politico social, pues tal es y dañosísimo á 
la sociedad ó nacion oficialmente católica, pertenece 
á los príncipes civiles, como guardianes del órden pú-
blico á que se opone tan grave delito social. Declarar 
las doctrinas heterodoxas, solo pertenece á la Iglesia, 
lo mismo que decidir con autoridad auténtica quién 
es ó nó hereje, aunque declarada una doctrina heré-
tica. se podría con sola autoridad privada afirmar y 
probar el hecho de ,haberla profesado ó no tal persona 
determinada. Juzgar de semejantes delitos como de 
las materias mixtas en general, pertenece directamen-
te á los tribunales eclesiásticos. El príncipe católico 
nada puede mandar contrario al fin espiritual de la 
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nótense las limitaciones de esta tolerancia: no 
se extiende sino á las opiniones y cultos que 
guarden el debido respeto á la moral cristiana, 
la cual aunque en rigor no es sino la única 
verdadera que es la católica, sin embargo 
ampliamente interpretada se extiende á todos 
los cultos que se proclaman cristianos, no como 
es evidente á los no cristianos y menos á 
los anticristianos, Llámense judáicos, budistas, 
mahometanos, láicos, ó como se quiera. 
Ni tampoco se extiende más allá del recinto 
del templo propiamente dicho: asi lo manifies-
tan las últimas palabras no se permitirán (o sea 
no se tolerarán) otras ceremonias ó manifesta-
ciones públicas que las de la religion del Esta-
do. Para satisfacer los compromisos de la po-
lítica, ya que no las exigencias de la sociedad 
y de la religion, juzgó el Gobierno que basta-
ba la tolerancia del culto dentro del templo. 
No pequeño mal es por cierto el escándalo 
constante de ver erigido altar contra altar en la 
católica España, templo contra templo, ofre-
ciendo de esta manera ocasion de dudas á los 
débiles, de curiosidad peligrosa á los incautos, 
y peligro de perversion en la fé y costumbres 
á muchísimos, y de la pérdida de la paz en el 
Iglesia; pero tampoco puede prohibir lo que á éste se 
opone, por autoridad propia: lo hace sí justamente O 
por tácita concesion de la Iglesia que invoca cl auxi-
lio del brazo secular, ó en cuanto perturbe la paz de 
la nacion cristiana. Véase Suárez de Légibus 1. 3, 
C. n . 
-64— 
interior de la conciencia y en el seno de la 
misma familia; no es pequeño mal dejar sin 
castigo uno de los mayores crímenes cual es 
la herejía, y con tal descuido dar ocasion á 
que el mal de la indiferencia religiosa, veneno 
de las almas, aumente y se arraigue, en vez de 
extirparlo completamente con el castigo . de 
los rebeldes, provechoso á estos mismos segun 
la doctrina de los doctores y santos padres, 
especialmente San Ambrosio (i) y San Agus-
tin (2); pero al fin es mal menor que si eso 
se permitiera en público y pudiera fuera del 
templo manifestarse de cualquiera manera lo 
que allí ocultamente pasa y se tolera. Toda 
(i) De Fid. 1, 3.°, véase d' lturriaga sul sistema 
della toleranza. 
(2) S. Ag. en su carta ad Vincentium inserta en 
el Derecho caus. 23, q. 6, c. 3 y citada por Sto. To-
más 2. 2, q. io, art. 8, ad. 1, en donde aquel gran 
doctor, confiesa que estaba en un error cuando pen-
saba que todos (aun aquellos que habían ya abrazado 
la fé y por lo mismo estaban próximamente obligados 
á profesarla), habían de ser movidos con palabras, no 
compelidos con la fuerza y el terror: «hoc primitus 
mea sententia erat neminem ad unitatem Christi esse 
cugendum, verbo esse agendum, disputatione pu-
gnandum. Sed hæc opinio mea non contradicentium 
verbis sed demonstrantium superatur exemplis. Le—
gum enim terror ita profuit, ut multi dicant: gratias 
Domino qui vincula nostra disrupit», y en la car-
ta 5o al conde Bonifacio: «cur cum datum sit homini 
liberum arbitrium, adulteria legibus puniantur, et 
sacrilegia permittantur. ¿An levius 'est fidem non 
servare animan Deo, quam feminam viro? 
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manifestacion pública del culto, segun el artí-
culo constitucional, queda prohibida, y por lo 
tanto la de cualquiera idea religiosa manifes-
tativa de ese culto; puesto que no puede exis-
tir culto á que no pertenezca la nocion ó idea 
del objeto del culto, de la obligacion de pres-
tarle conforme al mandamiento divino etc.: 
luego la tolerancia ó no castigo de que se ha 
hablado poco antes, en favor de los disiden-
tes, no puede referirse sino á la que no es pú-
blica, á la contenida en el local interior del 
templo. No se castigará á uno por ser disi-
dente aunque sea conocido como tal, mientras 
tanto que no manifieste fuera del templo su 
culto ó la idea de su culto. Terminantemente 
lo tiene así declarado el mismo Gobierno que 
dió la Constitucion, y en conformidad á cuya 
declaracion se votó la  ley constitucional y no 
de otra manera: conforme pues á esa declara-
cion debe entenderse el precepto constitucional. 
Consúltese la R. O. de 23 de Octubre de 1876, 
firmada por el Sr. Cánovas del Castillo, la 
cual despues de recordar la declaracion que se 
hizo ante las Córtes sobre la inteligencia que 
debía darse á la palabra ceremonias y manifes-
taciones públicas, y de exponer la significacion 
segun el mismo diccionario de la lengua, de 
dichas palabras, dice asi: «De aquí parte el 
Gobierno para creer con tinta buena fé como 
firmeza, que todo aquello que manifieste en ó 
sobre la via pública, las opiniones, creencias ó 
ideas religiosas de las sectas disidentes, ó dé á 
5 
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conocer en la misma forma los actos relativos 
á su respectivo culto, debe prohibirse, y no 
puede ser autorizado ó tolerado por las autori-
dades encargadas de guardar la Constitucion 
del Estado» y poco despues añade: «  de 
manera que todo aquello que directamente y 
en la exterioridad de la vía pública sea contra-
rio á la religion católica apostólica romana; 
debe proscribirse, bien se ejecute por actos 
personales, ó por emblemas, letreros, anuncios 
y otros signos» y más abajo «ni unos ni otros 
(Gobernadores ó Alcaldes) deben ni pueden 
olvidar que la inviolabilidad constitucional del 
templo solo garantiza los actos, ritos y ceremo-
nias puramente religiosos» (i ). En virtud pues 
de dicho precepto constitucional y de su autén-
tica declaracion, es punible por las autoridades 
hablar en público de los cultos disidentes, 
imprimir y vender obras litúrgicas de las sectas, 
extender biblias protestantes. 
Ateniéndonos solo á este artículo de la Cons-
titucion, (de los otros relativos á la libertad de 
imprenta hablaremos más abajo), no pueden las 
autoridades tolerar el hecho que con frecuen-
cia deploramos, de la propaganda heterodoxa. 
(i) Lo que luego dice de los templos católicos en 
que se corneta algun delito castigado en el código 
penal, y de la inspeccion del Gobierno sobre ellos 
equiparándolos á los disidentes, claro es que no puede 
conciliarse con la naturaleza del templo católico que 
es cosa sagrada, siempre inviolable de suyo á toda 
autoridad temporal. 
R^_ ^,^. . 
^^^^  . 
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Mas de esto conviene hablar detenidamente 
aparte. Ahora solo nos queda preguntar si será 
oportuno reclamar inmediatamente la ejecu-
cion de la ley sobre la unidad católica. 
Yo no haré ni me toca otra cosa, sino apuntar 
la respuesta general que se desprende de las en-
señanzas Pontificias. Es evidente que pedir sea 
modificada la misma letra del articulo constitu-
cional, seria casi inútil en estas circunstancias en 
que por la falta de union entre los católicos, 
de tan poca influencia política gozan éstos sobre 
todo en las Cámaras legislativas, en donde por 
consiguiente áun en caso de revisarse la Cons-
titucion, nada podrían conseguir. Tampoco es 
de esperar que cualquier gobierno inficionado 
del racionalismo politico (liberalismo), haya de 
cumplir exactamente la ley verdadera del Con-
cordato, olvidada la legalidad constitucional en 
la parte favorable á los disidentes; pero no por 
eso han de callar los católicos. Deben mante-
ner levantada la bandera de todos sus derechos, 
y si no los pueden recabar todos, trabajando 
con union y constancia algo conseguirán, sobre 
todo de los gobiernos que desean mostrarse en 
mejores relaciones con la Iglesia. Conseguirán 
v. g. que las disposiciones ulteriores de la 
autoridad no sean opuestas al espíritu y letra 
de la misma legalidad constitucional, como lo 
seria el permitir las manifestaciones públicas 
antes indicadas de los cultos heterodoxos, los 
entierros públicos ó con carácter religioso, de los 
no católicos, las predicaciones en la via pública 
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ó los impresos que las propagan de cualquie-
ra manera; conseguirán por lo menos, que no 
se trate en la práctica del mismo modo á la 
Iglesia y á las sectas disidentes. 
Tal es la conducta que han de guardar siem-
pre los católicos segun el Sumo Pontífice: no han 
de callar sobre los derechos que no esperan ob-
tener, sino proclarnarlos muy alto; han de tra-
bajar por lograr lo más fácil para llegar luego 
á lo más dificil; «han de esforzarse para que el 
Estado tome aquel carácter y forma cristiana» 
que nos describe la Enciclica Immortale Dei; 
han de recordar cada dia más y más los «pre- 
a ceptos de cristiana sabiduría para en un todo 
conformar con ellos la vida, costumbres é ins-
titucion de los pueblos» (1); pues «ceder el 
puesto al enemigo ó callar cuando de todas 
partes se levanta incesante clamoreo para opri-
mir á la verdad, propio es ó de hombres co-
bardes ó de quien duda estar en posesion de las 
verdades que profesa; deben abierta y constan-
temente profesar la religion católica y propa-
garla cada uno segun sus fuerzas, no dejando 
de hacer frente al descubierto á la impiedad 
fuerte y pujante, por temor de que la lucha 
exaspera los ánimos de los enemigos.» Los que 
así juzgan, añade S. Santidad «no se sabrá 
decir si están en favor de la Iglesia ó en contra 
de ella, pues, si bien dicen que son católicos, 
querrían que la Iglesia dejara que se propagasen 
(t) Enc. Sapientiæ. 
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impunemente ciertas maneras de opinar de 
que ella disiente. Llevan los tales á mal la 
ruina de la fé y la corrupcion de las costumbres; 
pero nada trabajan para poner remedio, antes 
con su excesiva indulgencia y disimulo perju-
dicial acrecientan no pocas veces el mal. Esos 
mismos no quieren que nadie ponga en duda 
su afecto á la Santa Sede; pero nunca les faltan 
pretextos para indignarse contra el Sumo Pon-
tífice. La prudencia de esos tales la califica el 
Apóstol San Pablo de sabiduría de la carne y 
muerte del alma, porque ni está ni puede estar 
sujeta á la ley de Dios (Rom., VIII, 6. 7). Y 
en verdad que no hay cosa menos conducente 
para disimular los viales. Porque los enemigos, 
segun que muchos de ellos confiesan pública-
mente y áun se glorian de ello, se han pro-
puesto á todo trance destruir hasta los cimien-
tos, si fuese posible, de la religion católica, que 
es la única verdadera. Con tal intento, no 
hay nada á que no se atrevan, porque conocen 
bien que cuanto más se amedrente el valor de 
los buenos, tanto más desembarazado hallarán 
el camino para sus perversos designios». 
2. a Sobre la propaganda religiosa. 
Este es sin duda uno de los puntos que más 
importa dilucidar bien, para conocer qué es lo 
que se puede exigir, conforme á ley, de los 
poderes públicos. Mientras de hecho se ponga 
obstáculo á la propagacion de la doctrina católica 
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al mismo tiempo que se dá rienda suelta á la 
propaganda heterodoxa, ó aunque sea libre la 
predicacion evangélica y la propaganda del bien, 
lo sea tambien la difusion del mal; España lo 
propio que las demás naciones irá cada vez per-
diendo más su carácter cristiano, y sus hijos 
perdida la fé que daba firmeza á sus conviccio-
nes, energía á sus voluntades, decision en sus 
resoluciones, constancia en llevarlas á cabo; se 
irán convirtiendo, faltos de la verdad católica, en 
hombres sin carácter, sin ideas fijas, sin obedien-
cia, sin abnegacion. Es moralmente imposible 
que con la licencia de pervertir los ánimos y co-
rromper los corazones, autorizada con la propa-
ganda heterodoxa, no sucumban en la lucha inu-
merables fieles y acaben por abandonar el don 
más preciado de esta vida, la fé, y sobre todo la 
fé que se manifiesta con obras de caridad. ¿Cómo 
es posible que oyendo constantemente á un ami-
go (como es p. e. el periódico para el suscritor) 
que un dia y otro dia y en todos los tonos, ya 
halagando las pasiones, ya despertando los 
apetitos, ora con sofismas ocultos, ora con 
exhortaciones calurosas, le persuade una idea, 
no acabe por aceptarla al fin como propia? y 
si la idea es anticatólica como suele serlo, por 
desgracia, acabe por hacerse anticatólico? Por 
eso todo lo sacrificaría la revolucion antes de 
lo que ella llama la libertad de la prensa, por-
que así está segura de ir minando poco á poco 
las bases de la sociedad y apagando en mu-
chísimas almas la lumbre de la fé. Sabido es 
— 7! — 
lo que el judío Cremieux decía en favor de sus 
correligionarios que tan grande parte tienen en 
la misma revolucion universal: «El dinero, 
decía, es nada; nada la consideracion ó despre-
cio; la prensa es todo: siendo nuestra, el resto 
lo será tambien.» ¡Y pensar que los españo-
les, olvidados de sus deberes están contribu-
yendo con su dinero al sostenimiento de la 
mala prensa á pesar de conocer sus estragos, y 
que en gran parte los pueden remediar con 
sus enérgicas reclamaciones legales, penetrán-
dose bien del sentido de la ley y de la legali-
dad en este punto, y no lo hacen! (1 ) 
En rigor bastaría lo dicho sobre la unidad 
católica, para deducir que á la Iglesia y solo á la 
Iglesia es permitida la propaganda religiosa, 
porque siendo la religion católica con todos 
sus derechos la religion del Estado, y siendo 
derecho divino de aquella, el extenderse y ha-
cer los prosélitos que pueda, predicando su 
doctrina á toda criatura (2), (ya que es nece-
saria para la salvacion eterna) y el de oponer-
se á que nadie la combata ó contradiga por 
lo mismo que es la única religion verdadera; 
es evidente que el Estado, reconociendo esos 
(i) Sobre la obligacion de no cooperar á la difu-
sion de los malos periódicos y cómo se ha de cumplir, 
véase casus... T. i. c. 5. 
(a) Conforme al divino mandato contenido en las 
palabras que refiere San Marcos, c. 16-15, •euntes in 
mundum universum prædicate Evangel¡um omni 
creaturæ.» 
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derechos, debe no solo abstenerse de impedir 
el proselitismo y predicacion de la verdad, sino 
que ha de procurar defenderla é impedir todo 
ataque en contrario  toda propaganda hete-
rodoxa. Por eso es lógica enteramente la ley 
concordada vigente en la materia. 
Declarada la religion católica con todos sus 
derechos, única de la nacion española en el ar-
ticulo I.°, prosigue el Concordato. Art. 2.° «En 
su consecuencia  Art. 3.° Tampoco se 
pondrá impedimento alguno á dichos prelados 
ni á los demás sagrados ministros en el ejerci-
cio de sus funciones, ni los molestará nadie 
bajo ningun pretexto en cuanto se refiera al 
cumplimiento de los deberes de su cargo; 
 an-
tes bien cuidarán todas las autoridades del Rei-
no de guardarles y de que se les guarde el 
respeto y consideracion debidos segun los di-
vinos preceptos, y de que no se haga cosa 
alguna que pueda causarles desdoro ó menos-
precio. S. M. y su Real Gobierno dispensarán 
asimismo su poderoso patrocinio y apoyo á los 
Obispos en los casos que le pidan, principal-
mente cuando hayan de oponerse á la maligni-
dad de los hombres que intenten pervertir los 
ánimos de los fieles y corromper sus costum-
bres ó cuando hubiere de impedirse la publica-
cion, introduccion ó circulacion de libros malos 
y nocivos.» 
El ejercicio de las funciones de que habla el 
articulo significa, segun la fuerza de la misma 
palabra funcion, el desempéño de las facultades 
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ó sea de la autoridad de los Prelados y demás 
sagrados ministros; la cual es ó de órden v. g. la 
administracion de los Sacramentos, ó de juris-
diccion como p. e. juzgar las causas eclesiásti-
cas, enviar predicadores del Evangelio, ó de 
oficio, como predicar, enseñar etc. 
Este articulo por lo expuesto antes (t) es ley 
eclesiástica y civil en la materia; por lo probado 
tambien antes (2), no ha sido derogada legíti-
mamente: luego es la que debe observarse por 
todos. La legalidad constitucional no se opone 
A ella ni en el art. t t ni en otro alguno. El i t 
más bien la confirma, puesto que reconoce la 
religion católica tal cual es, única verdadera 
con todos sus derechos divinos y canónicos, 
como religion propia de la Nacion que el Esta-
do se obliga á proteger (3). Por consiguiente 
toda ley orgánica ó secundaria aunque se llame 
p. e. ley electoral, toda disposicion legal, toda 
jurisprudencia establecida por suficiente núme-
ro de sentencias, que coarte esta libertad om-
nímoda de la Iglesia á propagarse y predicar 
su doctrina; es una disposicion opuesta á la ley 
fundamental de la Nacion y por lo mismo 
Aun civilmente nula (hablando jurídicamente) 
aunque se supusiera, lo que no es verdad, 
que no se oponia á la ley divina y eclesiástica 
ti) En el párrafo anterior y hablando del t.°' artí-
culo del Ccncordato. 
(2) Ibid. 
(3) Así lo reconoce la misma R. O. arriba mencio-
nada de 23 de Oct. de 1876. 
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sancionada en el art. 3.° del Concordato. Por 
lo mismo es juridicamente nula Aun civilmente, 
en virtud de este artículo toda autorizacion de 
propaganda heterodoxa, fuera del templo cuan- 
do menos, no solo porque la religion del Esta- 
do la reprueba abiertamente como perjudicial á 
la fé y costumbres, sino porque la simple tole- 
rancia otorgada en este art. t t á los disidentes, 
no implica concesion alguna de propaganda. 
Asi lo declaró el Sr. Martin Herrera, Ministro 
de Gracia y Justicia en nombre del Gobierno 
contestando al Sr. Romero Ortiz cuando se 
discutió la Constitucion de 1876, diciendo que 
no se concedía libertad sino tolerancia y que no 
se permitiría la propaganda anticatólica ni se 
consentiría fuese atacada la religion católica (1). 
A estas declaraciones del Gobierno alude sin 
duda la repetida R. O. de 23 de Octubre 
(i) A lo menos fuera del templo segun antes se 
dijo; aunque bien pudiera entenderse la prohibicion 
de todo proselitismo en cualquiera parte contra la re-
ligion católica del Estado, puesto que en naciones 
cuya religion oficial no es la católica, se prohibe el pro-
selitismo contra aquella, aunque se toleren todos los 
cultos Tal es p. e. en Grecia que en el art. 1.° de su 
Constitucion de 1864 dice: Quedan prohibidos el pro-
selitismo • y sin embargo allí mismo se concedía la 
tolerancia religiosa. Estas declaraciones del Gobierno 
español constan en los periódicos de la época v. gr. el 
Consultor de los Párrocos de 7 de Mayo de 1876. Y 
quizás tampoco se opone á esta última observacion el 
que se permita la libertad de reunion en el templo 
segun el art. 13 de la Constitucion en que más ade-
lante nos ocuparemos. 
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de :,876, manifestando la obligacion de acomo-
darse á ellas muy justamente, puesto que con-
forme á ellas fué votada la constitucion. A las 
mismas se refieren tambien los Prelados de la 
Provincia Eclesiástica de Valladolid que en su 
exposicion en contra del proyecto de ley de 
Instruccion Pública del Sr. Conde de Toreno 
afirman (t 878) que «los mismos sostenedores 
de la tolerancia legal hicieron entonces (al dis-
cutirse la Constitucion) las más terminantes 
declaraciones de que no se•otorgaba otra cosa á 
los no católicos que no ser molestados por sus 
opiniones religiosas ni por el ejercicio de su 
culto con tal que lo practicasen sin manifesta-
ciones exteriores» (1): así se probó más arriba 
al mostrarse quedaba prohibida toda manifes-
tacion pública heterodoxa, y se saca de la na-
turaleza misma del mal, el cual se telera cuando 
existe y donde existe, mas no se autoriza su 
difusion. 
Así por fin han entendido la tolerancia en 
contraposicion á la libertad de la religion cató-
lica oficial otras naciones. Sin ir más lejos en 
(i) Probablemente los legisladores de 1876 quisie-
ron ir hasta donde fueron (y no más allá, los de 1856 
en su Constitucion votada, no promulgada, en que 
dicen así al final del art. 14. « pero ningun español 
ni extranjero podrá ser perseguido por sus opiniones 
ó creencias religiosas, mientras no las manifieste por 
actos públicos contrarios á la religion,» como son 
todos los de propaganda anticatólica verificados fuera 
del templo, por lo menos en público. 
p;ir+,rt 
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diversos Estados de Italia regidos por la Cons-
titucion de 1848 en que se declara ser la cató-
lica la religion del Estado y se toleran otros 
cultos disidentes, varias veces declararon los 
tribunales públicos quedar por lo mismo prohi-
bida toda propaganda por medio de escritos, 
discursos ó cualquiera otra manera. 
En la decision de 28 de Mayo y 18 de Junio 
de 185o y en 15 de Marzo de 1858 en la colec-
cion Bettini, el Tribunal Supremo Subalpi-
no (La corte di cassazione) apenas inaugurado 
alli el régimen constitucional declaraba «que 
áun aquel que sin escarnio ó desprecio á los 
dogmas de la religion del Estado publicaba, 
doctrinas contrarias á los mismos, cala bajo la 
sancion del art. 16 del edicto sobre la prensa; 
que para constituir el delito de ataque á la re-
ligion del Estado la ley no exigía la burla ó el 
desprecio sino que bastaban las manifestacio-
nes de principios contrarios á la misma religion: 
que la tolerancia de cultos admitida por el Estado, 
no podia confundirse con la libertad de propa-
ganda y de enseñanza pública contrarias á la 
religion del Estado y que por consiguiente 
quien defendía por medio de la prensa un nuevo 
culto ó enseñaba doctrinas contrarias á la reli-
gion del estado, cometía delito en el sentido de la 
ley de imprenta.» Y el Tribunal Supremo Tos-
cano bajo el imperio de la Constitucion del 48 
declaró en sentencia de 26 de Marzo de 1850 
que cede la ley de profesion de cultos no era 
lícito deducir la facultad de imprimir libros ó de 
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publicar obras que interesaban la religion pro-
clamada sola dominante del Estado» (1). Re-
párase cómo se confiesa que combatir Aun sin 
escarnio ó desprecio la religion, es propaganda 
prohibida porque es manifestacion contraria á 
la misma religion: por consiguiente todo dis-. 
curso público en cualquiera reunion ó local 
fuera del templo, en el ateneo, en el teatro, en 
el club, cae bajo la prohibicion de la propagan-
da heterodoxa, y pueden legalmente los católi-
cos reclamar del Gobierno contra ellas. 
Pero se objetará: cuando se declaró en las 
Cortes que no se permitiría la propaganda he-
terodoxa, no se prohibió toda discusion en la 
esfera de la ciencia y de la teoría.--Así es ver-
dad, y así parece confirmarlo alguna sentencia 
del Tribunal Supremo corno la de ii de Julio 
de 1888 dada contra un periódico por escar-
nio á la religion católica, en su considerando 
primero; pero es evidente que ésto no se pue-
de entender de modo que se oponga á las 
declaraciones anteriores citadas y sobre todo á 
la misma letra de la Constitucion, porque no se 
puede presumir que el legislador se contradiga 
(t) Pueden verse estas y otras declaraciones á 
nuestro propósito en la obrita de D. Bartolomé Ricci 
Il proselitismo delle sette heterodosse in Italia e il 
primo articolo dello statuto; se cita en particular una 
sentencia del Tribunal Supremo de Nápoles, ya en 1871 
cuando había cundido el espíritu heterodoxo, que fa-
vorece la explicacion dada á la palabra religion del 
Estado. 
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á si mismo, ó que una ley exista en oposi-
cion con la fundamental, ó que los tribunales 
con tal oposicion la apliquen (t). Solo pues 
será permitida esa discusion científica (si se 
refiere á los dogmas religiosos) cuando no sea 
lo mismo que propaganda heterodoxa. En Es-
paña, donde por confesion del mismo Go-
bierno (2) la casi unanimidad de los ciudada-
nos profesa la religion católica, solo se 
verificará en  un caso admitido por los teó-
logos: á saber, cuando no poniéndose en 
duda, ni mostrándose impugnar de veras los 
dogmas católicos sobre fé y costumbres (pues 
si tal se mostrara, sería manifestacion prohibi-
da por la Iglesia, y el Estado segun lo ya 
dicho), se discuten las doctrinas católicas á 
fin de confirmarlas, aclararlas, mostrar sus 
relaciones entre sí y con otras verdades, ilus-
trando de este modo á los fieles para que se 
(r) El Tribunal Supremo se funda tambien en el 
código penal de 1S7o el cual no corresponde á la Cons-
titucion de 1876; lo cual quita su valor á la declaracion 
del Tribunal. Apenas publicada la Constitucion libre-
cultista del 69 se juzgó necesario reformar el código 
penal en armonía con aquella; ¿cómo se tolera que 
despues de la constitucion del 76 con su religion na-
cional se siga aplicando en este punto el mismo C. P.? 
Acabamos de ver sin embargo en el discurso de 
apertura de los tribunales, reconocida por el Sr. Vi-
llaverde, Ministro de GraciaJusticia, la necesidad é 
insinuado el proyecto, de reformar el código penal en 
este punto. 
(2) R. O. de 23 de Oct. 1876 cit. 
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formen juicios bien definidos, razonablemente 
fundados y por ende estables sobre las mis-
mas verdades que ya admiten movidos de la 
autoridad divina: así se discuten tambien en 
las aulas católicas. Más: si se tratára de una 
nacion no unida aún á la Iglesia verdadera ni 
iluminada por la fé, bien podrían discutirse 
los motivos de credibilidad de la Iglesia verda-
dera y los mismos dogmas, para remover los 
obstáculos que se opusiéran á que todos se 
adhiriesen á la doctrina católica; en cuyo caso 
convendría que los católicos refutasen los 
errores contrarios é hiciéran ver á todos los 
fundamentos de evidente credibilidad, guar-
dando siempre lo prescrito por la Iglesia, sobre 
todo acerca de las disputas públicas con los 
herejes; pero es patente que nuestra Nacion 
no se halla en tales circunstancias, y que por 
consiguiente no pueden los católicos menos 
de reclamar contra semejante discusion no 
confirmativa sino inquisitiva y dubitativa: solo 
mostrar en público dudas serias sobre las ver-
dades de la religion del Estado, única verdade-
ra, es un verdadero ataque contra la misma, 
prohibido por la misma Constitucion al abra-
zar la Religion tal cual es, como religion del 
Estado. 
¿No se opondrá álo dicho, tanto el art. 13 
de la Constitucion en que se establece la liber-
tad de hablar y escribir, como el la en que se 
autoriza la libertad de enseñanza?—De ninguna 
manera: la facultad de «emitir libremente sus 
— So — 
ideas y opiniones ya de palabra ya por escrito, 
valiéndose de la imprenta ó de otro procedi-
miento semejante sin sujecion á la censura 
prévia» de que habla el art. 13, se entiende 
coartada por el art. 14 en que se dice que «las 
leyes declararan las reglas que armonicen este 
derecho con los de la Nacion y los atributos 
esenciales del poder público;» es decir, que no 
puede entenderse sino conforme á las leyes. 
Ahora bien, queda probado que la ley consti-
tucional se opone á la difusion del error hete-
rodoxo y á la impugnacion de la verdad católica; 
es igualmente manifiesto que toda ley poste-
rior á la Constitucion, no ha de estar en opo-
sicion con la misma si ha de ser obligatoria: 
de donde se sigue que la facultad de emitir 
sus ideas no puede extenderse á las ideas con-
trarias á la religion del Estado, sino á las 
demás; á las políticas, económicas, administra-
tivas ó de ciencias ó artes; áun á las religiosas 
no definidas aún, ó que la Iglesia deja libres 
segun enseña el reinante Pontífice Leon XIII en 
su admirable Encíclica Libertas (1). Asi se ha 
(z) Aun de este modo coartada tiene no pequeños 
inconvenientes la libertad de imprenta, que no es me-
nester ponderar aquí: dada la fragilidad humana, y 
la ignorancia de los más, mayores serán los males que 
los bienes que produzca. De todos modos ya se sabe 
Llue esta disposicion de la autoridad civil no puede en 
nada alterar la ley canónica acerca de la censura ecle-
siástica. Disputan los AA. si en las circunstancias del 
periodismo actual, obliga la censura eclesiástica que 
raras veces podrá ser eficaz v rápida como lo exilen 
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entendido teórica y prácticamente en otras na-
ciones. En la Constitucion Piamontesa de 1848 
dada por Carlos Alberto hay un artículo, 
el 28, semejante al de nuestra Constitucion 
que dice: «La imprenta será libre; pero la ley 
reprimirá los abusos:» y con todo eso, por es-
tablecerse en la misma Constitucion que la 
religion católica es la del Estado y que solo 
se toleran ciertas sectas disidentes, se dieron 
las sentencias y declaraciones judiciales que 
antes indicamos, prohibitivas de todo discurso 
ó impreso dirigido contra la verdad católica. 
Nuestra misma ley de imprenta de 1879 aun-
que deficiente, así lo entendió tambien cuando 
en el título 3.° de los delitos, art. 16 se dice 
textualmente que «constituye delito de im-
prenta: 1.° Atacar directamente (i) ó ridiculi-
zar los dogmas de la religion del Estado, el 
las necesidades de la lucha cotidiana. No parece se 
pueda negar que obligando hoy como obliga de suyo, 
á lo menos en cuanto á los artículos religiosos y mo-
rales, y siendo posible tenerse debidamente en muchas 
ocasiones, se deba en éstas exigir con eficacia la cen-
sura eclesiástica. Pero convendría que fuese siempre 
concienzuda é inteligente á fin de evitar el mal efecto 
que producen las inexactitudes ó errores de una pu-
blicacion hecha con el v. b. del censor eclesiástico, 
como lo hemos notado algunas veces. 
(i) Claro es que segun declaraciones anteriores, 
esta palabra debe entenderse en el sentido de prohi-
bir todo ataque propiamente dicho, cual es todo el 
que la Iglesia, única competente en la materia, juzga 




culto ó los ministros de la misma ó la moral 
cristiana; (que es la católica de que allí se va 
hablando). 2.° Hacer befa ó escarnio de cual-
quiera otra que tenga prosélitos en España» 
en donde no se castiga como se ve el ataque 
Aun directo á las sectas disidentes, sino solo á 
la religion del Estado. Que si otra ley poste-
rior (1882) no califica de delito el ataque á la 
religion católica, sino cuando va acompañada 
de escarnio y befa, lo mismo que si se tratara 
de otra religion falsa, eso á lo más manifestará 
el descuido y apatía de los católicos que casi 
sin lucha van perdiendo tanto terreno, dejando 
sin eficaz defensa lo que más estiman, que es 
la religion. ¿Cómo tolerar que se les compare 
en esta parte enteramente á los herejes é im-
píos, aplicándoseles el mismo código penal 
hecho en consonancia con la Constitucion libre-
cultista del 69 y en abierta oposicion de la del 
76 derogativa de aquella segun repetidas decla-
raciones legales? (1) En esto sí que han de 
levantar la voz todos los católicos españoles 
y clamar y exigir que se reprima con mano 
fuerte, esa libertad de corromper las almas que 
va envuelta en la de emitir sus opiniones tal 
como de hecho se vé tolerada, aunque segun 
hemos visto, es abiertamente ilegal por ser 
opuesta á la misma Constitucion. Ni tampoco 
se puede decir autorizada por el código penal 
(i; Véase la nota arriba puesta acerca de esta ano-
malía, y el proyecto de reformar el Código. 
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reformado en 187o, aunque se le suponga en 
esta parte legal. Ya hemos advertido que quitar 
la sancion penal de una ley, no es quitar la 
ley; ni la modificacion de la pena es modifica-
cion del precepto legal. Por eso convienen los 
doctores teólogos y canonistas que aunque la 
Bula «Apostolicæ Sedis» v. g. ha limitado 
muchas censuras 1. s., no ha limitado ó des-
truido las prescripciones cuya transgresion esta-
ba castigada con las censuras abrogadas; por 
eso se sostiene justamente que dura la obliga-
cion civil de nuestras leyes contra la blasfe-
mia (1), contra la profanacion del dia festivo, 
y contra la propaganda, aunque haya sido 
modificada, y en parte anulada, la pena en el 
código penal de 187o. No podemos pues 
menos de desear que todos los católicos á una 
se esfuercen en mantener íntegros todos sus 
derechos conformes á la ley, y áun á la legali-
dad constituida aunque no siempre practicada; 
que con toda energía se opongan á la licencia 
corruptora, que con amargas lágrimas deploran 
todos los buenos, de Ix prensa, del teatro, de 
la tribuna, de la cátedra, en una palabra de la 
propaganda anticatólica. 
Se dirá que el artículo 12 de la Constitucion 
en que se autoriza la libertad de enseñanza, es 
legal, y que se opone á lo asentado hasta aquí. 
En dos palabras se puede responder que la fa-
cultad concedida en ese artículo no es sino la 
(t) Casus... T. t. cas. 9. n. 4. 
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que se ejerza «con arreglo á las leyes y que 
una ley especial determinará los deberes de los 
profesores y las reglas á que ha de someterse 
la enseñanza en los establecimientos de instruc-
cion pública costeados por el Estado, las pro-
vincias ó los pueblos,» y es evidente que esas 
leyes y esa ley especial no pueden ser contra-
rias á la religion del Estado, ni al mismo art. t t 
de la Constitucion analizado antes, el cual de 
ninguna manera autoriza la propaganda anti-
católica, que es lo mismo que no autorizar tam-
poco la enseñanza igualmente anticatólica que 
es medio eficacísimo de propaganda. Recuérde-
se lo que apoyados no solamente sobre la letra 
de la Constitucion sino en las declaraciones 
del Gobierno expusieron los RR. Prelados con 
ccasion de la proyectada ley del Conde de 
Toreno: rebatiendo la idea de que la tolerancia 
de la escuela heterodoxa fuese consecuencia de 
la tolerancia legal de cultos en España, escri-
bian los Prelados de la provincia eclesiástica de 
Valladolid: «Cuando esa tolerancia se estable-
ció como ley, á pesar de las reclamaciones de 
todos los Prelados, no se dió por resuelta la cues-
tion de enseñanga en el sentido de libertad, y de 
concesiones á los disidentes que ahora se inten-
ta adoptar; antes bien los mismos sostenedores 
de la tolerancia legal hicieron entonces las más 
terminantes declaraciones de que no se otorga-
ba otra cosa á los no católicos que el no ser 
molestados por sus opiniones religiosas, ni por el 
ejercicio de su culto, con tal que lo practicasen 
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sin manifestaciones exteriores. De aqui á con-
cederles facultad de establecer escuelas que 
hayan de ser consideradas legales y Aun en cier-
to modo privilegiadas, bien se ve que hay una 
diferencia inmensa. Esto no puede menos de 
alarmar al Episcopado y mucho más cuando 
es constante que en este tiempo de condescen-
dencias y tolerancias, el error y el mal van 
gradualmente ganando terreno, del derecho 
constituyente al constituido, y de las Consti-
tuciones á las leyes orgánicas y decretos regla-
ment arios.» 
—Pero fundar escuelas en que se dé enseñan-
za variada es derecho de ciudadanía...? y pue-
de suceder segun la Constitucion que el ciuda-
dano no sea católico ? 
—Es verdad; pero esto en nada se opone á lo 
demostrado anteriormente como aparecerá me-
jor del punto siguiente. 
3." Sobre la libertad de enseñanza. 
A pesar de la importancia de este punto que 
es capital como que «de la educacion de la 
juventud, pende casi exclusivamente tanto el 
bienestar como la ruina de la república» (1), 
poco nos detendremos en él, principalmente 
por haberse dilucido en el primer congreso 
(r) Ab aeducatione juventutis totius propemodurn 
Reipublicae turn salus turn pernicies dependct.--Conc_ 
Colon. apud. Colect. Lacens. Item Platon. lib. 6.° de 
legibus. 
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católico nacional y Aun propuesto en particular 
para el segundo (1). Pero dada la índole de 
este trabajo (2) no parece se pueda dejar de in-
dicar siquiera la ley y la legalidad en la materia, 
con tanta mayor razon cuanto que de lo dicho 
ya se puede más facilmente sacar en rigurosa . 
consecuencia. 
Por libertad de enseñanza entienden los ca-
tólicos y los filósofos cristianos, la facultad de 
fundar y dirigir escuelas (sin autorizacion ofi-
cial y particular del Gobierno), en que enseñar 
libremente la verdad, única (en oposicion al 
error) que tiene derecho á difundirse. «No 
puede en efecto caber la Menor duda, dice el 
S. Pontífice Leon XIII, de que solo la verdad 
debe llenar el entendimiento porque en ella 
está el bien de las naturalezas inteligentes y su 
fin y perfeccion de modo que la enseñanza no 
puede ser sino de verdades tanto para los que 
ignoran como para los que ya saben  Por 
donde se vé cuánto repugna á la razon esta 
libertad de que tratamos (la de enseñarlo todo 
aunque sea error religioso ó social) y cómo ha 
nacido para pervertir radicalmente los entendi-
mientos al pretender serle lícito enseñarlo todo 
segun su capricho: licencia que nunca puede 
conceder al público la autoridad del Estado sin 
(i) Además de que muchos AA. han tratado este 
punto como son los Filósofos morales Costa-Rosetti, 
Vander Aa etc. y otros doctores citados por el autor 
de casus consc. T. r.° cas. 9. 
(2) V. párrafo I y II. 
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infraccion de sus deberes.» Doctrina en un 
todo conforme á la recta razon y á otros do-
cumentos anteriores de los SS. Pontífices en 
que se declara la doctrina católica (1). 
Que la Iglesia posea por derecho propio esta 
libertad católica de enseñanza se saca de su 
misma naturaleza. «A la Iglesia como deposi-
taria de la verdad revelada hizo Dios en 
punto de fé partícipe del magisterio divino, 
y con beneficio tambien divino,, libre de error 
por lo cual es la más alta y segura maestra de 
los mortales y en ella reside el derecho invio-
lable á la libertad de enseñar» (2). 
En virtud de esta libertad puede la Iglesia 
por derecho divino fundar escuelas, en que en-
señar directamente lo relativo á la fé y costum-
bres, de donde se deduce la facultad exclusiva 
é independiente de dirigir los Seminarios, en 
que se enseñan las ciencias eclesiásticas y se 
exponen las otras del modo que más conviene 
para la formacion del clero encomendada á la 
exclusiva competencia de la Iglesia (3), que 
sabe lo que conviene á los que han de formar 
parte de la milicia sagrada; razon porque se 
halla condenada en el Syllabus la proposicion 
46 que dice: «Aun en los mismos seminarios 
(i) V. g. Syllabus proposiciones 45 á la 48; Enc. 
Inmortale Dei et passim. 
(2) Encicl. Libertas. 
(3) Véase la carta Encíclica del S. Pont. Leon XIII 
á los Obispos de Prusia 1886. 
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del Clero depende de la autoridad civil el ór-
den de los estudios.» 
En virtud del mismo derecho divino de 
conservar la doctrina católica, tiene obligacion 
y exclusivo derecho la Santa Iglesia de inter-
venir por medio de sus Prelados y minist; os 
en todas las escuelas cristianas, sean públicas 
sean privadas, ya de clases superiores ya de in-
feriores y primeras letras. Consta en particular 
de las proposiciones del Syllabus antes citadas 
que importa recordar aquí: «Todo el régimen 
de las escuelas públicas en donde se forma la 
juventud de algun Estado cristiano, á excep-
cion en algu.ios puntos de los Seminarios epis-
copales, puede y debe ser de la autoridad 
civil; y de tal manera puede y debe ser de ella, 
que en ninguna otra autoridad se reconozca el 
derecho de inmiscuirse en la disciplina de las 
escuelas, en el régimen de los estudios, en la 
colacion de los grados, ni en la eleccion y 
aprobacion de los maestros.» «La óptim? 
constitucion de la Sociedad civil exige que las 
escuelas populares concurridas de los niños de 
cualquiera clase del pueblo, y en general los 
institutos públicos destinados á la enseñanza 
de las letras y á otros estudios superiores y á 
la educacion de la juventud, esten exentos de 
toda autoridad, accion moderadora é ingeren-
cia de la Iglesia; y que se sometan al pleno 
arbitrio de la autoridad civil y política al gusto 
de los gobernantes, y segun la norma de las 
opiniones corrientes del siglo.» «Los católicos 
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pueden aprobar aquella forma de educar á la 
juventud que esté separada y disociada de la 
fé católica y de la potestad de la Iglesia, y mire 
solamente á la ciencia de las cosas naturales, 
y de•un modo exclusivo ó por lo menos pri-
mario á los fines de la vida civil y terrena.» 
Conforme á esta doctrina de derecho divino 
está redactada la ley eclesiástica y civil espa-
ñola contenida en el articulo 2.° del Concor-
dato en que despues de reconocida la Iglesia 
con todos sus derechos como única religion del 
Estado, se dice: «Articulo 2.° En su consecuen-
cia la instruccion en las universidades, cole-
gios, seminarios y escuelas públicas ó privadas 
de cualquiera clase será en todo conforme á la 
doctrina de la misma religion católica, y á este 
fin no se pondrá impedimento alguno á los 
Obispos y demás prelados diocesanos encar-
gados por su ministerio de velar sobre la pu-
reza de la doctrina de la fé y de las costum-
bres y de la educacion religiosa de la juven-
tud en el ejercicio de este cargo Aun en las 
escuelas públicas.» 
Aparece pues con toda evidencia que no 
solo la Iglesia puede enseñar por si ó por otros 
la verdad católica, sino que por ley tambien 
del Reino deben sus Prelados exigir que la en-
señanza sea católica en todas las escuelas de 
cualquiera clase con libertad completa para ha-
cer efectivos sus derechos (I): lo que no se 
(c) Pio IX dando cuenta al Sacro Colegio de Car-
denales del Concordato celebrado con España dice así 
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consenguirá si el Gobierno no hace cumplir in-
mediatamente lo que el Prelado exija en punto 
a remover los libios de texto, ó los profesores 
que se opongan á la doctrina católica, á ense-
ñar la religion etc. Bueno es á este propósito 
recordar lo que el Centro Católico aleman que 
tantas victorias ha logado por su energía y 
valor, ha propuesto últimamente en una pro-
posicion relativa á la enseñanza religiosa en las 
escuelas primarias, que proporcionalmente debe 
aplicarse á los demás colegios é institutos: 
«i .° No podrán ser llamados á las funciones de 
maestros de instruccion primaria, sino las per-
sonas contra cuyos nombramientos no tenga 
nada que exponer la autoridad eclesiástica bajo 
el punto de vista religioso. Si despues de los 
nombramientos se suscitáran dificultades, el 
profesor será privado del derecho de dar ense-
ñanza religiosa. 2.° La autoridad eclesiástica es 
la única autorizada para designar los individuos 
encargados de la direccion de la enseñanza 
religiosa en las diferentes escuelas primarias. 
3.° La persona del Clero encargada de la di-
reccion de la enseñanza religiosa podrá, si le 
en la Alocucion quibus luctuosissimis de i; de Se-
tiembre de i85 c que a los Obispos y demás Prelados 
que en virtud de su ministerio deben velar con todas 
sus fuerzas por defender y propagar la pureza de la 
doctrina católica...; jamás se les poma el más leve obs-
táculo en que puedan vigilar diligentemente y ejercer 
con libertad las demás funciones de su cargo pastoral 
en las escuelas públicas. 
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parece, dar el curso de religion conformán-
dose con el programa de enseñanza de la es-
cuela, ó bien asistir al curso de religion del 
profesor, corregirle y dar al mismo instruccio-
nes, con las que éste deberá conformarse. 
4.0 La autoridad religiosa designará los libros 
que han de emplearse para el curso de la re-
ligion y determinará el modo y plan de ense-
ñanza.» 
Hemos dicho que conforme á este artículo 
del Concordato toda la enseñanza ha de ser 
católica en todas las escuelas de España; luego 
mientras esa ley- eclesiástica y civil no se 
derogue, son ilegítimas é ilegales todas las 
escuelas no católicas, puesto que evidentemente 
de ninguna manera se pueden decir en la ins-
truccion conformes á la doctrina de la religion 
católica; con mayor razon lo serán las antica-
tólicas y anticristianas, las neutras ó latcales, 
que en la práctica serán siempre anticristia-
nas (i), y Aun ateas (2), debiendo por lo tanto 
(i) Por aquello de que «qui non est mecum con-
tra me est.» 
(2) Prescindir por completo de la religion ante 
los niños, no enseñársela ni con la palabra ni con el 
ejemplo, equivale á despreciarla y negarla ante ellos. 
Bien lo significa Leon XIII cuando dice en su Encí-
clica Nobilissima Gallorum. «Separar las unas de la 
otra (es decir, las artes de la educacion religiosa), en 
realidad es lo mismo que querer que los tiernos niños 
no se inclinen á ninguna parte acerca de los deberes 
que tienen para con Dios: esta enseñanza es falaz y 
— 
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reclamar enérgicamente los católicos contra 
toda tolerancia práctica de mal tan funesto, 
peste de las almas, y ruina de la pátria. 
—¿Pero es cierto que no ha sido derogada 
la ley sobredicha?—Léjos de eso por lo varias 
veces expuesto en los puntos anteriores, ha 
sido plenamente confirmada por el artículo i r 
constitucional, cuya primera parte abraza la 
religion católica con todos sus derechos (entre 
los que está el antes expresado), como religion 
del Estado; y cuya segunda parte concede 
mera tolerancia de culto privado que no salga 
del local del templo. La escuela ni es parte 
del templo ni tiene de él dependencia alguna. 
Oficialmente queda declarado (por lo que po-
demos omitir otras pruebas), en la R. O. tantas 
veces citada en que al final se pone la regla 
cuarta que dice: «Las escuelas dedicadas á la 
enseñanza funcionarán con independencia de 
los templos, sea cualquiera el culto á que 
éstos pertenezcan y se considerarán separadas 
de ellos para todos los efectos legales;» y 
poco antes había declarado que no se puede 
al arbitrio de cualquiera convertir la escuela 
en templo ni considerarla como parte de él.—
Por lo menos ¿será opuesto el artículo 12 con 
su libertad de enseñanza?—Ya hemos demos-
trado que debiendo ésta ser conforme á las 
perniciosísima en la tierna edad de los niños y así en 
realidad se les afianza en la senda del ateismo y se 
les cierra la puerta de la Religion.» 
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leyes, no solo no puede ser contraria á la 
anteriormente expuesta, sino que debe ajus-
tarse á ella enteramente si ha de tener fuerza 
legal. Lo único que podría con apariencia de 
verdad objetarse, es lo que se indicó al final 
del punto precedente; que siendo esta libertad 
derecho de todo ciudadano español y pudién-
dose dar el caso de que uno sea ciudadano 
heterodoxo, bien podría entonces fundar éste 
escuelas heterodoxas.—Si consideramos esta 
materia en la mera especulacion, parece efec-
tivamente conforme á este artículo, y á ciertas 
palabras de la R. O. citada, el conceder que 
Aun los heterodoxos siendo ciudadanos españo-
les, puedan fundar escuelas que podrian llamar-
se heterodoxas por ser heterodoxos los funda-
dores; mas como todas las escuelas han de 
sujetarse á las leyes del Reino segun el mismo 
articulo, y por consiguiente conforme á ellas, 
han de depender en cuanto á lo religioso y 
moral de la Iglesia católica, han de estar suje-
tas á su inspeccion y vigilancia, y los profe-
sores han de dar la instruccion conforme á la 
doctrina de la religion católica; es moralmente 
imposible en la práctica que los profesores 
heterodoxos cumplan todos estos requisitos de 
la ley, y por lo tanto en la práctica no pueden 
ser considerados con capacidad legal para la 
enseñanza en las escuelas, porque un heterodo-
xo en la práctica no dará enseñanza ortodoxa, 
no regentará escuela conforme á la doctrina ca-
tólica. Bien lo comprendió el mismo Gobierno, 
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cuando discutiéndose el código fundamental 
de 1876 declaró (lo hizo el ministro de G. y J. y 
el Presidente de la Comision constitucional) 
que «los cargos del profesorado en las escue-
las públicas desde el momento en que se 
declaraba religion oficial del Estado la católica 
apostólica romana, no podían concederse á 
personas que no profesáran dicha religion, 
porque podían imbuir los hijos de familia 
máximas que no desearían sus padres, que 
pagan la enseñanza y confían en que al man-
darlos á las escuelas del Estado han de recibir 
buena doctrina;» por la misma razon habién-
dose declarado que fuera del templo no es 
lícita la propaganda heterodoxa, y que la escue-
la no es templo, los cargos del profesorado en 
ésta no podían concederse á personas hetero- 
doxas porque podían hacer (y en la práctica lo 
harían) propaganda heterodoxa (i) y así con 
todo derecho exigen los católicos se aparte de 
las escuelas, institutos y universidades á tales 
profesores heterodoxos. 
Si la Iglesia por derecho divino positivo tiene 
facultad exclusiva de enseñar y procurar se 
(r) Todos echarán de ver que este raciocinio se 
aplica con idéntico valor á todos los cargos públicos. 
Debiendo el Estado ser católico en todas sus leyes, 
su política, sus tribunales, todos sus oficios públicos; 
claro es que no responderá á esta exigencia de la 
religion nacional, el que no la profese, porque podía 
practicar (y de hecho practicaría) actos contrarios 3 
la religion católica del Estado. 
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enseñe la doctrina católica sobre fé y costum-
bres; por derecho natural y humano puede libre-
mente fundar y dirigir escuelas ó encargarse de 
las ya fundadas y encomendadas á su cuidado, en 
las que se enseñen todas las ciencias humanas 
sin que al explicarlas se afirme nada contrario 
á la doctrina católica. Esta es facultad de todos 
los ciudadanos, que por derecho natural no ne-
cesitan de la autorizacion oficial del Estado 
para la enseñanza. Ésta, como parte de la edu-
cacion, compite exclusivamente á los padres 
de familia, que es anterior á la sociedad civil, 
y á los demás á quienes deleguen sus veces los 
padres de familia: en la juventud, acabada la 
parte principal de la educacion, la facultad de 
enseñar susodicha, es propia tambien de los 
particulares como que se funda en el derecho 
personal de perfeccionarse á si mismo y de 
perfeccionar á los otros en la esfera de las 
relaciones individuales del hombre como tal, 
no precisamente como ciudadano y menos 
como funcionario ú oficial público: es por 
consiguiente el derecho de la enseñanza ante-
rior de suyo á la institucion de la sociedad 
civil, de la que por lo mismo ha de recibir 
como los demás derechos, proteccion y ampa-
ro, no precisamente la existencia. Esta libertad 
de enseñanza sin permiso especial del Gobier-
no, moderada con leyes oportunas que eviten 
el perjuicio de los demás (cual pudiera á veces 
acontecer, si se aumentara un número exce-
sivo de escuelas sobre las ya anteriormente 
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fundadas) y que provean á la conservacion del 
órden público y de la higiene y otros efectos 
civiles, es la que sostienen los católicos y Aun 
muchos liberales, y está reconocida en la 
misma Constitucion española vigente en el 
artículo t 2 antes citado. «Cada cual es libre 
de elegir su profesion y de aprenderla como 
mejor le parezca. Todo español podrá fundar 
y sostener establecimientos de instruccion 6 
de educacion con arreglo á las leyes. Al Estado 
corresponde expedir los títulos profesiona-
les (i) y establecer las condiciones de los que 
pretendan obtenerlos y la forma en que han 
de probar su aptitud (2). 
Abiertamente opuesto á esta doctrina de la 
sana filosofía y á esta legalidad constitucional. 
es el monopolio del Estado docente, en virtud 
(i) Debe entenderse en cuanto á sus efectos civi-
les. El título propiamente académico ó de aptitud 
científica, pertenece de derecho á la escuela ó cuerpo 
docente, porque no es sino complemento de la ense-
ñanza. Véanse Jansens de facultate docendi; Costa-
Rosetti y otros filósofos antes citados. 
(21 Ni esta aptitud ni aquellas condiciones exigen 
precisamente la aprobacion de cursos en las escuelas 
del Estado, fuera de las cuales pueden aquellas obte-
nerse mejores. bastando ó el  examen imparcial aun-
que concienzudo, de todos los aspirantes á oficios pú-
blicos, ó el de la informacion verídica de los cuerpos 
docentes en que haya hecho sus cursos el candidato. 
Digna es de consultarse sobre la libertad científica 
de la enseñanza en cuanto á los profesores y escuelas 
sobre todo la reciente ley de Bélgica Abr. 1890 sobre 
instruccion pública. V. Etudes... mes de Mayo 1890. 
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del cual solo éste, abre y regenta escuelas por 
si ó por sus empleados y obliga á todos con 
evidente violacion del derecho paterno é indi-
vidual, it que las frecuenten para la validez de 
los cursos académicos. No se le niega al Esta-
do que pueda abrir escuelas como pueden 
otros particulares, y que aún deba, faltando 
la iniciativa privada, fundarlas y ofrecerlas 
para bien del público (I); pero si el que prohi-
ba fundarse otras escuelas privadas indepen-
dientes, ó que prohiba las particulares, ó las 
fuerce á que se sujeten á las del Estado, por 
razon de los programas de los exámenes y 
demás condiciones impuestas; de donde resul-
ta que las escuelas privadas pierden sin esta 
validez académica de los cursos, complemento 
natural de la enseñanza, toda la independen-
cia y libertad que les concede el derecho na-
tural (2). Más repugnante aún es el que se 
(i) Justamente lo reconocen los teólogos del Con-
cilio Vaticano en su schema capit. XV nota 47. 
(2) Ni debe decirse sólo contra cl derecho natural 
el obligar á frecuentar las escuelas del Estado, sobre 
todo cuando no se dá en ellas la educacion cristiana 
que tienen derecho á esperar los padres de familia si-
quiera porque la pagan con esa intencion, sino tam-
bien el obligar á que se frecuenten cualesquiera 
escuelas determinadas: los padres de familia son los 
encargados de dar la educacion de sus hijos conforme 
â su condicion, la que no exige precisamente taló cual 
escuela determinada, ni áun dar en rigor enseñanza 
científica propiamente dicha á lo menos ordinaria-
mente. V. casus... T. 2 sect. 2 cas. 2. 
7 
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autorice á cualquiera profesor oficial á que 
 
imponiendo su programa á las escuelas priva-
vadas, no se tenga ya solo el monopolio del 
 
Estado, sino tantos monopolios cuantos son 
 
los profesores de las escuelas oficiales; con 
 
cuyo régimen ni puede haber competencia 
posible que estimule al adelanto progresivo en 
las ciencias y métodos de enseñanza, ni po-
drán nunca formarse hombres de ideas sólidas 
con base verdaderamente científica para estu-
dios ulteriores (t ); para los cuales lejos de pre-
parar inutiliza tantas veces, á lo menos en Es-
paña, el monopolio de cada profesor con sus 
 
programas inverosímiles.  
Una de las cosas que más urge obtener para  
bien de la religion y de la pátria, es esta libertad 
cristiana de la enseñanza autorizada en nues-
tra misma ley fundamental aunque abandona-
da por otras disposiciones legales secundarias, 
que el descuido de los católicos ha desgracia-
damente tolerado,'bien que nulas por su oposi-
cion á la dicha ley: la misma del 57 debe 
(I) No es de nuestra incumbencia señalar los 
 
vicios radicales de que adolece'áun en su parte verda-
deramente científica literaria nuestra 1. P. oficial  
vigente, ni probar que no es posible con ella formar  
hombres verdaderamente sabios, pero ni áun ciudada-
nos probos dignos de nuestra querida pátria: v. juicio  
crítico sobre la educacion antigua y moderna por el 
 
P. Pablo Hernandez; cours de pedagogic por Wafe-
laert y el Sr. Polo y Aleyrolon en sus artículos puntos 
negros que á primera vista se ofrecen en la enseñanza  
oficial española.  
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considerarse derogada por la Constitucion en 
lo que á ella se opone segun el derecho. 
Nótese para acabar este punto, cómo tambien 
aquí es el liberalismo, lo mismo que en todas 
las materias en general, el sistema diametral-
mente opuesto á lo que pide la recta razon 
iluminada por la fé. La libertad de enseñanza 
cristiana autoriza á todos, (los que son capaces 
de ello) sin necesidad dé otra licencia oficial, 
para enseñar la verdad y solo la verdad, con su-
jecion siempre á la Iglesia infalible depositaria de 
la divina revelacion; la libertad liberal no auto-
riza á nadie sino á los empleados del Estado, á 
que puedan académicamente en escuelas abier-
tas por El, y fuerza á todos directa ó indirecta-
mente se sujeten al monopolio de la escuela 
oficial, y si hablamos de España, no solo á la es-
cuela oficial, sino á un profesor cualquiera en lo 
que hace á su asignatura de la escuela oficial; 
y una vez sujeto todo á la omnipotencia del 
Estado docente, concede éste contra todo de-
recho divino y humano, que sus profesores so 
pretexto de la libertad de la ciencia, puedan en-
señar lo mismo la verdad que el error religio-
so y social sin independencia alguna de la 
Sta. Iglesia; es decir que obliga á todos, á que 
reciban el veneno que quiera propinarles á 
mansalva el profesor oficial. Esto es verdade-
ramente insufrible. Algo comenzó á conceder-
se al derecho de los padres y Aun de todos los 
españoles por el decreto famoso del Sr. Pi-
dal (1885); pero no pudieron sufrir ese asomo 
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de libertad cristiana los partidarios de la liber-
tad liberal. No era perfecto en sí aquel decreto 
puesto que suponía legítima la tolerancia reli-
giosa, y legal la libertad de la enseñezanza 
heterodoxa, lo que es falso segun hemos visto; 
pero fué un paso agigantado hácia la verdade-
ra libertad. 
4.a Sobre la inmunidad eclesiástica. 
No hablarémos aquí de la libertad é inde-
pendencia de la Iglesia en las cosas espiritua-
les, porque esto no es propiamente lo que se 
entiende por inmunidad eclesiástica, y por otra 
parte es evidentemente de derecho divino 
como arriba se dijo, y como tal se reconoce en 
el mismo preámbulo del decreto-ley de 6 de 
Diciembre de 1868, á pesar de ser tan hostil 
á la inmunidad de la Iglesia. Dice así: «pero al 
quitar á los eclesiásticos el fuero, es preciso 
determinar con precision en qué clase de asun-
tos quedan desaforados. La Iglesia tiene una 
jurisdiccion propiamente esencial concedida por 
Jesucristo á los Apóstoles y á los Obispos sus 
sucesores, que la ejercen no solo sobre los 
eclesiásticos sino sobre todos los fieles para 
llenar la mision que su divino Maestro les con-
fió en la tierra. Esta jurisdiccion santa (la espi-
ritual) no puede ser menoscabada ni restringi-
da: la Iglesia fiel depositaria de ella continuará 
ejerciéndola tal y como la recibió de manos de 
su Fundador y la han reglado tos cánones en 
su ejercicio y así las causas sacramentales,, 
beneficiales, los delitos eclesiásticos y las faltas 
cometidas por los clérigos en el desempeño de 
su ministerio serán de su conocimiento y com-
petencia extendiéndose únicamente el desafuero 
á las personas eclesiásticas por razon de los ne-
gocios comunes, civiles y criminales.» La in-
munidad propiamente se refiere á la exencion 
en estas cosas temporales á que se extiende el 
desafuero del decreto-ley de 1868. 
Inmunidad, conforme á la etimología de la 
palabra, es lo mismo que negacion ó carencia 
de alguna carga comun, tomando la palabra 
latina munus por onus, v. g. del servicio per-
sonal de la milicia de que luego hablare-
mos etc. La definicion real puede ser la si-
guiente; en que substancialmente convienen 
los Doctores cuyas opiniones comunes son las 
que indicamos aquí (1): es el derecho en vir-
tud del cual las iglesias, las cosas y las perso-
nas eclesiásticas están exentas en las causas 
temporales, civiles y criminales, del fuero y ju-
risdiccion de la autoridad civil (2). Las iglesias, 
(i) Además de los canonistas en sus comentarios 
á las decretales títulos de immunitate eccles. 1. 3. y 
de foro competente 1. 2., principalmente Schmalgru-
ber, Reiffenstuel y Gonzalez; pueden verse en esta 
materia Suarez Defens. Fid. r. 4.0 de immunitate; 
Del Bene de immunitate; Bordoni Privilegia Cleri-
corum in controversiis ocurrentibus inter judices ec-
clesiasticos et laicos.
—Castropal. Mor. Tract. 12 per 
totum, Giribaldi, T. 5. c. 5. etc. 
(2) El privilegio del fuero segun algunos doctores, 
en oposicion al privilegio del cánon, comprende toda 
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cementerios, casas religiosas, lugares pios ecle-
siásticos, pueden considerarse ó como lugar 
sagrado ó como casa de refugio; en este últi-
mo sentido gozan del privilegio del asilo ecle-
siástico en favor de los reos que á ellos acuden 
y de la propia inmunidad: no hablamos de él; 
baste recordar que está limitado por el Con-
cordato de 1737,  y que en las iglesias que 
gozan de él se debe respetar bajo las penas 
establecidas en la Bula Apostolicce Sedis. En el 
primer sentido les compete la inviolabilidad, 
por la cual ni pueden ser profanadas con obras 
agenas al lugar santo (t), ni destruirse, ó mal-
tratarse violentamente (2): en tiempos norma-
les poca aplicacion tiene este privilegio, bas-
tando urgir lo que el Concordato prescribe en 
favor de la conservacion y reparacion de los 
templos, cuyo estado ruinoso y verdaderamen-
te lamentable han hecho patente poco há en 
el Senado los Sres. Obispos de Zamora y Sa-
lamanca. 
En cuanto á los bienes de las Iglesias, Monas-
terios ó lugares piadosos erigidos con autoridad 
la jurisdiccion civil, segun otros solo la judicial; pero 
en sustancia en casi todo convienen como veremos. 
(1) V. g. haciendo allí las elecciones para diputa-
dos á Cortes segun admite una recentísima R. O. 
(2) Ni enagenarse sin la autorizacion de la Santa 
Sede y demás requisitos del D. Canónico. En cuanto 
á la excomunion lanzada contra los usurpadores de 
bienes eclesiásticos, puede verse cuándo y cómo se 
incurre en el T. 2. caso último de Casus conscient. cit. 
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eclesiástica (1), basta recordar principalmen-
te que la administracion de dichos bienes es 
de la exclusiva competencia de la Iglesia (2), 
y que la S. Sede por el Concordato de 1 737 
permitió que «todos aquellos bienes que por 
cualquier titulo adquiriesen cualquiera iglesia, 
lugar pio ó comunidad eclesiástica y por esto 
cayeren en manos muertas, queden perpétua-
mente sujetos á todos los impuestos y tri-
butos régios que los legos pagan á excepcion 
de los bienes de primera fundacion» (3): lo 
que el Papa extendió despues por Breve de 15 
de Abril de 1 817 (4) á los bienes en cualquier 
tiempo adquiridos; nada de lo cual se opone á 
lo dicho arriba, hablando• de la naturaleza de 
lo c. bienes que se señalan en el Concordato 
para la dotacion del Clero 
Nos fijaremos pues en la inmunidad perso-
nal. Tres partes comprende: 1 . a que las perso-
nas eclesiásticas no pueden ser castigadas cor-
poralmente por la autoridad civil, como exentas 
(r) V. T. r. cas. 8. desde la pág. 232 (2.• edic.) de 
Casus consc. y T. 2. Sect. 3. art. 2. además del caso 
último citado. 
(2) Si los lugares Pios fuesen laicales, habría de 
tenerse en cuenta el cap. 15. sess. 7. c. 8-9 ses. 22 de 
Ref. del Tridentino y el cap. Tua. con varias respues-
tas de la S. Congr. del Conc. V. Vecchiotti, Instit. 
can. T. 2, C. 4. 
(4) Art. 8, otro tributo de consumos concede allí 
el S. Pontífice en el art. 7, pero solo para 5 años. 
 
(4) Citado por Alcubilla en su Diccion. palab. con-
cordato. 
• 
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que son del fuero judicial, 2. a no poder ser obli-
gadas á oficios serviles ó bajos que desdigan del 
estado eclesiástico, y 3. a por fin que no estén 
sujetas á las leyes civiles. Hay que observar sin 
embargo que en esta tercera parte hay alguna 
controversia entre los doctores, algunos de los 
cuales afirman que los clérigos y personas ecle-
siásticas, están sujetas directamente á aquellas 
leyes civiles comunes á todós los ciudadanos, 
que no se oponen á la libertad de la Iglesia ni 
á los sagrados cánones; negándolo los demás 
y sosteniendo, que aunque dichas personas 
eclesiásticas sean miembros de la república, no 
están bajo la jurisdiccion civil sino bajo la ecle-
siásticas de órden superior, y por lo mismo no 
íos obligan las leyes civiles, sino indirectamen-
te por equidad ó por exigirlo el derecho natu-
ral, para evitar perjuicios en diversos casos 
v. g. en las condiciones de los contratos: mas 
todos los Doctores convienen en que esas mis-
mas personas elcesiásticas están exentas de la 
fuerza coactiva v penal de las leyes conforme á la 
primera parte, y de aquellas leyes que parez-
can directamente contra la libertad personal, 
como serían los tributos de capitacion ó censo 
personal y semejantes (i), pues por lo que hace 
(t) Y áun el tributo mixto de personal y real como 
el de alojamientos, reconocido antes en España, del 
cual sin embargo no estarían libres los clérigos mino-
ristas que no guardasen los requisitos del Tridenti-
no, á lo menos en España segun el concordato de 1737 
artic. 9 que luego se citará. 
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á los tributos reales, niegan algunos doctores 
que los bienes patrimoniales de los eclesiásti-
cos (i) queden exentos de tributos; aunque la 
opinion más comun á que favorece la S. Con-
gregacion del Concilio, lo afirma tratándose á lo 
menos de los clérigos in sacris ó beneficiados, ó 
de los ordenados de menores que cumplan los 
requisitos que exige el Tridentino (2) para que 
puedan gozar del privilegio del fuero. 
La inmunidad del fuero comprende todas las 
causas criminales por delitos no eclesiásticos, 
fuera de algunos exorbitantes como indica el 
autor de Casus... T. 2.° pág. 338, al principio (3) 
item todas las civiles fuera de algunas igual-
mente expresadas en el Derecho, y que tambien 
se indican en el lugar citado de dicha obra (4), de 
(r) Se entiende de los bienes no dedicados al nego-
cio ó comercia -prohibido por otra parte á los eclesiás-
ticos del modo que exponen los Moralistas. 
(2) Sesion 23. cap. 6. de Reforma, que luego indi-
caremos. 
(3) Por leyes civiles citadas v. g. por O Callaghan 
«Práctica parroquial cap. 12, se exceptúan otros deli. 
tos; pero claro es, que si la Iglesia no las aprueba, á 
lo menos tácitamente, esas leyes son nulas. En ma-
teria de inmunidad es doctrina comun que no puede 
derogarla la costumbre, por ser ésta aquí siempre irra-
cional, non rationabilis, aunque se supiera que no fue-
se aquella de derecho divino y sí solo canónico. Ob-
serva Bouix de Episcopo par. 5 cap. r r ad fin que 
prudentemente han de tolerar los prelados ciertas 
invasiones del poder civil en cl fuero eclesiástico, no 
aprobándolas nunca. 
(4) Advirtiendo que sin duda por error de impren-
ta, tratándose de las causas civiles exceptuadas, se ha 
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tal manera que no solo como reo, pero ni como 
testigo ni de otra manera que indique sujecion 
á los tribunales civiles, puede ser traido á ellos 
el clérigo ó persona eclesiástica (1). 
Personas eclesiásticas son las que por auto-
ridad eclesiástica están deputadas al servicio 
divino en la Iglesia: tales son sin disputa los clé-
rigos desde primera tonsura hasta el Episcopado 
inclusive destinados al culto divino, como los 
religiosos de ambos sexos, inclusos los novi-
cios, que se hallan dedicados ya al servicio di-
vino. 
Todos ellos gozan de la immunidad eclesiásti-
ca, segun consta de diversos capítulos del dere-
cho Canónico y de la sentencia co rn un de losdoc-
tores (2), mientras conserven su estado clerical 
ó eclesiástico. Esto se dice principalmente por 
los clérigos de órdenes menores, que si no son 
beneficiados ni cumplen los requisitos que exige 
puesto la palabra penales en vez de feudales. Nótese 
tambien aquí lo dicho con Bouix en la nota anterior. 
(t) Por lo tanto el clérigo demandado, lo pondrá 
en conocimiento del Ordinario para que éste reclame 
del Trib. civil en los casos no exceptuados, y entre 
tanto proteste que no se somete al fuero: cosa seme-jante hará si es citado como testigo y le obligan á 
declarar: si le piden juramento no lo hará sin protesta, 
añadiendo en causa criminal, que no quiere el derra-
mamiento de sangre: si es sacerdote no jure sino in 
verbo sacerdotis. 
(2) Puede verse en particular el P. Suarez citado 
cap. 27 y Bordoni cap. 1. 0 .... Véase igualmente capit. 
Clericos de Judiciis etc in Corpore Juris. 
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el Tridentino, sesion 23 cap. 6.° (t) no gozan del 
privilegio del fuero judicial: se controvierte 
entre los autores si esos mismos requisitos se 
necesitan para gozar de la exencion de tributos, 
siendo probable tanto la opinion afirmativa 
como la negativa. 
Por lo que hace á España claramente estaba 
prescrito por Clemente XII en el Concordato 
de 1737 que no gozaran exencion alguna de 
los impuestos públicos, los que por negligencia 
propia no hubieran recibido órden sacro en 
edad competente: véase el art. 9.° que es útil 
trasladar aquí: «Siendo la mente del Santo 
Concilio de Trento que los que reciben la pri-
mera tonsura tengan vocacion al estado'ecle-
siástico, y que los obispos despues de un 
maduro examen la den á aquellos solamente 
de quienes probablemente esperen que éntren 
en el órden clerical con el fin de servir á la 
Iglesia y de encaminarse á las órdenes mayo-
res; Su Santidad... á los clérigos que no fueren 
beneficiados y á los que no tienen capellanías ó 
beneficios que excedan la tercera parte de la 
congrua tasada por el Sínodo para el patrimonio 
(i) Se reducen á que el tonsurado si no es benefi-
ciado, llevando hábito y tonsura clerical sirva en algu-
na Iglesia por mandado del Obispo, ó viva en algun 
seminario de clérigos ó en alguna escuela, ó universi-
dad con licencia del Obispo como en via a las órdenes 
mayores. En cuanto á los clérigos casados, véase la 
Constit. de Bonif. VIII Clerici, y el cap. cit. del 
Tridentino. 
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eclesiástico, los cuales habiendo cumplido 
la edad que los sagrados cánones han dispues-
to, no fueron promovidos por su culpa ó negli-
gencia á los órdenes sacros, concederá que los 
obispos precediendo las advertencias necesarias, 
les señalen para pasar á las órdenes mayores 
un término fijo que no exceda de un año; y 
que si pasado este tiempo no fuesen promovi-
dos por culpa ó negligencia de los mismos inte-
resados, que en tal caso no gocen exencion al-
guna de los impuestos públicos» (1). 
Toda esta es la inmunild proclamada cons-
tantemente en el Derecho Canónico, principal-
mente en las Decretales libro 2.° tit. 2.° de Foro 
competente et in 6.° y tit. 1.° de judiciis item 
de Immunitate ecclesiarum libro 3.° tit. 49 et 
in 6.° tit. 23 etc. y mandada observar por el 
Tridentino (sesion 25 cap. 20) ley del Reino; 
se halla tambien reconocida por ley eclesiástica 
y civil en el Concordato de 1851 (2) sobre todo 
(i) Este artículo se insertó en una de las leyes (la 
w) del tit. to 1. i. de la Novis. Recopilacion: ni una 
palabra se dice aquí de la milicia como equivocada-
mente lo da á entender D. Vicente Lafuente en su 
obra Ecclesiasticæ disciplinæ prælectiones ex sacro 
Tridentino Concilio. 
En el Breve de Clemente XII de 14 de Noviem-
bre 1737 se habla de cargos y oficios públicos, pero 
éstos civ iles, (los de la ley 8 tit. 101. i alguaciles etc.), 
aquellas, de tributos: de la milicia se habla en leyes 
aparte que citarémos despues. 
(a) Como se hallaba en el Derecho Comun, y el 
Español de las Partidas, N. Rec. etc. 
— I09 
en los artículos 43 y 44 (I) «Art. 43. Todo lo 
demás perteneciente á personas 6 cosas e:lesiásti-
cas, sobre lo que no se provee en los artículos 
anteriores, será dirigido y 
 administrado segun 
la disciplina de la Iglesia canónicamente vigen-
te.» Art. 44. El Santo Padre y S. M. C. decla-
ran quedar salvas é ilesas las Reales prerrogati-
vas de la Corona de España, en conformidad á 
los Convenios anteriormente celebrados entre 
ambas potestades. Y por tanto los referidos 
convenios, y en especialidad el que se celebró 
entre el S. Pontífice Benedicto XIV y el Rey Ca-
tólico Fernando VI, en el año 1753 se declaran 
confirmados, y seguirán en su pleno vigor en 
todo lo que no se altere ó modifique por el 
presente.» Toda disposicion legal, contraria á 
la inmunidad, anterior al Concordato queda así 
expresamente derogada. Despues del Concor-
dato la principal que se alega en contrario es 
el decreto de 6 de Diciembre de 1868 antes 
mencionado, conforme al cual se han insertado 
igualmente algunos artículos tanto en la ley 
orgánica del poder judicial art. 321. corno en 
las leyes de enjuiciamiento criminal y civil y 
áun en el código penal. El art. 1.° del decreto- 
(r) Se dice sobre todo en el 43 y 44 porque tam-
bien el 4.° confirma la misma doctrina. «En todas las 
demás cosas que pertenecen al derecho y ejercicio de 
la autoridad eclesiástica y al ministerio de las órde-
nes sagradas, los obispos y el clero dependiente de 
ellos gozarán de la plena libertad que establecen los 
sagrados cánones.» 
—no— 
ley establece que la jurisdiccion ordinaria será la 
única competente para conocer t.° «De los 
negocios civiles y causas criminales por delitos 
comunes de los eclesiásticos sin perjuicio de 
que el Gobierno español concuerde en su dia 
con la S. Sede lo que ambas potestades crean 
convenientemente sobre el particular,» y en el 
art. 2.° «que los tribunales eclesiásticos conti-
nuarán conociendo de las causas sacramentales 
beneficiales y de los delitos eclesiásticos con 
arreglo á lo que disponen los sagrados cáno-
nes;» item «de las causas de divorcio y nulidad 
del matrimonio segun lo prevenido en el Santo 
Concilio de Trento, pero las incidencias repecto 
á alimentos y demás asuntos temporales co-
rresponderán al conocimiento de la jurisdiccion 
ordinaria.» 
Pero esta ley en cuanto á su art. t .°, es evi-
dentemente no solo inválida por haberse dado 
por autoridad incompetente, segun reconoce el 
mismo legislador al insinuar la necesidad de 
que concuerden ambas potestades sobre el par-
ticular, sino tambien injusta, ó sea contra un 
derecho de órden superior, á lo menos contra 
el Derecho eclesiástico, y por lo tanto no pue-
de ser cumplida en conciencia ni tenerse por 
ley (r ). 
(i) Ni aplicarse por los Tribunales segun lo ex-
puesto en el párrafo Il, prescindiendo de la excomu-
nion, que solo incurren las autoridades que fuerzan 
á los jueces á traer á las personas eclesiásticas á su 
tribunal láico prceter canonicas dispositiones. 
— ut— 
Quizás objetará alguno que la autoridad 
civil así como concedió libremente la inmuni-
dad, así tambien podrá retirarla cuando le pa-
rezca. 
Quien así objetase se mostraría muy igno-
rante del origen de la inmunidad segun la doc-
trina católica, y áun de la sana filosofía cris-
tiana. Porque en primer lugar, la inmunidad 
eclesiástica de que hablamos, no debe su ori-
gen á la concesion sola del poder civil: lo 
contrario ya no es lícito defenderlo. Es doctri-
na condenada en la proposicion XX del Syllabus 
que dice: c' La inmunidad de la Iglesia y las 
personas eclesiásticas trae su origen del poder 
civil.» Lo único que debe concederse á la auto-
ridad civil, es la aceptacion de la inmunidad 
establecida ya por derecho de órden superior, 
y la buena voluntad de concederla por su parte 
en cuanto de ella dependiéra: y en este senti-
do deben entenderse ya los AA. que atribuyan 
la inmunidad al privilegio de los príncipes cris-
tianos fundados en la equidad natural. Aun 
históricamente para no aducir cánones clarísi-
mos del Derecho, como el capítulo Ecclesia 
S. Mariæ de constit.; se prueba que antes de 
concesion alguna del poder civil, el poder espi-
ritual de los Papas había legislado sobre ella. 
como se puede ver en las disposiciones del 
Papa Alejandro 1, aducidas por el P. Suarez y 
otros autores citados. Las primeras leyes civiles 
sobre el particular dadas por el emperador 
Constantino v. g. la que aparece en el Código 
f 
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Teodosiano (ley 16, T.° 2.° lib. 7.°) reconocen 
que no puede violarse la inmunidad clerical sin 
sacrilegio, y por lo mismo ya la reconocen es-
tablecida, pues dice esa ley que aquellos que 
ejercen el ministerio de la religion en el culto 
divino, esto es, los que se llaman clérigos, sean 
exentos de todas las cargas para que no sean 
apartados de los ministerios sagrados por la 
sacrílega envidia de algunos (1) «y más ,clara-
mente en su carta á Anolino, Prefecto de Africa, 
copiada por Eusebio en el capítulo 7.° libro 10 
de su historia en donde dice Constantino: «Qui-
simos que los clérigos se conservasen inmunes 
de todos los cargos públicos para que no sean 
por algun error ó suceso sacrílego apartados del 
culto debido á la Suma Divinidad» (2). Claro es 
que Constantino no podia con su autoridad dar 
carácter de sacrilegio á la violacion de la 
 in-
munidad; luego la consideraba estabecida ya y 
solo se limitaba á aceptarla y hacer por ella lo 
que estuviera de su parte. 
No por eso afirmamos como cierto, que la 
inmunidad de todos los clérigos en las cosas 
temporales sea de derecho divino riguroso. 
(1) Qui divino cultui ministeria religionis impen- 
dunt, id est qui appellantur clerici ab omnibus om— 
nino oneribus excusentur, ne sacrilego livore quo— 
rumdam a divinis obsequiis evocentur. 
(2) Clericos ab omnibus omnino publicis functio— 
nibus immunes voluimus conservari, ne errore aliquo 





Es indudable entre los doctores (i) que lo es 
en efecto, si se trata del Sumo Pontífice, por-
que su suprema autoridad espiritual y la san-
tidad y libertad de la Iglesia exigen que no 
esté sujeto á ninguna potestad temporal: «si él 
tiene en su mano, en virtud de su poder espi-
ritual indirecto en las cosas temporales darse 
á sí mismo la exencion, por considerarla nece-
saria ó muy conveniente para el bien de la 
Iglesia, es manifiesto que la posee ya en fuer-
za de ese mismo poder espiritual, el cual es 
de estricto derecho divino (2). Mas no consta 
con la misma certeza, que extendida á los 
Obispos y demás personas eclesiásticas, ésta 
exencion en las cosas temporales sea tambien 
de estricto derecho divino. Que lo sea de al-
guna manera, es doctrina católica consignada 
en muchos cánones conciliares, y capítulos del 
Derecho v. g. en el Concilio Lateranense se-
sion 9.a en la Bula de Reforma de la Curia 
hácia el fin (3) «y no correspondiendo á los 
legos potestad alguna en las personas eclesiás-
ticas tanto por Derecho divino como humano;» 
(1) Suarez Defens, Fid 1. 4. cap. 4-5. Palmieri 
dc Rom. Pont. tesis 24 etc. 
(2) Más tarde se concedió al Pontífice por espe-
cial providencia de Dios el principado temporal, a fin 
de que esa libertad y exencion se conserváran debi-
damente y tuviéran su natural complemento. 
(3) Et cum a jure tam divino quam humano laicis 




el Concilio de Trento, sesion 25, cap. 20 (r ) 
declara «que la inmunidad de las personas ecle-
siásticas está constituida por ordenacion de Dios 
y por prescripciones canónicas: lo mismo repite 
el Concilio Coloniense i .a parte cap. 2o; y en 
el capit. Quamgnaan de censibus in 6. (2) se dice: 
«estando exentas no solo por derecho huma-
no sino tambien por el divino, de las contribu-
ciones ó exacciones de las. personas seglares 
tanto las iglesias como las personas eclesiásti-
cas y sus cosas....„ ¿Mas cómo se entiende 
este derecho divino? Algunos pocos doctores 
opinan con Covarrubias que se llama así el 
Derecho Canónico por ser dado por la Iglesia 
con autoridad recibida de Dios; pero además 
de ser menos propia esta significacion, de nin-
guna manera .puede aplicarse al capítulo del 
Concilio Tridentino puesto que en él se distin-
gue la ordenacion Divina de las prescripciones 
canónicas. Por el contrario, varios doctores en-
tienden deber admitirse el derecho divino es-
trictamente dicho, el cual á su vez puede ex-
plicarse ó por precepto divino positivo ó por 
precepto divino connatural y consiguiente al 
establecimiento de la Iglesia, que necesita tal 
extension; y éste ya sea radical ya sea formal, 
(c) Personarum ecclesiasticarum immunitatem Dei 
ordinations, etcanonicis sanctionibus constitutam. 
(2) Cum igitur ecclesiæ ecclesiasticæque personæ 
et res ipsarum personarum non solum jure humano 
quin imo et divino a sæcularium personarum exa-
ctionibus sint immunes. 
''5— 
como le entiende el P. Suarez (Q). Otros sos-
tienen que los Concilios citados entienden por 
derecho divino lo mismo que el Tridentino por 
ordenacion divina, nó precepto riguroso sino 
consonancia positiva con el derecho divino 
connatural, la cual es cierto y admitido que 
existe, ó dicen á la inmunidad de derecho divi-
no exemplariter esto es constituida á ejemplo 
del Antiguo Testamento en que se mandaba la 
inmunidad, conforme siempre á la equidad na-
tural, que no sufre que las personas dedicadas 
á Dios estén sujetas como las profanas al fue-
ro laical, y que los padres en el epiritu, y los 
sagrados ministros que pertenecen en cierto 
modo al órden espiritual y divino en que está 
la Iglesia en este mundo; se hallen sometidos 
á la disposicion de los seglares de orden infe-
rior. Lo que parece mejor es asentar que la 
inmunidad ha sido constituida por el Derecho 
Canónico fundado en el Divino connatural y 
en la equidad antes explicada, esto por lo me-
nos es lo que enseña el Tridentino en las 
palabras entes citadas, y lo repite Pio IX en las 
Letras Apostólicas Multiplices de 1851 y esto 
basta para que ninguna ley civil, como de ór-
den inferior que es, pueda derogar la inmu-
nidad canónica. 
(t) L. c.: el formal constituye ya de derecho la 
inmunidad aunque siempre con dependencia del 
Papa en cuanto á la extension: el radical exige estric-
tamente que se constituya por la autoridad compe-
tente, pero no supone constituida la inmunidad. 
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En segundo lugar aunque se diera de ba-
rato que la inmunidad tenía su origen en el 
Derecho civil por concesion de los principes, 
aún habría que negar al poder temporal en 
absoluto la facultad que se arroga de abolir la 
inmunidad eclesiástica. Esa autoridad no le 
compete por razon del dominio en la inmuni-
dad concedida; puesto que una vez donada, 
principalmente á una clase de personas de 
órden superior, ese dominio es completamente 
nulo: tal donacion no sería revocable tampoco 
en virtud de la jurisdiccion, pues una vez esta-
blecida la inmunidad, es aquella nula tambien, 
porque se referiría á ciudadanos exentos de la 
jurisdiccion civil; fuera de que concedida la 
exencion por el poder civil y aprobada y man- 
dada guardar por la ley canónica, ya resulta-
ría aquella propiamente canónica, fuera de la 
competencia del poder temporal: por eso sin 
duda se condenó en el Syllabus la doctrina 
contraria (1). Por fin el mismo decreto-ley de 
que hablamos, aunque hubiera tenido alguna 
validez, de que carece, ya no la tendría por 
(1) Prop. 31 y 32. «El fuero eclesiástico en las 
cuasas temporales de los clérigos, ahora sean estas 
civiles ahora criminales, debe ser completamente abo-
lido, áun sin necesidad de consultar la Sede Apos-
tólica y á pesar de sus reclamaciones.. «La inmuni-
dad personal, en virtud de la cual los eclesiásticos 
están libres de quintas y de los ejercicios de la milicia 
puede ser abrogada sin violar en ninguna manera el 
derecho natural ni la equidad; antes el progreso civil 
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haber sido suficientemente derogado por la 
Constitucion fundamental de la Monarquía. 
Hemos visto en efecto que en ésta por el 
artículo t t , se admite como nacional la religion 
católica con todos sus derechos, y por lo mismo 
formando parte del derecho público espa-
ñol 0), tolerándose únicamente dentro del 
templo el culto privado heterodoxo: luego im-
plícitamente pero eficazmente, deroga toda ley 
anterior que se le oponga, como en rigor anu-
laría toda ley posterior secundaria que se le 
opusiese: el mismo código civil (á pesar de su 
rigorismo ilimitado (2) contra la costumbre 
derogativa de la ley, confirma esta doctrina en 
el articulo 5.° por estas palabras: «Las leyes 
solo se derogan por otras leyes posteriores, y 
no prevalecerá contra su observancia el desuso 
ni la costumbre ó la práctica en contrario.» 
Nótese que no se exige para la derogacion de 
las leyes sino otras leyes posteriores, sin decir 
reclama esta abrogacion singularmente en las socie-
dades constituidas segun la forma del más libre go-
bierno.)) Ni el Papa puede lícitamente quitar toda la 
inmunidad, por falta de causa suficiente; y probable-
mente, no lo puede hacer tampoco válidamente, por ser 
probable la opinion que defiende ser la inmunidad 
para todos los clérigos de derecho divino estricto. 
(1) Véase lo dicho en el punto segundo ó reclama-
cion segunda. 
(2) Le reprende duramente Bofarull en sus notas 
al código civil: es en efecto contra la opinion comun 
de los teólogos de los canonistas y de los juristas 
mismos. 
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que hayan de contener derogacion explícita de 
las anteriores, contentándose con la implícita 
que resulta de ser contraria la segunda á la 
primera. A la verdad si no queremos ser fa-
náticos secuaces del legalismo, no basta que 
hallemos una disposicion legal, sobre todo si 
es de inferior eficacia (como lo es v. g. un 
R. D. ó una R. O. respecto de una ley), para 
que la tengamos ya por vigente con fuerza 
obligatoria: la recta razon nos dice que no pu-
diendo las leyes ser contrarias entre sí, la pos-
terior y la fundamental debe quitar su fueza 
sin otro requisito, á la anterior y á la no funda-
mental (y por lo mismo de fuerza inferior) que 
abiertamente se le oponga. 
Tratándose por consiguiente de cosa de tanta 
importancia como es ésta, relativa á la sustan-
cia misma de la inmunidad del fuero en favor 
del decoro, dignidad, santa libertad é influen-
cia del clero, no deben los católicos callarse 
sino reclamar con toda energía el cumplimiento 
del Concordato y de la ley en contra de la 
mal llamada legalidad; aunque en cosas acci-
dentales ó de menos importancia, aconseje tal 
vez la prudencia segun observamos arriba con 
Bouix, que para evitar inconvenientes, se 
omita reclamar contra ciertas invasiones más 
pequeñas y más antiguas del poder civil, no 
aprobándolas nunca por supuesto. 
Acerca de la segunda parte de la inmunidad 
personal que comprende la exencion de ciertos 
oficios ó servicios personales indecorosos al 
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estado eclesiástico, debemos decir que más que 
privilegio ó exencion, debe decirse que hay 
expresa prohibicion de ejercerlos (t) y en par-
ticular en las Decretales 1. 3.°, tit. 1, cap. 2: 
se prohibe á los eclesiásticos llevar armas y 
por ende ingresar en la milicia como cosa del 
todo agena del estado en que se hallan ¿qué 
oficios menos compatibles entre sí que los de 
la milicia sagrada y los de la profana? En esto 
convienen todos los doctores universalmente 
y en particular los comentaristas del capítulo 
citado, como nuestro insigne Gonzalez, Reif-
fenstuel en su Derecho Canónico 1. 3, núme-
ros 120, 125, etc. Esta es la razon porque 
justamente afirman los doctores (2) ser de 
derecho divino la exencion del servicio militar 
para los clérigos, Aun inferiores, y para religio-
sos, que in favorabilibus se comprenden en la 
palabra clérigos; y el mismo Pontífice Pio IX 
en la carta al Obispo de Monreal Singularis 
28 Sept. 1864 en que condena la proposicion 
inserta despues en el Syllabus núm. XXXII, 
poco antes copiada, reprueba ciertas prescrip-
ciones civiles que obligaban á los clérigos al 
servicio militar como opuestas á las leyes divinas 
y eclesiásticas. 
La Iglesia no ha cesado de reivindicar y defen-
der esta exencion, como aparece en la misma 
(I) Cap. sententiam, cap. multa y otros del 1. 3.° 
tit. 5o, ne clerici vel monachi. 
(2) Véase Bouquillon Theologia Moralis Funda
-mentalis n. 231. 
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proposicion del Syllabus arriba citada y úl-
timamente la consigna Leon XIII en el Concor-
dato Colombiano de 1887 art. 7. 6 y siempre 
tambien la han reconocido los príncipes cris-
tianos (t) hasta estos últimos tiempos, como 
consta por lo que hace á España, en varias leyes 
de la Nov. Recop. tit. io  libro t.° (2) Podemos 
ya aqui hacer el mismo raciocinio que para la 
exencion del fuero: las leyes canónicas admi-
tidas como ley civil en España exigen la exen-
cion para los clérigos y personas eclesiásticas, 
del servicio militar; las disposiciones anteriores 
al Concordato quedaron por él derogadas se-
gun el mismo Concordato; las posteriores no 
han podido prevalecer contra él ni contra la ley 
fundamental que admite como religion del 
Estado la católica con todos sus derechos divi-
nos y canónicos: luego debe admitirse que la 
exencion del servicio militar no solo es legíti-
ma y jurídica, sino que debería llamarse civil-. 
mente legal por ser conforme á la Constitucion, 
y explicarse conforme á ella la ley de reemplazo 
(r) V. Thomasin, vetus et Nov. Eccles. Disciplina 
part. 3, 1. r, cap. 4o. 
(2) Es verdad que alguna de ellas al fin del siglo 
pasado y principio del presente (1 16 y 17.) exige 
para considerar á los tonsurados exentos del servicio 
militar las condiciones que el Tridentino requiere 
para el goce del fuero conforme á lo antes expuesto; 
pero tales condiciones no se hallan establecidas en el 
Derecho Canónico para que deje de obligar la prohi-
bicion hecha á los clérigos de llevar armas y hacerse 
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del ejército. ¡Cuánto bien lograrían los cató-
licos si con sus gestiones y por todos los 
medios lícitos, lográran que el Gobierno reco-
nociéra esta exencion tan necesaria á la Igle-
sia! ¡Cuánto ganaría la pátria con mayor nú-
mero de vocaciones al sagrado ministerio y más 
escogidas, que sin los impedimentos de la mi-
licia se lograrían mejor y se emplearían con 
eficacia en moralizar los ciudadanos é inculcar-
les la religion y justicia, base de toda felicidad! 
De lo dicho es fácil deducir que la exencion 
debe extenderse á los seminaristas, á lo menos 
si estos conforme al Tridentino (i) y al Con-
cordato artículo 28 (2), reciben la tonsura al 
ingresar en el Seminario, aunque no tengan 
sino la minima edad de doce años exigida por 
el Concilio. 
soldados; ni se debe equiparar el goce del fuero con 
la exencion del servicio militar, v. g., como no se 
compara con la de no ejercer por sí el oficio de taber-
nero y otros que se prohiben á los clérigos por la 
decencia de su estado. 
(1) Sess 23, cap. 18 ut vero in eadem disciplina 
ecclesiastica commodius instituantur, tonsura statim 
atque habitu clericali semper utentur 	  
(2) «Serán admitidos en los Seminarios y educa-
dos é instruidos del modo que establece el Sagrado 
Concilio de Trento los jóvenes...» Despues el R. D. de 
21 de Mayo 1852, autorizó á los Sres. Obispos que 
puedan admitir los necesarios en calidad de externos, 
proponiéndolos al Gobierno y previa su conformidad. 
¿Se exigirá ésta para reconocer en los seminaristas 
externos los mismos derechos que en los internos? 
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Los que vivan fuera del Seminario pudieran 
tal vez considerarse para este efecto como los 
internos en virtud del R. D. citado en la 
nota (2), y deberian serlo en todo caso, si son 
clérigos, sobre todo si guardasen los requisitos 
del Concilio. La equidad pide que se reconozca 
la exencion á todos los estudiantes de los Se-
minarios que los Prelados juzguen necesitar 
para proveerse de los ministros necesarios al 
culto, y formarlos segun el espíritu de la Igle-
sia, porque esta formacion apenas se logrará 
conseguir en los obligados al servicio. Ni debe 
parecer dificil recabar del Gobierno de la Cató-
lica España lo que en los paises heterodoxos se 
reconoce por la autoridad civil, como acaba de 
suceder en Alemania, en cuyo Reichstag se ha 
votado una ley sancionada enseguida por el 
Consejo Federal y por el Emperador; la cual 
no llama á los seminaristas católicos al servi-
cio militar sino á los 27 años, de tal manera 
que si á esta edad han recibido órdenes meno-
res, se les considera ya completamense libres, 
y si nó deberán servir por un año, y el Gobier-
no de Holanda en el proyecto de reorganiza-
cion militar presentado uno de estos dias 
pasados al Parlamento, exceptúa tambien del 
servicio á los estudiantes de Teología (I). 
(r) Más fácil será obtener para todos los jóvenes 
áun legos la abolicion del articulo 166 del Código 
Penal Militar por razones óbvias de moralidad. que á 
veces impone el matrimonio antes de cumplir los 
años exigidos de servicio. 
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Otras reclamaciones legales. 
Estando en vigor el Derecho Canónico para 
España, segun hemos visto (como declara el 
S. Pontífice en la Alocuc. quibus luctuosissimis 
5 Setiembre 1851) por los articulos del Con-
cordato 1. 0 , 4. 0 , 43 y 44 y áun por la primera 
parte del artículo I t constitucional; no hay 
duda que con derecho pueden los católicos 
reclamar conforme á lo prescrito por la ley, 
que se tengan por nulas todas las disposicio-
nes civiles que se opongan á él, y exigir que 
se interpreten en el sentido católico que el 
mismo Derecho reclama. Así podría exigirse 
que todas las personas de ambos sexos que 
hayan llegado á.la pubertad, puedan libremente 
ingresar en cualquiera religion aprobada canó-
nicamente por la Iglesia, conforme al Derecho 
conónico (i) y á nuestras antiguas leyes (2); 
y que por lo mismo el artículo 156 del Códi-
go civil (3) no se entienda aplicable á los 
(I) Ap. S. Alfonso Moral 1. 4, n. 68. 
(2) En las Part. part. I.° leyes 5.° y 7.' del tít. 7.° 
(3) Art. 156. «El padre y en su caso la madre 
podrán impetrar el auxilio de la Autoridad guberna-
tiva que deberá serles prestado en apoyo de su propia 
autoridad, sobre sus hijos no emancipados ya en el 
interior del hogar doméstico ya para la detencion y 
áun para la retencion de los mismos en estableci-
mientos de instruccion ó en institutos legalmente 
autorizados que los recibieren.a 
i 
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institutos religiosos. Así tambien debe recono-
cerse con el Derecho Canónico y constante 
doctrina de los doctores, que en todas las vo-
luntades piadosas ó sea en las causas pías 
(espirituales ó con ella unidas) toca á los 
Obispos proveer que se cumplan todas las 
cosas segun la voluntad del difunto (1); y que 
por lo tanto debe no urgirse en contra de 
esta disposicion terminante, el nuevo artí-
culo 747 del Código civil, que manda por sí y 
ante si dar al gobernador civil una parte de lo 
que el testador haya dejado para obras piado-
sas en beneficio de su alma, contra lo que 
reconocían nuestras antiguas leyes (2). Omi-
timos aquí otras reclamaciones que oportuna-
mente han hecho á veces los Sres. Obispos 
(t) V. cap. Tua de Testamentis: Trid. sesion XXII 
cap. 8, item Vide Mostazo de causis piis 1. 6.° capí-
tulo 6.° etc. 
(a) V. 1. 5, t. ro, part. 6.• y ley 7 de la misma 
partida: en esta ley 7.• se establece la misma doctrina 
que en el cap. Tua citado, porque se añade: «e 
 esto 
deben ellos (los Obispos) facer para cumplir la vo-
luntad del testador que es obra de piedad y como 
cosa espiritual.» En rigor la obra pía es materia 
mixta y así podría legislar sobre ellas el poder civil 
por la parte que tiene de temporal; pero nunca 
podrá hacerlo contra la ley de la iglesia, sobre todo 
si ésta ha prevenido ya á la civil, y ha legislado sobre 
esas materias mixtas, que directamente caen bajo el 
poder espiritual como hemos dicho, y no solo indi-
rectamente como las materias puramente temporales. 
En cuanto á los tributos á las causas pías puede 
verse Casus; t. 2, pag. 321. 
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como hace poco el de Osma en 12 Julio 1890, 
y principalmente las presentadas en exposicion 
colectiva al Sr. Ministro de Gracia y Justicia 
en 1884 y no resueltas aún, cuyo extracto 
trae la Cruz n.° de 19 de Julio 1890: se refie-
ren especialmente al cumplimiento del Con-
venio Ley sobre capellanías de 1867. 
Con semejante derecho podríamos exigir en 
favor de la religion y moralidad pública ultra- 
jadas, el cumplimiento de ciertas leyes prohi-
bitivas de crímenes escandalosos, como las 
que se refieren al duelo, vergüenza de la 
sociedad moderna, y la aplicacion de las penas 
con que el mismo Código penal vigente, con 
ser tan suave, los castiga; pero creemos aún de 
más importancia decir una palabra en particu-
lar sobre la libertad de asociacion. 
Conforme á la doctrina católica y áun á la 
sana filosofia, debemos recordar lo que el de-
recho natural prescribe ó permite en esta 
materia (1). Todo hombre en virtud de su 
misma naturaleza debe tender á su último fin, 
y procurar su legítima perfeccion en lo espiri-
tual y áun en lo temporal, á lo menos en 
cuanto aquello lo exija: de aquí que pueda 
libremente escoger los medios lícitos que crea 
más conducentes para dicho fin, que no per-
judiquen á otros, ni se opongan á ninguna ley 
verdadera divina y humana. Los que viven por 
(i) Véase Van der Aa. Ethica Tesis 1 90-1 95. 
Costa-Rosetti 140- 141 	  
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la misericordia de Dios dentro del seno de la 
Iglesia Católica, podrán por lo mismo asociarse 
libremente para conseguir mejor el fin espiri-
tual propio de la misma, y bastará la autoriza-
cion de la potestad eclesiástica, independiente 
de la civil, para que esas asociaciones particu-
lares como dependientes de aquella directa-
mente, adquieran existencia canónica con los 
derechos que por los sagrados cánones les 
competen; y todo Estado que de católico se 
precie, deberá sin otra autorizacion reconocer 
esa existencia y esos derechos, entre los que se 
halla el de adquirir bienes temporales; aunque 
no esté obligado á darlas especiales derechos 
civiles mientras no las reconozca civilmente. 
Por igual razon los que viven en la sociedad 
civil, pueden libremente asociarse para conse-
guir mejor el fin temporal de la misma, para 
perfeccionarse en las ciencias, en las artes, en 
la industria, etc.; y como este derecho es ante-
rior á toda legislacion civil, deberá reconocer 
tambien esas asociaciones particulares el poder 
civil, mientras no perjudiquen á otros, ni usen 
de medios ilícitos, los que dicho se está, que 
debe siempre prohibir el Gobierno: no ten-
drán sin embargo especiales derechos civiles, 
es decir, no serán persona jurídica civil hasta 
tanto que la autoridad pública de la que direc-
tamente dependen, las reconozca como tales; 
pero simpre serán entidades morales que po-
dríamos llamar privadas, con derecho á la exis-
tencia y á los medios necesarios de conservarla 
— 127 — 
como son la adquisicion y posesion de bienes 
temporales (1). 
Esta libertad de asociacion bien entendida, 
parece claramente sancionada por la Constitu-
cion de la Monarquía. Art. 13. «Todo español 
tiene derecho... de reunirse pacíficamente, de 
asociarse para los fines de la vida humana,» 
y conforme á este artículo ha de entenderse la 
ley de asociaciones de 3o de Junio 1887 dada 
para regular este derecho. Claro es que el fin 
de la vida humana no puede ser nada que sea 
inmoral, puesto que se opondría evidentemente 
á la obligacion del hombre de no obrar contra 
el órden moral establecido por el mismo Cria-
dor: es evidente que tampoco pueden ser in-
morales ó irreligiosos los medios de que use. 
Con justicia lo reconoce así en diferentes sen-
tencias el Tribunal Supremo de Justicia si-
guiendo al mismo Código penal en su art. 198: 
«considerando que segun determina el art. 198 
del Código Penal, se reputan asociaciones ilíci-
tas las que por su objeto ó circunstancias, 
sean contrarias á la moral pública, y las que 
tengan por objeto cometer algunos de los de-
litos penados en dicho Código: considerando 
que el concepto de la moral en el terreno legal 
significa la conformidad de las acciones del 
hombre con las leyes naturales y positivas, en 
(t) Puede consultarse sobre este punto el artículo 
sobre las asociaciones del P. Forbes con los autores 
que cita en les Études religieuses... de Mayo de ' 89o. 
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cuyo sentido la moral pública es referente á 
las acciones que salen de la esfera privada y 
trascienden ó afectan á los intereses generales 
de la sociedad » (I) 
Es evidente por otra parte que la asociacion 
masónica, pretexte los fines humanitarios que 
le acomode, ó torne el nombre que quiera, se 
propone un fin anti-religioso é ilícito contra la 
moral cristiana pública; un fin que no puede 
estar comprendido en los fines de la vida hu-
mana. Los estatutos y rituales impresos para 
uso de los iniciados y que por diversas mane-
ras han venido á conocimiento de los profa-
nos (2); las declaraciones de muchísimos tes-
tigos sin excepcion en la materia, por haber 
pertenecido á los puestos más altos de la mis-
ma asociacion (3) y cuyas obras son de todos 
conocidas; nuestras mismas leyes que desde 
Fernando VI hasta estos últimos años las han 
prohibido, y á las que sin duda se refiere la 
R. Cédula de 1. 0 de Agosto de 1824 mandada 
cumplir por decreto de t .° de Octubre del 
mismo año (4) documentos citados por el 
(i) Sentenc. de 28 de Enero de 1884 conforme á 
otras anteriores tambien. 
(2) Publicados despues por los católicos v. g. en 
la tip. Rom. de F. Chiapperini, sin que nadie haya 
podido negar su autenticidad, v. Cas... T. i. cas. io . 
(3) Leo Taxil, el autor de l' enseignement supe—
rieur de la fracmaçonerie rite ecossais etc. 
(4) «Quedan prohibidas de nuevo, y absolutamen-
te para lo sucesivo, en todos mis reinos y dominios 
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Sr. Obispo de Santander en su hermosa Pas-
toral acerca de la masonería y el liberalismo; 
no permiten la menor duda sobre el particular; 
y si á esto añadimos las condenaciones repetidas 
expresas y razonadas de los Sumos Pontífices 
contra esa secta de perdicion, no habrá católico 
español que no se sienta contristado al oir que 
se ha reconocido no ha mucho en su pátria, 
la legalidad de una asociacion de fines tan per-
versos, que solo por adherirse á ella quedan los 
fieles incursos en la espantosa pena de la ex-
cornunion. 
Esta es sin disputa una de las reclamaciones 
más fructuosas en que deben empeñarse los 
católicos: lean la Encíclica Humanum genus; 
lean la alocucion de 3o de Junio de 1889 y el 
decreto de la Sagr. Congr. de Obispos y Regu-
lares que poco despues en 18 de Julio se circuló 
á los Prelados para que denuncien y combatan 
de España y de Indias todas las congregaciones de 
fracmasones y de otras sociedades secretas, cuales-
quiera que sea su denominacion y objeto.» "Los que 
en adelante continuaren ó entraren en las sociedades 
secretas despues de transcurrido este tiempo (un mes 
que para solicitar indulto concede el art. a.°) quedan 
sujetos á las penas que imponen las leyes de estos 
mis reinos á los reos de lesa Majestad Divina y hu-
mana., 
aA todos los empleados, de cualesquiera clase y 
condicion que sean, se les exigirá, antes de tomar 
posesion de sus destinos, declaracion jurada de no 
pertenecer ni haber pertenecido á ninguna lógia ni 
asociacion secreta de cualquiera denominacion que 
sea, etc. . 
9 
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dicha secta, y consideren los estragos que la 
historia con pruebas irrecusables atribuye á la 
masonería; recuerden nuestras leyes contra esa 
secta, y se persuadirán que con solo obtener su 
desaparicion por todos los medios legales, ó 
que se impida su influencia maléfica, habrán 
conseguido por la religion y la pátria uno de 
los más señalados triunfos, y de más felices 
resultados á que hoy deben aspirar; habrán 
dado un placer al Padre comun de los fieles en 
medio de las angustias en que le coloca su 
mismo celo contra esa asociacion anticristiana, 
y habrán ganado para si méritos gloriosos que 
el mismo Dios remunerará con larga mano. 
V. 
MEDIOS LEGALES 
DE HACER ESTAS RECLAMACIONES (1). 
Unos están positivamente autorizados por la 
ley constitucional, artículo 13, y se reducen á 
la libertad de la prensa, de la palabra, de reu-
nion y asociacion, y al derecho  oode dirigir 
peticiones individual ó colectivamente al Rey, 
á las Cortes y á las autoridades » todos 
ellos se pueden usar á su tiempo para el bien, 
sintiendo de tales libertades lo que sobre ellas 
enseña la Iglesia (2); otros son los demás que 
la ley no prohibe; y puede decirse que son 
(i) V. párrafo II, al fin. 
(2) Encicl. Libertas. 
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todos los que se emplean sin violencia. No nos 
toca á nosotros determinar los medios particu-
lares y concretos que se hayan de emplear: 
una junta de católicos sinceros sin color políti-
co especial, podrá hacerlo muy útilmente bajo 
la direccion de los Prelados. Solo recordaremos 
que dos son los medios de especial influencia 
que recomiendan el Sumo Pontífice y los Obis-
pos: el primero es el de la prensa periódica (1): 
el segundo el de tomar parte en los asuntos 
públicos. 
Si todos los periódicos que de católicos se 
precian, con unanimidad y constancia, con fo ^-
mas templadas pero con energía, con ejemplos, 
con razones puestas al alcance de todas las in-
teligencias, hiciéran ver un dia y otro dia lo 
ilegítimo y Aun lo ilegal de muchas prácticas 
que de hecho presenciamos, toleradas en con-
tra de los derechos de la Iglesia; si estos un 
dia y otro dia fuesen explicados y reivindicados 
opportune et importune y se exigiéra su recono-
cimiento por parte de los gobiernos; no hay 
duda que tantas reclamaciones públicas, repeti-
das, motivadas, serían de provecho grandísimo 
sino para desterrar de una vez todos los abusos 
de la libertad, todas las interpretaciones legales 
opuestas á la ley verdadera; impedirían por lo 
menos que avanzára la revolucion destruyendo 
(I) V. Enc. Etsi, 1882, Encíclica Per grata, 1886; 
Encíclica Sapientim; Alocucion á los representantes 
de los diarios católicos etc. 
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nuestras leyes é instituciones católicas, y que 
se diesen con la facilidad y frecuencia que de-
ploramos, decretos y reales órdenes que no 
dicen bien, al menos tal como se interpretan 
en la práctica, con las leyes del Concordato, y 
con la misma Constitucion; contribuirían los 
escritores católicos por lo menos, á que no se 
verificase por su culpa la terrible calamidad 
que lamenta el Profeta, diminutce sunt veritates 
a filiis hominum (1), y ayudarían tambien no 
con pequeña utilidad, á formar y esclarecer en 
España las ideas de las muchedumbres católi-
cas, sobre la necesidad de estas reclamaciones, 
y de usar cuando llegue el caso en apoyo de 
ellas toda su influencia con el ejercicio de sus 
derechos en el terreno de la política católica. 
Nos referimos especialmente (2) á las elec-
ciones de diputados y senadores que hagan, oir 
su voz y el derecho de los católicos en ambas 
Cámaras colegisladoras, en favor de la religion 
y de la sociedad, obligando al Gobierno á que 
ponga en ejecucion las leyes verdaderas y en 
olvido las disposiciones legales opuestas á aque-
llas. La iniciativa privada, los clamores de los 
católicos como particulares y como ciudadanos, 
servirán poco mientras como políticos católicos 
permanezcan callados, sin oponer en las Cortes 
(i) Salmo XI.-2. 
(2) Se dice especialmente, porque muchos por ra-
zon de sus cargos podrán influir más eficazmente 
portándose como buenos católicos en el desempeño de 
ellos, conforme á la ley y á la conciencia. 
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la menor oposicion á los planes hostiles á la 
Iglesia, sin pedir la reparacion á que tiene 
evidente derecho: una voz varonil en las Cor-
tes es atendida más que millares de clamores 
particulares fuera de ellas. 
El Papa tambien ha declarado expresamente 
que por regla general (t) y aun siempre que 
no esté prohibido (2) procuren los católicos 
tomar parte en los negocios públicos y sobre 
todo en las elecciones políticas para favorecer á 
los defensores de la religion y apartar del ré-
gimen del Estado á los enemigos de aquella (3). 
Lejos de estar prohibido positivamente este 
medio en España, como lo estaba en Italia, no 
dejamos de oir de varias partes excitaciones de 
los mismos Príncipes de la Iglesia que á ello 
(i) Ene. Immortale Dei. 
(2) Enc. Libertas, y en la Enc. Sapientice dice: 
«donde quiera que la Iglesia termite tomar parte en 
los negocios públicos, se ha de favorecer á las perso-
nas de probidad conocida, y que se espera han de ser 
útiles á la religion, ni puede haber causa alguna que 
haga licito preferir á los mal dispuestos contra ella.» 
(i) 0Y puesto que de la condicion de los que están 
al frente de los pueblos depende principalmente la 
buena o mala suerte de los Estados, por eso la Igle-
sia no puede patrocinar y favorecer á aquellos que la 
hostilizan, desconocen abiertamente sus derechos y 
se empeñan en separar dos cosas, por su naturaleza 
inseparables, que son la Iglesia y el Estado. Por el 
contrario es. como lo debe ser, protectora de aquellos 
que sintiendo rectamente de la Iglesia y del Estado 
trabajan para que ambos aunados procuren el bien 
comun. Enc. Sapienticc. 
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nos convidan (I). Y si es ciertamente permiti-
do, y más, si se nos recomienda por nuestros 
Prelados, urge con toda fuerza la obligacion 
de la justicia legal, que à todos los ciudadanos 
impone el deber de trabajar porque el Gobier-
no de su pátria sea conforme á la religion y á 
la moral; lo que no se consigue más eficaz-
mente que si los electores eligen diputados y 
senadores aptos y diligentes, y si aceptan los 
elegidos su honroso cargo con las obligaciones 
que le están anejas, y las cumplen con entereza. 
Esta obligacion de los electores en trabajar 
por el triunfo de los buenos candidatos, la han 
recordado generalmente los señores Obispos 
en las naciones en que se trata con más ó me-
nos hostilidad á la Iglesia, en Austria, Alema-
nia, Italia y tambien en España (2) siguiendo 
todos las instrucciones de la Sagrada Peniten-
ciaria en la respuesta de t Dic. 1886 (3). 
Cuánta sea esta obligacion segun las circuns-
tancias de las personas y lugares, podrá verse 
más determinado conforme á las doctrinas de 
la moral cristiana en el caso 6.° de la obra 
citada repetidas veces. Casus consc. T. i . ¡Oh 
si todos los católicos se persuadiéran de su 
(1) Pastorales del Sr. Obispo de Astorga 24 
Febr. 189o; el de Santander 8 Diciemb. 1890 etc. 
(2) V. Etudes religieuses philosophiques histori-
ques et litteraires, Junio y Agosto 1880; y discurso de 
Mons. Mgr. Freppel en las Cámaras francesas sobre 
los derechos del clero en la politica 1 de Febrero 189o. 
(3) V. Acta S. Sedis, vol. 2. 
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obligacion de impedir con sus votos el triunfo 
de los enemigos de la religion, y de procurar 
el de los buenos y probos candidatos! ¡Qué 
pronto veríamos desaparecer gran parte de los 
males que nos afligen! Si siendo tan pocos re-
lativamente los católicos de Alemania, por su 
actividad y constancia en el cumplimiento de 
esta obligacion, han logrado tantos triunfos que 
han regocijado á los fieles de todo el mundo, 
¿qué no podrá esperarse de los católicos espa-
ñoles que son la casi totalidad de los ciudada-
nos, si una vez advertidos de su obligacion en 
esta materia, se resolviéran á cumplirla con 
toda decision? Entonces sí que se harían pronto 
efectivas todas sus justas reclamaciones. Aque-
lla junta de que antes hicimos mencion, podría 
proponer los puntos concretos que hubieran de 
servir de programa á cuantos candidatos hu-
biesen de ser elegidos por los católicos. Sea 
que aquellos pertenecieran á un partido políti-
co determinado, ó sea que no tuvieran más 
bandera que la política católica; aceptando los 
puntos determinados que hemos dicho, ten-
drían derecho á representar á los católicos que 
facilísimamente se unirían en procurar tanto 
bien. 
VI. 
UNION DE LOS CATÓLICOS ESPAÑOLES 
EN LAS RECLAMACIONES DICHAS. 
¿Quién no se ha lamentado alguna vez con 
el Sumo Pontífice y los Prelados, de la falta de 
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union de los católicos españoles? No hay que 
ponderar la necesidad de esa union que por 
todos lados se impone: sin ella irá avanzando 
la revolucion con su espíritu naturalista, destru-
yendo nuestras instituciones y costumbres ca-
tólicas, amontonando ruina sobre ruina. Ni basta 
que los católicos no se hallen positivamente 
desunidos, ni agoten sus fuerzas en luchas in-
testinas, es necesario que positivamente se aú-
nen, y como muro de bronce se opongan al 
torrente de la corrupcion que amenaza cundir 
por todas partes, y que corno falange poderosa 
se lancen unidos á la lucha contra el enemigo 
bajo la obediencia de sus Prelados. Pues algo 
á lo que entiendo, se facilitaría la union, si se 
fijáran precisamente en los puntos determina-
dos que con el nombre de Reclamaciones Lega-
les hemos expuesto en este opúsculo, con-
formes enteramente, como ha podido verse por 
los documentos citados, con la doctrina y leyes 
de la Iglesia y con la misma ley civil; porque 
al fi n se reducen al cumplimiento del Concor-
dato, ley eclesiástica y  civil de España, y á 
exigir mientras aquello no se logre en todas 
sus partes, que á lo menos se cumpla leal y 
rectamente la Constitucion vigente, segun la 
cual la Religion católica, tal cual es con todos 
sus derechos, es la Religion del Estado, que 
debe informar todas sus leyes y costumbres 
públicas, permitida únicamente dentro del tem-
plo la tolerancia de los cultos cristianos hete-
rodoxos (y á lo más la reunion privada dentro 
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del mismo templo), y autorizada la libertad de 
propaganda de imprenta, de enseñanza, de reu-
nion y asociacion, pero en aquellas cosas sola-
mente que no se opongan á la Religion católi-
ca y á su moral divina, y reconocida para los 
eclesiásticos la inmunidad que por ordenacion 
divina y por los sagrados cánones les compe-
te para el debido desempeño de su sagrado 
ministerio. 
A la verdad, ningun católico sincero recha-
zará punto alguno de los indicados, y por el 
contrario todos los católicos por lo mismo que 
los admitan, se mostrarán verdaderos católicos: 
tendremos, pues, la conformidad de pareceres y 
voluntades que tanto reclama S. Santidad. Los 
que se llaman católicos independientes ó no 
afiliados á partido alguno politico, ya se vé 
que no tienen razon para dejar de admitir todos 
y cada uno de los puntos expuestos que nada, 
tienen de politicos, sino de simplemente cató-
licos, ó si se quiere de política católica. Los lla-
mados íntegros, verán en estos puntos procla-
mada íntegra la tésis católica que ellos dicen 
abrazar, tal como nos la enseña el Sumo Pon-
tífice en sus admirables Encíclicas, que no de-
bieran dejarse de las manos, sobre todo en las 
tantas veces citadas Immortale Dei, Libertas y 
Sapientix. Los que se titulan carlistas, acep-
tando los puntos susodichos y prestándoles su 
cooperacion valiosa, sin renunciar por esto á 
sus honestas aspiraciones políticas, aunque 
no mezclándolas, sino haciéndolas por un 
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momento cesar en la contienda, mostrarán que 
no aprecian en más, el interés temporal por le-
gitimo que sea, que el religioso y social que 
es de órden superior. Por fin los que sostienen 
deberse pelear teniendo en cuenta el estado 
de la realidad, aceptando sin aprobarla doctri-
nalmente, la legalidad existente, y partiendo de 
la hipótesis y de los hechos para llegar á la 
tésis y al derecho enteramente cristiano, de-
mostrarán con el acto de aceptar sinceramente 
todos y cada uno de los puntos susodichos, y 
sobre todo el primero relativo á la unidad ca-
tólica en España, que saben distinguir entre 
la verdadera tésis y la verdadera hipótesis; la 
cual es muy diversa (cuando existe) segun la 
diversidad de las naciones y de los tiempos, 
conforme se probó antes; demostrarán asimis-
mo que no confunden el hecho existente, que 
no pueden destruir, con el derecho, que no 
nace solo de él sino que debe su existencia al 
órden moral y á la ley que en éste se funda; 
desvanecerán, en una palabra, toda sospecha 
que pudiera excitarse contra ellos de que no 
profesen toda entera la doctrina católica; y de 
este modo quitarán todo pretexto de no unirse 
con ellos á los que precisamente los rechazan 
por no juzgarlos aptos, segun las enseñanzas 
Pontificias, para la union provechosa por que 
ansían los católicos. Dios quiera que se verifi-
que pronto esta union y que por ella merez-
can los católicos españoles, hijos siempre obe-
dientes de la Santa Sede, los elogios que han 
-139 — 
merecido del mismo Sumo Pontífice los ca-
tólicos de Alemania. En la Alocucion á los 
Cardenales de 23 de Mayo de 1887 congratu-
lándose Leon XIII del mejoramiento obtenido 
en la Causa Católica en Alemania, indica cómo 
determinó usar los remedios más oportunos, 
y añade «y esto con tanta mayor confianza 
cuanto que sabiamos que además de los Obis-
pos coadyuvaban á nuestra obra los diputados 
católicos, varones muy constantes en defender 
la buena causa y de cuya actividad y concordia 
ha percibido la Iglesia no pequeños frutos y 
los espera iguales en lo porvenir» y en el dis-
curso que hace pocos meses dirigió (en Ma-
yo 189o) á los peregrinos alemanes muestra su 
confianza de que al fin se consiga el resultado 
apetecido y añade  «la constancia de los 
católicos, 'de aquellos principalmente que corn-
baten valerosamente en el Parlamento por los 
derechos de la Iglesia, y en fin la universal 
concordia de todos los católicos alemanes, son 
indicios seguros de que podemos esperar con-
fiadamente» la libertad de la Iglesia garantizada 
con seguridad en Alemania. 
No hay duda que â semejantes elogios se 
harán acreedores los católicos españoles, si se 
persuaden de la necesidad de que han de obrar, 
segun les ha enseñado el Sumo Pontífice, con 
toda claridad en la Encíclica de to de Enero 
último Sapientiæ y abandonando así toda lucha 
y contienda estéril é inútil, unan sus fuerzas á 
modo de invencible falange para defender la 
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causa católica puesta en grave conflicto (1) si 
«atendiendo á ;la voz de sus Pastores y puesto 
por debajo todo humano interés con ánimo vi-
goroso digno de la fé de sus padres, y con estre-
chísima union de voluntades, se lanzan á la carre 
ra á manera de falange para la defensa de la 
Madre comun que es la Iglesia, afligida hoy por 
tan grandes pesadumbres y combatida por 
tantos y tan enfurecidos enemigos» (2). Enton-
ces verán por experiencia que «la fuerza injusta 
se irá debilitando y acabará por rendirse á la san-
tidad del derecho y de la religion» (3). Hágalo 
así el Señor á su mayor gloria! 
(I) Carta de S. S. al Arz. de Zaragoza 15 FeFrr 
ro i880 arriba ya citada. 
(2) Carta de S. S. al Sr. Ob. de Urgel. 





Razon del opúsculo. 
Constantemente ha estado deplorando el Sumo 
Pontífice Leon XIII Ios males que afligen á los hom-
bres, por no querer aprovecharse de la influencia 
bienhechora de la Iglesia, y las persecuciones de 
que ésta es objeto por parte de los que tratan de 
reprimir aquella influencia, sobre todo a poderándose 
del gobierno de las naciones y dictando leyes más 
ó menos francamente hostiles á la misma; medio á 
la verdad poderosísimo para pervertir con seguri-
dad á muchos fieles y acabar si fuera posible con la 
misma Santa Iglesia. Por lo mismo excitando el 
Sumo Pontífice á todos los Católicos á la defensa 
de la religion, quiere especialmente lo procuren 
hacer, sirviéndose legítimamente de las mismas 
instituciones legales de los pueblos para conseguir 
que en ellos tome el Estado el carácter y forma 
cristiana varias veces expuesta por el mismo Sumo 
Pontífice. Esto es mas fácil de conseguir en España 
si se interpreta ÿ aplica rectamente nuestra misma 
legislacion actual; esto mismo nos ha movido á 
escribir este opúsculo con el título indicado, en 
donde explicado lo quis entendemos por reclama-
ciones legales, se expone cuáles han de ser las prin-
cipales que han de hacer los católicos, en las que 
fácilmente se unirán con íntima concordia de vo-
luntades y de accion.—Pág. 4. 
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II. 
Qué se entiende aquí por reclamaciones 
legales; ley y legalidad. 
No sería menester explicarlo, si diversos secuaces 
del moderno legalismo no hubieran hecho necesaria 
la distincion entre la ley verdadera con su forma 
interna que es la justicia, y la legalidad que es la 
forma externa de la ley: para la Filosofía cristiana 
no toda legalidad, sino solamente la justa, es ley. 
Analizada la nocion de la ley, como regla obliga-
toria estable y comun de los actos humanos y ex-
puesta la nocion verdadera de la obligacion moral, 
se define la ley con Santo Tomás y el comun de 
los doctores; y explicada con el P. Suarez, se de-
duce inmediatamente su division en ley natural y 
positiva; la cual á su vez puede ser divina eclesiás-
tica y civil. 
Toda ley brota al fin como de su primera fuente, 
de la voluntad divina, y no pudiendo ésta contrade-
cirse nunca á sí misma, se sigue que en el aparente 
conflicto de varias leyes, por fuerza tiene que cesar 
la obligacion de la ley inferior ante la ley de 
 Orden 
 superior, más cercano á la causa primera de toda 
obligacion moral. Esto se entiende aunque las cosas 
prescritas por la ley sean en sí justas, pues si fue-
sen injustas, no sería ley ni podría ser obedecida.—
Pruébase que la justicia es condicion esencial de la 
ley: doctrina enseñada por nuestros doctores, nues-
tro código inmortal de ]as Partidas y nuestras 
mismas costumbres.—Se aplica al derecho lo ex-
puesto acerca de la ley;—enemigos de esta doctrina 
católica desde Kant, padre del individualismo del 
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derecho hasta Hegel confeccionador del objetivismo 
del derecho independiente de Dios personal, y su-
jeto al Estado anúmen supremo de las cosas huma-
nas;» y hasta los partidarios de la escuela histó-
rica del derecho que no consideran como tal pro-
piamente dicho, sino el derecho positivo derivado 
como de su única fuente del derecho histórico, de 
donde sale la omnipotencia del Estado por medio 
del legalismo público, que no requiere para el 
valor formal de la ley, sino su forma externa que 
es la apariencia legal:—error de algunos católicos 
que consideran como verdaderas tales leyes sin 
justicia interna, y se juzgan libres de toda respon-
sabilidad aplicándolas como magistrados públicos 
mientras no se deroguen expresamente, dividiendo 
al hombre en dos, uno privado con conciencia mo-
ral y otro público convertido por el Estado en pura 
máquina sin imputabilidad ante Dios.—Se demues-
tra que todos y cada uno de estos errores están 
condenados con autoridad infalible como anticató-
licos:—se explica, por fin, el verdadero sentido de 
las palabras reclamaciones legales, ya por razon del 
objeto conforme á la ley 6 á la legalidad, ya por el 
modo autorizado ó permitido por la ley.—Pág. 8. 
¿Qué se entiende aquí por católicos 
españoles? 
No solo las personas nacidas en territorio espa-
ñol segun la Constitucion, y el código civil, sino 
todos los residentes en los dominios españoles que 
quieran hacer algo por el bien de la religion 
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particularmente en España. Diversas significaciones 
de la palabra católicos: primero, los que pertenecen 
al cuerpo de la Iglesia católica:—quienes son:—se-
gun do , los que profesan además toda la doctrina en 
materia de fé y costumbres enseñada por la Iglesia 
ya por definiciones expresadas va por su magisterio 
ordinario ó por las Sagradas Congregaciones ó de 
cualquiera manera no dejándola libre á la discu-
sion:—se resuelve la cuestion relativaá los secuaces 
del llamado liberalismo político son católicos en 
el sentido que aquí exponemos? lo son los que no 
piden las libertades modernas como derecho del 
hombre sino por exigirlo asi el progreso material, 
el concierto de las naciones etc.? son los que 
piden la simple tolerancia sin causa suficiente ó nie-
gan que solo competa declarar ésta definitivamente 
á la autoridad de la Iglesia?—observacion sobre la 
licitud ó ilicitud de la hipótesis segun las diversas 
naciones v. g. Bélgica-y España: distincion del he-
cho existente, y del derecho que no puede nacer del 
solo hecho:—explicacion de la palabra liberalismo 
tomada en sentido eclesiástico y comun entre los 
doctores: tercer sentido de la palabra católicos se-
gun San Agustín, y equivale á la de buenos católi-
cos, partidarios prácticos de la justicia y cum-
plidores de sus obligaciones.—Por qué decimos 
católicos españoles y no políticos españoles, aunque 
hayan aquellos tambien de luchar en el terreno de 
!a política. Por qué decimos españoles aunque ha-
yan de trabajar en bien de la Iglesia que es uni-
versal.—Pág. 26. 
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IV. 
Qué reclamaciones, legales por razon del 
objeto, han de hacer los católicos 
españoles. 
Primera sobre la unidad católica. Se expone la ley 
vigente en la materia:—se prueba que es ley ecle-
siástica y civil la unidad católica con exclusion de 
otro culto segun el art. 1.° del Concordato. Este 
no ha sido derogado ni por ley eclesiástica, ni por 
ley civil; porque ni es competente ésta en la mate-
ria ni la dió por autoridad propia, ni aunque se 
tratára de materia temporal podría oponerse á la 
ley de órden superior que tiene por nula dicha ley 
civil.—Se expone con precision la legalidad vigente 
con el fin de poder exigir su cumplimiento en 
favor de la Iglesia y de la sociedad.—Se demuestra 
que el art. i i del Concordato reconoce como religion 
nacional (no solo de la parte oficial de la Nacion) la 
religion católica con todos sus derechos divinos y 
canónicos: aplicacion de esta doctrina:—segun ella 
la religion católica forma parte del derecho públi-
co español y ha de informar todas sus leyes, insti-
tuciones, etc.—La única obligacion (que incumbe 
ciertamente al Estado) y que no reconoce la segun-
da parte de dicho artículo, es la de no tolerar ni 
castigar los delitos contra la religion, los que en 
España socialmente católica, no son religiosos sola-
mente sino tambien políticos. La tolerancia se 
concreta á los actos del culto dentro del templo:—
se prueba:—cítase en particular la R. O. de 23 
de Octubre 1876:—explícase:—aplicaciones de lo 
dicho. Qué han de reclamar en este punto los 
10 
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católicos.—Respuesta general segun las enseñanzas 
Pontificias dejando á otros la particular determi-
nada y práctica. 
2. a Sobre la propaganda religiosa. —1m portan-
cia de dilucidar este punto:—influjo maléfico de 
la libertad de la propaganda heterodoxa particu-
larmente por medio de la prensa.—Se expone cuál 
es la ley en este punto:—pruébase que segun el 
Concordato hay libertad para la propaganda cató-
lica y de ningun modo para la heterodoxa.—La 
Constitucion fundamental sanciona esto mismo, 
á lo menos fuera del templo: —demuéstrase por la 
naturaleza de la cosa, por el texto y contexto de la 
Constitucion y por la interpretacion constante de 
los doctores y estadistas de ser la religion católica 
la religion del Estado: cítanse varias sentencias de 
tribunales extranjeros en apoyo de esta interpreta-
cion:—aplicaciones varias á las reclamaciones que 
han de hacer los católicos: se explica el artículo I2 
sobre la libertad de imprenta: no se extiende ésta 
á las cosas que contradicen a la doctrina católica y 
á su moral santa:—pruébase y se dá salida á las 
dificultades. 
3. a Sobre la libertad de enseñanza. —Qué se en-
tiende por libertad de enseñanza, segun la doc-
trina católica y la sana filosofía. Ley y legali-
dad en la materia: conforme al derecho divino y 
al Concordato, á la Iglesia exclusivamente toca 
enseñar las doctrinas de fé y costumbres y dirigir 
todas las ciencias en los Seminarios eclesiásticos; 
por el mismo derecho divino le compete vigilar en 
todas las escuelas de cualesquiera clase que sean, á 
fin de que la enseñanza sea en los textos, en los 
profesores en todo, conforme á la religion católica. 
Así se reconoce en el art. 2.0 del Concordato y lo 
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declara Pio IX al dar cuenta de él al Colegio de 
Cardenales:—modo práctico de que esta interven-
cion sea eficaz en cuanto á la enseñanza religiosa. 
—Esta ley es al mismo tiempo la legalidad consti-
tucional:—se prueba:—la escuela funciona inde-
pendientemente del templo:—solo en este y no en 
aquella se tolera segun la Constitucion, la enseñan-
za heterodoxa: se demuestra por la misma Consti-
tucion y por las declaraciones relativas á la misma. 
Por derecho natural y humano puede la Iglesia libre-
mente fundar y dirigir escuelas en que se enseñen 
las ciencias humanas:—esta es facultad de todos 
los ciudadanos por derecho natural sin otra autori-
zacion especial del Estado, no enseñándose nunca 
lo que se oponga á la religion y moral, y no per-
judicando á los demás:—pruébase por la razon y 
por el art. l a constitucional (que se explica con-
cienzudamente) sin que á ello se oponga ninguna 
otra disposicion legal con fuerza obligatoria:—ne-
cesidad de reclamar legalmente la libertad cristiana 
de enseñanza:—paralelo entre ésta y la liberal:—se 
examina brevemente el decreto de 1885. 
4.ü Sobre la inmunidad eclesiástica.—Se distingue la 
independencia de la Iglesia en las cosas espirituales, 
y la inmunidad en las temporales:—se define ésta 
segun la etimología y la definition real: indicado lo 
que hace al caso sobre la inmunidad de las iglesias, 
consideradas como lugar sagrado y de refugio, y 
sobre la inmunidad de los bienes eclesiásticos espe-
cialmente los que se dan á los beneficiados segun el 
Concordato; se explica en particular la inmuni-
dad personal en cuanto al fuero judicial, en cuanto á 
ciertas cargas personales y en cuanto á las leyes 
civiles, sobre los tributos en particular:—qué se 




de inmunidad.—Ley concordada que es la canóni-
ca: expónese: no ha sido derogada por el decreto-
ley de 1868 (cuyo alcance se indica); y se prueba 
que ha sido éste suficientemente derogado por el 
artículo 11 de la Constitucion que reconoce como 
oficial la religion católica con todos sus derechos: 
—se demuestra que no ha podido ser derogada la in-
munidad, atendiendo á su mismo origen, el cual se 
fija segun la doctrina católica y de los doctores: 
importancia de hacer esta reclamacion legal sobre 
la inmunidad del fuero.--Expónese y pruébase segun 
el derecho canónico, la exencion especial de los clé-
rigos en cuanto al servicio militar, deducida de la 
prohibicion de llevar armas que es incompatible 
con el estado clerical. Está reconocida esta exen-
cion en el Concordato y en el mismo art. 11 
constitucional: deben considerarse derogadas algu-
nas disposiciones legales que á esto se oponían:-
exencion de los seminaristas ya sean clérigos in-
ternos conforme al Tridentino, ya sean externos 
segun se tolera hoy en España:—equidad de esta 
exencion para todos los estudiantes seminaristas 
que juzguen necesarios los Señores Obispos para 
el ministerio sagrado: leyes que la conceden en 
algunas naciones no católicas. 
Otras reclamaciones legales. Conforme al Con-
cordato, puede exigirse entre otras cosas la libertad 
de los púberes para entrar en religion; la interven-
cion autoritativa en la ejecucion de todas las obras 
pías por parte de los Obispos, y omitiendo otras, la 
represion de ciertos crímenes escandalosos castiga-
dos por el mismo código penal, especialmente el 
duelo; y por fin y principalmente la prohibicion de 
asociaciones inmorales sobre todo de la masonería. 
—Se expone la libertad de asociacion religiosa y 
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civil conforme á la sana filosofía:—se prueba que 
así la reconoce la Constitucion y por lo tanto que 
pueden existir asociaciones lícitas, y poseer los me-
dios necesarios de subsistencia sin reconocimiento 
oficial del Estado:—sin éste no serán personas 
jurídicas, pero lo serán morales privadas. Dicha 
libertad no se extiende á la masonería prohibida 
por nuestras leyes:—se demuestra:—se hace ver la 
urgencia de reclamar contra la tolerancia práctica 
de dicha asociacion muchas veces anatematizada 
por la Iglesia, y causa poderosa de los males que 
afligen la pátria.—Pág. 49. 
V. 
Medios legales de hacer estas reclamaciones. 
Se exponen los autorizados positivamente por la 
ley, y los permitidos, que han de excluir la violen-
cia. Dejando á quien corresponde determinar en 
particular los medios que han de emplearse, se 
señalan como especialmente eficaces conforme á las 
enseñanzas del S. Pontífice, dos principales el de la 
prensa periódica y el tomar parte en los asuntos 
públicos:—pondérase la importancia de uno y 
otro, del segundo en particular por las condiciones 
especiales de España, donde más se atiende la voz 
de un diputado en las Córtes que la de muchos ca-
tólicos particulares fuera de ellas:—cuánto bien 
harían los católicos en favor de la Iglesia y de la 
sociedad, si se uniesen todos en procurar el triunfo 
de los diputados y senadores que se comprometie-
sen á trabajar por conseguir justicia en las reclama-
ciones concretas que se han indicado.—Pág. 13o. 
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VI. 
Union de los católicos Españoles en las 
reclamaciones dichas. 
No basta que los católicos no se hallen desunidos, 
es menester con toda urgencia, que aúnen sus esfuer-
zos para detener el avance de la revolucion natura-. 
lista que va acabando con la pátria, y reanimar el 
espíritu católico, único que puede hacer grande á 
España como la hizo en otros siglos. Esta union 
puede fácilmente hacerse en las reclamaciones 
dichas; porque siendo todas justificadas, importan-
tes y conformes á la doctrina y leyes de la Iglesia 
y de España, y generalmente á lo menos á la misma 
Constitucion del Estado, rectamente interpretada; 
todos los católicos sinceros las aceptarán sin difi-
cultad; todos los que las acepten, sobre todo la 
primera acerca de la unidad católica en España, se 
mostrarán católicos sinceros, y nadie tendrá pre-
texto de no unirse para el fin que se pretende en 
favor de la Iglesia y de la pátria, con los que since-
ramente admiten esas reclamaciones: nuevos estímu-
los para la union en las alabanzas del S. Pontífice á 
los católicos alemanes diputados del Centro:—imi-
tándolos se verá por experiencia que «la fuerza in-
justa... acabará por rendirse á la santidad del de-
recho y de la religion.»—Pág. 135. 
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